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No sé cómo escusar mi neglijencia, verdadeíamente culpable^ 
en el estado de la cuestión sobre territorios nacionales. Confieso 
francamente que ni tenía conocimiento de la lei dictada por el 
congreso en 1862, ni del proyecto presentado por. el señor Oro- 
ño, ni del que actualmente se encuentra puesto a la orden del 
dia en el senado nacional; o si he tomado conocimiento de estos 
hechos al recorrer los diarios, la cuestión importante a que eUos 
se referían, nunca me Hamo la atención. Un acontecimiento 
casual ha venido a hacerme comprender su magnitud. Hacia un 
ano a que me encontraba colectando datos para hacer una pu^ 
blicacion sobre la Provincia de Mendoza con el objeto de dar a 
conocer en el litoral i en Europa las grandes ventajas que ella 
ofrece a la inmigración; i como para este trabajo necesitaba 
adquirir conocimientos del territorio austral, del que siempre 
habia oido hacer estimación, me lancé en busca de hombres que 
pudiesen imponerme de lo que me era necesario saber. Todo lo 
que pude investigar fué que en Mendoza solo habia un hombre 
que tuviese conocimientos racionales sobre el sud, siéndolo este 
el doctor don Edmundo Wilby Day. Hice una visita a este caba- 
llero el dia 15 de febrero, i no bien habíamos conversado un 
cuarto de hora, cuando comprendí en toda su estension la im- 
portancia de la cuestión sobre territorios nacionales, i me decidí 
a tratarla, posponiendo mi trabajo anterior. 

El doctor Day puso jenerosamente a mi disposición todos los 
datos que él habia podido reunir respecto del territorio austral, 
me manifestó la mejor voluntad de buscar los demás que piídié- 
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ran obtenerse, i yo sali de su cas a taa interesado cu hacer el 
trabajo queliabia concebido, como avergonzado de ignorar cosas 
de mi provincia que yo debia haber sabido antes. 

Un rejistro del archivo me habría puesto quizá en aptitud de 
hacer un trabajo de mérito; pero no me he atrevido a solicitarlo 
por causa de ser mi persona antipática al personal del gobierno 
desde quince años ha, i he preferido echarme a buscar en las 
casas particulares que habian tenido algún gobernador o coman- 
dante de frontera, los documentos que pudieran encontrarse 
entre los papeles rezagados. Aunque difícil e ingrata mi tarea, 
no hft sido infructuosa. 

Habia escrito ya lo principal sobre el derecho provincial en 
la cuestión territorios nacionales, i me hallaba sacando copias de 
documentos sobre posesiones de la provincia, porque hasta eso 
he tenido que hacer personalmente, • cuando se me anunció que 
la lejislatura, venciendo un veto del poder ejecutivo, habia re- 
suelto por unanimidad comisionarme para escribir una Memoria 
sobre los límites de la provincia en la forma que lo determina la 
lei de 1862. La comisión conferida en estos términos, no solo 
estrechaba, sino que destruía todo el plan de mi trabajo, porque 
si me sujetaba a ella, tenía que abstenerme de tratar la cuestión 
de derecho, de juzgar las discusiones de la lei del sesenta i dos 
i las disposiciones del proyecto actual; i si invocando la comisión, 
publicaba mi trabajo estendido a puntos por ella no comprendi- 
dos, me esponia a que la lejislatura me hiciese pasar un bochor- 
no, manifestándome que habia ultrapasado los límites designados 
por ella. A mas de esto, por las circunstancias que habian me- 
diado, la manifestación de una resolución mia aceptando -o re- 
nunciando la comisión, habría escitado los ánimos de una o de 
otra parte sin ningún beneficio público i solo con perjuicio 
particular mío, pues, aun no creo pasada la época que me tiene 
destinado a ser víctima de mi independencia. Me pareció enton- 
ces, prudente guardar silencio i seguir en mi trabajo hasta pu- 
blicarlo i ofrecer a la lejislatura aquellas de sus secciones en 
que trato de los límites i de las posesiones de la provincia, o el 
todo, si ella lo encontrase aceptable; pero las exijencias de algu- 
nos amigos temerosos de algún retardo en la aparición de mi 
escrito, me han obligado a desprender esas secciones i publicar- 
las a fin también de evitar cualquier cargo que quisiese hacérse- 
me porque mi aceptación tácita hubiese impedido encargar a 
"o 1$. comisión, 
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Acompaño al trabajo un mapa en el cual se encontrarán en 
el territorio mendocino novedades que no traen los anteriores de 
Undiana, Arenales, Woodbine Parish, Martin de Moussi i el 
ahora poco mandado trabajar por el ministerio del interior para 
servir a la cuestión sobre límites i territorios nacionales. Esas 
novedades consisten en la demarcación del curso del rio Grande 
en su orijen i de los afluentes que lo componen, formando cuatro 
de ellos los cuatro potreros de cordillera que fueron los de la 
cuestión iniciada por Chile en 1846, pretendiendo tenerlos den- 
tro de su territorio. Desde los grados 34 a 36 ia cordillera ¿e los 
Andes se divide, en dos ramificaciones mui pronunciadas que 
corren mas o menos paralelas de norte a sur, formando un valle 
como de diez leguas de ancho. La cordillera del oeste se llama 
del Planchón i la del este las Llaretas. De la cordillera occiden- 
tal nacen el Diamante, el Atuel i ocho de los afluentes del rio 
Grande, corriendo los dos primeros al naciente, i los últimos con 
el mismo rumbo hasta entrar en el rio Grande, el cual se dirije 
de norte a sur hasta que la cordillera de las Llaretas, dej eneran- 
do en la cierra de Malargüe, le permite torcer al naciente. Do 
las Llaretas nacen el Salado i el Malargüe. El rio Grande, desde 
el cerro de Aueamahuida, toma el nombre de rió Colorado hasta 
su desembocadura en el Atlántico. 

El rio ÍTeuquen que tiene bu orijen en la laguna Mallin Blan- 
co, recibe por afluentes en la márjen izquierda al rio Malbarco 
que nace de la laguna del mismo nombre, i al Cudileubú que 
tiene su orijen en la cordillera de los Vientos o sea una segunda 
ramificación, que como la de las Llaretas, apenas ha podido pro- 
nunciarse, cuando se convierte en lomadas i colinas; i por la 
márjen derecha le entran el rio Nahuebe, naciendo en una do las 
lagunas de Epulauquen, el Trocoman, el Lileubú, el Ranileubú, 
el Cólico, el Ñorquin i el caudaloso rio Agrio que sale de una 
de las lagunas de Alómine. En la márjen izquierda del Neuquen i 
entre las confluencias del Malbarco i del Nahuebe se encuentran 
los toldos del cacique Caepe que apenas tiene veinte indios de 
pelea. En la márjen derecha, entre las confluencias de loa ríos 
Trocoman i Lileubú, se hallan las tolderías del cacique Forran 
que no cuenta con mas de cincuenta lanzas; i al sur de las lagu- 
nas de Alómine está situado el cacique Llancaqueo con mui poco 
mas de cien indios de pelea. 

La laguna de Sazo que en el mapa de los hermanos Black 
aparece como dando nacimiento a uno de los afluentes del Neu* 
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qaen, se encuentra mas al norte, es mui pequeña i de ella no 
sale rio alguno como lo asegura el señor don José Sourryére de 
Souillac en la relación de su esploracion desde Talca hasta San 
Rafael, por orden del marques de Sobremonte en 1806, para re- 
conocer el camino nuevo que facilitase la comunicación do Chile 
con Buenos Aires que habia descubierto don José Santiago de 
Cerro i Zamudio en 1803. 

El rio Chadileubú llamado vulgarmente Chalileo, que princi- 
piaba antes desde la confluencia del Tunuyan al Desaguadero 
i que hoi es formado solo por el Diamante i el Atuel, a conse- 
cuencia de haberse estinguido los primeros por la mferma de las 
aguas, corre al sur con una pequeña desviación al naciente hasta 
una distancia de cuatro leguas del rio Colorado, en la cual el 
cerro de Choiquimahuida le obliga a torcer al naciente i derra- 
marse luego en dirección nordeste en el lago de Curraco. Mar-f 
tin de Moussi hace aparecer en su mapa a la laguna de Urrelau- 
quen, que es la misma de Curraco, como yendo a desaguar en el 
Colorado; pero esto no es cierto, porque desde Choiquimahuida 
principian por su curso a distanciarse el uno del otro rio. 

El objeto principal del mapa es el de señalar la situación de 
las posesiones de Mendoza para patentizar mejor las usurpacio-r 
nes injustificables que pretenden hacérsele en el proyecto que va 
a discutirse en el senado; i también el de demostrar que los lími- 
tes naturales de la provincia son el Chadileubú con una línea 
recta desde Choiquimahuida hasta la isla de Choelechel, el rio 
Negro i el Limai hasta las márjenes australes del lago dclía- 
huelhuapi. 

Con estos límites, Mendoza cede a la nación una gran estension 
de terreno al naciente del Chadileubú i todo el territorio al sur 
de los rios Negro i Limai, equivalente el todo a dos terceras 
partes de su territorio. De ninguna de las otras provincias, mu- 
cho menos perjudicadas que Mendoza, se ha exijido concesiones 
de tal magnitud; i aun cuando no mediase esta circunstancia, 
ella, por el estado deplorable a que ha sido reducida, se encuen- 
tra en la obligación de sostener esos límites i de negarse a ceder 
un eolo palmo de tierra fuera de ellos, 

Mendoza, mayo 1.® de 1872, 



M. A. Saez. 
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En las opiniones emitidas en la convención que sancion6 la 
Actual constitución de los Estados Unidos, han tenido sn oríjen 
ciertas teorías políticas que gradualmente han ido adquiriendo 
partidarios hasta disputarse cada uno de ellos el predominio, 
«inembargo de que ninguna ha adquirido hasta ahora una san<< 
cion legal espresa que le garanta una estabilidad. 

La primera es la que considera a los Estados Unidos eemouna 
nación cuya lei orgánica i fundamental es la constitución. Ella 
flostiene que la nación o el pueblo colectivo de los Estados Uni- 
dos en el carácter de una unidad política, existia antes de la 
adopción de la constitución i que por consiguiente esta no ha 
creado a la nación. Que la constitución no fué la obra de los Es* 
tados separados, considerados como gobiernos organizados, ni 
del pueblo de esos Estados en la acepción de una comunidad 
soberana e independiente, sino qne esa constitución fué obra de 
los Estados Unidos en cuerpo i como unidad política, aun cuaUi- 
do en el acto de la adopción hubiese votado en sus respectivos 
estados por razones de policía i conveniencia. Como una conse- 
cuencia necesaria de esta teoría, los poderes del gobierno j ene- 
ral no han sido delegados por los varios estados en el carácter 
de gobierno organizador, ni por el pueblo de ellos considerado 
como comunidad soberana e independiente, sino por el pueblo 
de los Estados Unidos en cuerpo i desligado de sus relaciones 
locales con los varios estados. Que los poderes no delegados por 
el pueblo al gobierno jeneral, no eran reservados a los estados 
para sí, porque asi como estos en su carácter de tales, no püdie-» 
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ron ceder poderes algunos, tampoco pudieron reservárselos, sino 
que la reserva del pueblo de los Estados Unidos fué para si i 
para los varios estados; i que por esta razón el pueblo de los Es- 
tados Unidos como nación, es la última fuente de todo poder, 
tanto del conferido al gobierno jenerál, como del cedido a los 
estados en su carácter de sociedades políticas separadas, i del re- 
tenido para sí. 

La segunda desconoce en los Estados Unidos el carácter de 
nación. Sostiene que por la revolución de las colonias, se con- 
virtieron estas en estados soberanos e independientes o naciones; 
i que estos trece estados retuvieron su soberanía durante la con- 
federación i no la cedieron en la presente constitución. !N"o se 
considera la constitución como una lei orgánica i fundamental 
para un solo cuerpo político, sino como el instrumento de una 
liga, de un tratado de asociación entre estados saparados, inde- 
pendientes i soberanos. Que la constitución representa la con- 
cesión o delegación de una parte del poder supremo que los va- 
rios estados soberanos confirieron al gobierno jeneral, constitu- 
yéndolo en un ájente limitado para todos i para cada uno de 
«líos, a objeto de cumplir ciertos deberes determinados i' asumir 
ciertas funciones bien definidas. Como una consecuencia de esta 
teoría, el gobierno jeneral no tiene mas poderes que los que le 
han sido concedidos espresamente o de un modo implícito para 
una necesidad urjente. No tiene autoridad por sí m^smo ni por 
ninguno de sus departamentos, lejislativo, ejecutivo o judicial^ 
para decidir sobre la estension de los poderes delegados, eu 
cuya cuestión cada estado es el único juez con autoridad para 
resolver. En la operación práctica de esta autoridad de decidir, 
ningún estado queda obligado por resoluciones o actos de los 
poderes lejislativo, ejecutivo o judicial, ni aun por la resolución 
de los estados hermanos, sino que el estado mismo es el esclusi- 
vamente competente para determinar las fkcultodes que él ha 
cedido. Como otra consecuencia de esta facultad inherente de 
decidir sobre la estension de la concesión hecha, un estado cual- 
quiera, después de haber autoritativamente resuelto que el go- 
bierno jeneral ha ultrapasado sus límites, que ha asumido i ejer- 
cido funciones que no le pertenecen, puede considerar roto el 
pactOj traicionada la fé, terminado él mandato i puede retirarse 
de la confederación, reasumiendo todos los poderes que antes ha- 
bía delegado en los Estados Unidos. Finalmente, como los varios 
estados independientes i s.Qb.ora?jos fueron los delegantes en el 
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gobierno jeneral de una porción de sus atribuciones, reservaron 
para si el resto no espresamente cedido i son por consiguiente 
teórica i prácticamente el oríjen de todas las funciones políticas 
tanto propias como de los Estados Unidos. No son, pues, los 
Estados Unidos una nación, un pueblo, sino una colección 
de naciones unidas para ciertos fines en una confederación 
suelta. 

La tercera se ha colocado entre los estremos de las dos prece- 
dentes, considerando a los estados como orijinariamente inde- 
pendientes i soberanos, cediendo al gobierno jeneral una porción 
de su soberanía para ser ejercida no a la voluntad arbitraria de 
cada estado, sino absoluta e irrevocablemente. Los estados como 
unidad política son el oríjen de todo poder cedido en la constitu- 
ción, i esta es tenida como lei orgánica firme i perpetua para la 
entidad política creada por ella; lo mismo que esta se halla sujeta 
a la interpretación de las autoridades establecidas por la misma. 
Sinembargo, todos los poderes no espresamente delegados por 
los estados, quedan reservados para sí, siendo enteramente sobe- 
ranos en el ejercicio de ellos. 

La primer teoría fué sostenida por Hamilton, Jay, Marshall, 
Story, "Webster i apoyada por resoluciones de la Suprema Corte 
en los primeros años de su existencia i con frecuencia mientras 
estuvo bajo la dirección de su presidente Marshall, desde 1801 a 
1835, aun cuando en la parte que se refiere a la reserva de pode- 
res en los estados por el pueblo de Estadas Unidos i no por los 
estados mismos, se ha reconocido por muchos de los partidarios 
de esta teoría, que es mas bien supuesta que claramente estable- 
cida. Marshall i Webster, los grandes campeones de la naciona- 
lidad inherente del pueblo de los Estados Unidos, han empleado 
mas de una vez un lenguaje adecuado al afianzamiento de los 
principios de la tercera teoría. 

lia segunda encontró partidarios i sostenedores desde el prin- 
cipio de la existencia de la unión i ha continuado hasta hoi re- 
cibiendo el apoyo de gran número de hombres públicos de im- 
portancia. Jefferson le prestó el ausilio de su poderosa influencia 
en su correspondencia particular i en muchos de sus actos públi- 
cos, aun cuando después de ser presidente de Estados Unidos en 
sus dos períodos, desde 1801 a 1809, la abandonó enteramente, 
dando una prueba de las alteraciones que el ejercicio de la auto- 
ridad introduce en la opinión de los hombres. Después ha reci- 
bido un gran impulso por medio de la intelijencia vigorosa i 
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Atrevida de Calhoun, en cuyos escritos (1) la teoria ha sido des- 
envuelta en todas sus lójicas consecuencias. Los discípulos de 
Calhoun han propagado tan fervorosamente su doctrina, que 
llegaron a conseguir convertirla en un dogma político para la 
gran mayoría de los hombres de estado del sur, i atraerse gran 
número de partidarios en cada uno de los estados de la unión. 
Sinembargo, esta teoría nunca ha merecido la sanción de nin- 
guno de los tres poderes del gobierno jeneral, por mas que mu» 
chos diputados i senadores i algunos jaeces se hayan esforzado 
por inclinar en su favor a sus respectivos departamentos. 

La tercera teoría ha tenido por adeptos a Madison i Jackson 
que fueron, el primero convencional i ambos presidentes, aquel 
desde 1809 hastal817 i este desde 1829 hasta 1837. Ella cuenta 
también con las decisiones del poder judicial en las cuestiones 
constitucionales en todo el tiempo en que Eoger Taney desem- 
peñó la presidencia de la Suprema Corte desde 1836 hasta 1864 • 
i es la que tiene el apoyo de la opinión de la mayoría de los 
hombres de estado, aun cuando el triunfo que ha obtenido la 
primera con las armas en los estados del Norte sobre la segunda 
en los del Sur, haga opinar a un autor respetable (2) que la pro- 
minencia en que se ha colocado aquella, le asegura una acepta- 
ción decidida de parte del gobierno i del pueblo, como si la vida 
de las ideas i de los principios dependiese esclusivamente del 
triunfo de las armas. 

La influencia de las armas triunfantes ha podido producir una 
espansion de la primera teoría hasta conducirla a aceptar el 
principio de que los estados rebeldes vencidos han dejado de 
existir i pasado al dominio de la nación por derecho de conquis- 
ta, la rejion que ellos anteriormente ocupaban, la cual se quiere 
considerar como uñ territorio nacional fuera de los límites de los 
estados (3); destruyendo de esta manera todos los antecedentes i 
todas las condiciones espresas bajo las cuales se formó la unión 
americana. También se ha tenido la impudencia por un autor 
despreciable (4), de sostener que eu tiempos de guerra puede, 
el que ejerce la autoridad, obrar constitucionalmente con toda la 
arbitrariedad imajinable en un monarca absoluto, sobre la vida 
i la propiedad de los ciudadanos; pero felizmente en Sstados 



(1) Essayon gobernment.. 

(2) Pomeroy, Constitutional Law. 

(8) Farrar^ Manual of the Constitution, p. 485 i 490. 
(4) Whiting, War powers under the Ctonstitution. 
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Unidos estas aberraciones no encuentran eco, i todos los hom- 
bres sensatos han estado de acuerdo en que el sistema político 
norte-americano es el de estados separados, con un estado nacional 
que debe ponerse en ejercicio a la mayor brevedad posible, por- 
que un gobierno sobre un pueblo que no está representado en 
él, es una anomalía peligrosa para los principios i para los hábi* 
tos republicanos (6). 

Cualesquiera que sean las ideas que hayan dividido la opinión 
entre los sostenedores de las diversas teorías, hai unanimidad 
respecto de la aceptación del principio de que las tierras nacio- 
nales tienen su oríjen en concesiones a la nación, ya sea por parte 
del pueblo, ya por parte de los estados. 

Un autor (6) centralista decidido i miembro que fué de la Su-» 
prema Corte por treinta i tantos anos, nos dice: "Desde muí al 
principio se previo que por la estension del territorio de algunos 
estados, una división de los mismos en varios estados, podría 
hacerse importante i conveniente para sus habitantes, así como 
para la seguridad de la Union, i era igualmente obvio que nue- 
vos estados surjirian en los territorios desocupados del oeste 
cedidos a la Union, que no podrían ser largo tiempo retenidos en 
estadp de dependencia de esta. Era de consiguiente indispensa- 
ble dictar disposiciones oportunas para ambas probabilidades. 
Por una parte la integridad de los estados no podría ser quebran- 
tada sin su propio consentimiento, puesto que de lo contrario 
BU soberanía estaría sujeta a la mera voluntad del congreso. Pop 
otra parte era asimismo maijifiesto que ningún estado podría ser 
admitido en la Union sin el consentimiente del congreso; de otro 
níodo el equilibrio, la igualdad i la harmonía de los estados exis- 
tentes podrían ser destruidos. Para que un nuevo estado sea ad- 
mitido en la Union, es necesario el consentimiento del congreso» 
para que se forme un nuevo estado dentro de los límites de un 
estado antiguo, es también necesario el consentimiento de éste." 
"Como el gobierno jeneral tiene el derecho de adquirir territo- 
rios por cesión o conquista, parecería seguirse de ahí como una 
consecuencia natural que tenía la facultad de gobernar i protejer 
lo que había adquirido. Al tiempo de la adopción de la constituí 
cion habia adquirido por cesión la vasta rejion comprendida en 
el territorio noroeste, i sus adquisiciones han sido después nota- 

(6) Dana, Note 82 1. § 66'm Wheaton's International Law, edit. Boston 1866 
(6) Story, Esposicion de la Constitución de Estados Unidos, capítulo XXV. 
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blemente aumentadas con la compra de la Luisiana i la Flo- 
rida." 

Otro autor (7) también centralista, dice: "El congreso fué por 
la constitución investido con autoridad para ejercer lejislaciou 
esclusiva en todos los casos, de cualquier clase que fueren, sobre 
un distrito que pudiera, -por cesión de estados particulares i acep- 
tación del congreso, llegar a ser el asiento del gobierno de los 
Estados Unidos. El distrito de Colombia fué creado para este 
objeto por cesicm de los estados de Maryland i Virjinia." 

Un convencional ilustre (8) tratando del distrito federal i de 
la garantia para cada estado de que no se formara sin su con- 
sentimiento uno nuevo dentro de sus limites, dice: "La estension 
de este distrito federal está suficientemente circunscrita para 
tranquilizar cualquier recelo de naturaleza opuesta, i como de- 
berá destinarse a este uso con el consentimiento del estado que, 
lo ceda; como el estado atenderá sin duda en el pacto a los dere- 
chos i al consentimiento de los ciudadanos sus habitantes; como 
estos hallarán bastantes alicientes de intereses para querer ser 
partes de la cesión; como habrán tenido voto en la elección del 
gobierno que ha de ejercer autoridad sobre ellos; como induda- 
blemente se les concederá una lejislatura municipal, emanada 
de sus propios sufrajios; i como la autoridad de la lejislatura 
del estado i de los habitantes de la parte cedida de él para con- 
currir a la cesión^ emanará del pueblo todo del estado por la 
adopción de la constitución, parece quedar allanada esta obje- 
ción imajinable." "La precaución jeneral de que no se formará 
ningún estado sin la concurrencia de la autoridad federal i de la 
de los estados interesados, está en consonancia con los princi- 
pios que deben rejir tales arreglos. La precaución especial contra 
la erección de nuevos estados por la división de un estado sin su 
consentimiento, tranquiliza los recelos de los estados mas gran- 
des, asi como los de los mas pequeños por la precaución igual 
contra la reunión de estados sin su consentimiento." 

El historiador de la constitución de Estados Unidos (9) nos 
dice sobre esto lo siguiente: "Respecto de los poderes deí con- 
greso bajo la confederación para erijir nuevos estados en el ter^ 
ritorio noroeste i para admitirlos en la Union, la verdad pare- 

(7) Kent, Jurisprudencia Constitucional de Estados Unidos. 

(8) Madison, en el núm. 24 del FedercUisia, 

(9) Ourtis, Historia del oríjen, formación i adopción déla Constitución de Esta- 
dos Unidos. 
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ce ser esta. No hai parte alguna de los articulos de la Confede- 
ración qaie pueda decirse confiere semejante facultad; i en efecto 
cuando se organizaron los articulos, la Union, aun cuando exis- 
tia por un vínculo imperfecto, no solamente no poseia semejante 
territorio, sino que entonces no parecía probable que ella vinie- 
ra a poseer tierras reclamadas por algunos de los estados como 
sucesores de la corona de la Gran Bretaña i existentes dentro 
de lo que ellos miraban como sus limites orijinarios según sus 
cartas." "La negativa de esos estados a conceder a los Estados 
Unidos la determinación de sus límites, hizo innecesario proveer 
al ejercicio de autoridad sobre un dominio público. Pero en el 
intervalo que medió entre la preparación de los artículos i su 
ratificación definitiva, tuvo lugar un cambio notable en la situa- 
ción de la Union. Hallóse que algunos de los estados menores 
no vendrían a ser parte de la Confederación si los grandes esta- 
dos habían de persistir en su negativa a ceder a la Union su de- 
recho a tierras inocupadas del este; i aun cuando los estados que 
así se retrajeron por largo tiempo de satisfiícer los artículos los 
adoptaron al fin, antes que se hicieran las cesiones del territorio 
del oeste, lo hicieron bajo la mas solemne aserción de que espe- 
raban i confiaban en el futuro abandono de sus pretensiones por 
los otros estados. Estas justas esperanzas ftieron cumplidas". 
"Por los actos de cesión i por los procedimientos del congreso que 
los estimulaba, los Estados Unidos no solamente vinieron a ser 
los dueños de un gran dominio público, sino que recibieron ese 
dominio en la espresa seguridad de que dispondrían de sus tier- 
ras para beneficio común i que el país se arreglaría i formaría 
en estados republicanos i que esos estados serían admitidos en 
la Union. En estos traspasos, hechos i aceptados sobre estas se- 
guridades, hubo una acquiescencía unánime de parte de los esta- 
dos". "En tanto pues que en el formal instrumento según el cual 
fué organizado el congreso i por el que los Estados Unidos se 
hicieron un cuerpo reunido, no había artículo alguno que se 
refiriese a la admisión de nuevos estados en ese cuerpo, for- 
mados de territorio adquirido de esa manera; i facultad nin- 
guna se conferia para disponer de esas tierras, o gobernar ese 
territorio, fuera de ese instrumento, i estrechamente conexo con 
él, había ciertos grandes pactos entre los estados, provenientes 
de las necesidades de cesión i de las formales garantías por me- 
dio de las cuales esas cesión^ habían sido estimadas i con las que 
habían sido recibidas, que procedían como si hubiera una auto- 



— 14 — 

ridad competente en los Estados Unidos reunidos en congresd 
para proveer a la formación de los estados tenidos en vista i para 
BU admisión en la Union. Sinembargo, estrictamente hablando, 
tío existia semejante autoridad. Habia que inferirla eñ todo caso 
de actos públicos i de la acquiescencia jeneral, i no podia hallarse 
en el instrumento que formó la carta i estableció los poderes 
del congreso. Era pues una autoridad sujeta a ser puesta en duda 
i negada i para cuyo ejercicio el congreso no era adecuado si 
se colocaba en su propio lugar; i era ademas tan delicada, tan 
estensa, tan diferente de todas las demás facultades i deberes del 
gobierno, que hacia eminentemente necesario tenerla estableci- 
da i conferida de un modo espreso en el instrumento según el 
cual se ejercian todas las demás facultades del gobierno. Tal era 
el estado de las cosas en el periodo de la formación de la cons- 
titución; i como debemos atender al jérmen de toda facultad 
comprendida en ella, en algunos de los procedimientos que tu- 
vieron lugar en el curso de su preparación, es importante des-' 
de luego acudir a la primera indicación de cualquiera utilidad 
sobre estas materias. Al hacerlo así, debemos recordar que los 
Estados Unidos habian aceptado cesiones de territorio noroeste 
hechas con dos distintas condiciones: primera, que el país sería 
arreglado i dispuesto en distintos estados republicanos que se- 
rian admitidos en la Union; segunda, que se dispondría de laá 
tierras para beneficio común de todos los estados. Ul compromi- 
so por parte de la nación se encuentra en la resolución del 
congreso de 10 de octubre de 1780^ i la cesión por Virjinia tuvo 
lugar el 1»° de mayo de 1784, la de Massachussets el 19 de abril 
de 1785 i la de Connecticut el 13 de setiembre de 1786." 

Después del triunfo de los estados del Norte sobre los del Sur 
i con él el apoyo material de las ideas centralistas, por mas que 
los autores modernos quieran sostenerlas^ tienen a su pesar que 
reconocer en la cesión el oríjen de los territorios nacionales. Uno 
de ellos (10) se espresa de esta manera; "Cuando la declaración 
de la independencia disolvió los vínculos de las colonias con la 
Gran Bretaña, sino todos, la mayor parte de los estados tenían 
dentro de sus límites, cierta estension de terrenos inocupados 
cuya propiedad habia sido de la corona. Fué únicamente admi- 
tido que la propiedad de estas tierras pasaba a los estados den- 
tro de los cuales estaban situadas. Algunos estados pretendie' 

(10) Pomeroy, constitutional Law § 485. 
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ton tener derecho a una gran porción de tierras al oeeíte de susf 
límites materiales que consideraban estendidos por vagias des- 
cripciones cuya aplicación hacian en sus mapas; i otros que na- 
da poseian de esos terrenos, sostenian que esos territorios per- 
tenecian a la sociedad política de las colonias que habían adqui- 
rido su dominio revolucionándose contra la corona i destruyen- 
do de esa manera los títulos de ella; que las ventajas que resul- 
tasen de su posesión, pertenecían a todos los estados en común, 
qtie el producido de su enajenación serviría para sufragar los gas- 
tos déla guerra délas trece comunidades que se habían espuesto 
a un peligro común i echado sobre sí una c^arga también común. 
Maryland particularmente sosteniendo estas ideas, resistió en 
trar en la Confederación hasta 1781 porque no se le reconocía la 
justicia que creía tener, naturalmente, los estados que pretendían 
tener dominio en las rejiones occidentales, sostenían la validez 
de sus títulos i por algún tiempo se negaron a ceder las ventajas 
que podrían resultarles de su propiedad/' El congreso de la 
Confederación adoptó el principio de que ese territorio perte- 
necía de derecho a la nación porque en 6 de setiembre de 1780 
tomo la resolución de exijir de los estados la cesión del territo- 
rio occidental én &vor de los Estados Unidos, declarando que 
de este modo se promoveria la paz i la unión i se estableceria 
el crédito del gobierno. Una segunda resolución adoptó en 10 
de octubre del mismo año, comprometiéndose el congreso a que^ 
si la cesión se verificaba, los territorios serian destinados a be- 
neficio de los Estados Unidos i en ellos se formarían estados que 
llegarían a ser miembros de la unión federal. Estas promesas 
fueron aceptadas, i ]S'ueva York i Virjinia abrieron el camino, 
siguiendo otros estados el ejemplo. Todos habían cedido a los 
Estados Unidos sus territorios occidentales antes de la adopción 
de la constitución, menos Carolina del Norte i Georjia; i estos 
estados lo hicieron inmediatamente después de la organización 
del gobierno actual." 

No se necesita mucho ^ercicio de infelijencía para conocer 
la deformidad de la contradicción en que incurre Pomeroy ase- 
gurándonos que unánimemente se admitió que la propiedad de 
las tierras, antes pertenecientes a la corona de la Gran Bretaña, 
babia pasado a los estados dentro de los cuales se encontraban 
situadas, i diciéndonos en seguida que el congreso de la Confe- 
deración adopto el principio de que esas tierras pertenecían de 
derecho a la nación; como también al sentarnos esto último^ 
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traernos a renglón seguido el hecho de que el congreso adoptó 
la resolución de exijir de los estados la cesión de los territorios 
occidentales a la nación, i la de imponerse condiciones a fin de 
que la cesión se verificase. 

Si se admitió unánimemente que las tierras antes pertene-^ 
cientes a la corona hablan pasado al dominio de cada uno 
de los estados dentro de los cuales se hallaban situadas, el 
congreso de la confederación obró contra la voluntad unánime 
del pueblo al adoptar el principio de que esas tierras pertene- 
cían a la nación; i si en ese congreso predominó la idea de que 
las tierras occidentales eran de propiedad de la nación, no sé có- 
mo esplicar el hecho de pretender primero e imponerse después 
condiciones para que los estados cediesen las tierras a la nación. 

Estas contradicciones imperdonables en un autor serio, no tie- 
nen para mi otra esplicacion sino que ellas son la manifestación 
de la lucha de la verdad i de la razón con las ideas dominantes 

con el triunfo de la fuerza. 

Como quiera que estas anomalías puedan encontrarse en es- 
critores de nombre, del país de la libertad, es un hecho incuestio- 
nable, porque la historia nos lo constata con documentos irre- 
fragables, que los territorios nacionales en Estados Unidos tie- 
nen su orijen en cesiones condicionales de los estados, en com- 
pras i en conquistas a indios u otros estados. 

De ello nos convence la formación de los estados que han in- 
gresado en la Union desde que ella adopto la presente costitu- 
cion. Vermont formado de parte del territorio de Nueva York 
en 1791; Kentucky de parte del cedido por Virjinia, en 1792; 
Tenessee, de territorio cedido por Carolina del Norte, en 1796; 
OMo , de territorio cedido por Virjinia, en 1803; LvisianoL^ de 
parte de territorio comprado a la Francia por tratado de 30 de 
abril de 1803, en 1812; Indkma^ de territorio cedido por Virjinia, 
en 1816; Mississipij de territorio cedido por Georgia i Carolina 
del Sur, en 1817; Ilinois, de territorio cedido por Virjinia, en 1819; 
Alabama^ de territorio cedido por Georgia i Caroliníi del Sud, 
en 1819; MainCy de territorio cedido por Massachussets, en 1820; 
Missouri^ de parte de la compra de Luisiana, en 1821; Arkansas, 
de la misma procedencia, en 1836; Michigan^ de parte de Virgi- 
nia en el mismo ano; Florida^ de territorio comprado a España 
en el tratado de 1819, en 1845. lotoa^ de límites arreglados en- 
tre territorios i estados, en el mismo año; Tejas j república inde- 
pendiente anexada en el mismo año; Wisconsiny de limites arre- 
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glados, en 1848; Californiay de territorio cedido por Méjico en ^ 
tratado de Hidalgo de 1848, en 1850; Minnesótay de la compra 
de Luisiana, en 1858; Oregon, de territorio cedido por Francia 
en 1803, España en 1819 e Inglaterra en 1846, en 1859; Kansaay 
de parte de la compra de Luisiana, en 1861; WesU Virginia^ de 
algunos cantones de Virginia, en 1864; Nevada, de parte de Ca- 
lifornia en 1864; Nebraska, de la compra de Luisiana, en 1867. 



I 
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TEOBUS ABJENTINA8. 
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Habiendo espuesto las teorías norte-americanas por lo que 
en ellas podamos encontrar de aplicación, réstañoa determinar 
las arj entinas por las disposiciones constitucionales, interpreta- 
das por los antecedentes históricos i por la aplicación que de 
ellas se ha hecho en las tres seccionea del gobierno jeneral. 



Aun cuando en «1 preámbulo de la constitución los conven- 
cionales constituyentes se llaman representantes del pueblo de 
la nación a^'antina, dando lugar a que alguna vez se le tome en 
el carácter de una unidad política, ellos mismos se encargan de 
disipar toda duda, manifestando a renglón seguido que han sido 
elejidos por ks provincias que componen la nación i que se reú- 
nen en congreso jeneral constituyente por la voluntad de las 
mismas, en cumplimiento de pactos preexistentes. 

Son pues los representantes del pueblo de las provincias los 
que sancionaron la constitución, up los del pueblo de la nación 
arjentina como unidad política, por que en este carácter no te- 
nía pactos preexistentes como los tenía el de las provincias. 
. En corroboración de esto, el articulo primero nos dice que la 
nación arjentina adopta para su gobierno la forma representa- 
tiva>republicana-federal; el tercero establece que las autorida- 
des que ejercen el gobierno federal, residieran en la ciudad que 
se declare capital de la República, previa cesión hecha por la le- 
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jislatara provincial del territorio en que se encuentre esa ciu- 
dad; el quinto reconoce a cada provincia el derecho de dictar 
para sí una constitución bajo el sistema representativo-republi- 
cano, de acuerdo con los principio», declaraciones i garantías de 
la constitución nacional; el sesto promete a cada provincia que 
el Gobierno Nacional intervendrá de oficio en su territorio para 
garantirle la forma republicana de gobierno i repeler invasio- 
nes esteriores, i a requisición de sus autoridades constituidas 
para sostenerlas o restablecerlas si hubieran sido depuestas por 
la sedición; el décimo tercero asegura a cada provincia que en 
su territorio no podrá establecerse otra, ni de varias formarse 
una sola, sin el consentimiento de te kgislatura de las provin- 
cias interesadas i del congreso; en el sexajésimo séptimo se de- 
tallan los poderes del congreso, i al fin se espresa que este tiene 
facultad de dictar las leyes que sean convenientes para poner en 
ejercici<> esos poderes i los demás que han sido concedidos al 
gobierno nacional; el centesimo cuarto declara que las provin- 
cias conservan leodo el poder no delegado al gobierno federal, i 
el centesimo quintó les reconoce el derecho de darse sus propias 
intituciones i rejiíse por ^llas. 

Estas declaraciones termiimutes son por si solas una base só- 
lida para descansar en ella la teoría de que nuestro gobierno na- 
cional tiene su orijen en Concesiones de las provincias. Las pro- 
vincias como estados independientes i soberanos se han des- 
prendido de una parte de la soberanía para formar un poder je- 
neral fuerte, que pueda contener los males a <yie ellas estaban 
espuestas por su debilidad individual. 

El gobierno nacional, como formado por delegaciones de las 
provincias, es limitado en sus facultades i no tiene mas que las 
que le han sido conferidas en la constitución nacional que es 
el pacto de las catorce provincias aijentinas, unidas en ccmféde- 
racioD. 



n. 



Los antecedentes históricos nos harán palpar mejor la sc^dez 
de esta teoría. 

En tiempo de la dominación española, las piovinciaa qu« eom- 
ponían el vireinato del £io de la Plata, eran gobernadas por un 
cabildo o ayuntamiento en el que estaban depositados la jniis- 
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dicción civil i criminal i el gobierno económico, i por yn intea- 
dente o gobernador cuyo oficio era, mas o menos, velar sobre la 
observancia de las leyes, recaudar los tributos i derechos reales 
i cuidar de la conservación de las fortalezas, castillos i muros de 
las ciudades. El cabildo se componía de miembros elejidoa por 
el pueblo cpn absoluta libertad i era enteramente independiente, 
-en el ejercicio de sus funciones, de toda autoridad esterior; i el 
intendente o gobernador, aunque colocado bajo cierta depen- 
-dencia del virei, era nombrado directamente por el rei do Es- 
pana. 

Este gobierno municipal propio, robustecido, podremos decir, 
por las grandes distancias que separaban unos pueblos de otros 
i que venian a ser un verdadero obstáculo para el ejercicio visi- 
ble i frecuente de una autoridad central superior, particular- 
mente Mendoza que desde 1776 dejó de ser una provincia del 
reino de Chile para empezar desde 1782 a ser una intendencia 
del vireinato del Eio de la Plata, cuya capital Buenos Aires se 
^icontraba a mas de trescientas leguas de distancia, fué paula- 
tinamente creando un carácter de indepen.dencia en cada una 
localidad acostumbrada a gobernarse por si misma; i asi fué 
que pronunciada en Buenos Aires la revolución de 25 de mayo 
de 1810 i creada la junta gubernativa que debia reemplazar al 
virei, esa junta en los primeros momentos no se consideró su- 
ficientemente autorizada para gobernar a las provincias, i dos 
dias después, el 27 de mayo, se dirijió a ellas, invitándolas a en- 
viar sus representantes que tomasen parte en el gobierno nacio- 
nal. Las provincias fueron de la misma opinión, i enviaron bus 
representantes, habiéndolo hecho Mendoza en la persona del 
Doctor don Manuel Ignacio Molina. 

Resulta pues que él primer gobierno revolucionario de Bue- 
nos Aires reconoció la independencia de las provincias, i estas 
asumiéndola, aceptaron en el acto el reconocimiento. 

La junta gubernativa, siendo después inconsecuente con sus 
primeros actos, resolvió enviar una espedicion a la provincia 
del Paraguai que, si no desconocía la autoridad del gobierno 
central de Buenos Aires, no admitía una invasión armada que 
penetrase en su territorio i destruyese su autonomía. La espe- 
dicion fué confiada al jeneral don Manuel Belgrano; pero los 
paraguayos, aun cuando se eacontraban en lucha con su gober- 
nador Velazco para sacudir el yugo español, rechazaron la es- 
pedicion, batieron a Belgrano en Paraguari i Tacuari, obligan- 
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dolé en 12 de octubre de 1811 a firmar un tratado por él cual 
Buenos Aires i el Paraguai, como también las demás provincias 
del virreinato, se consideraban estados confederados. 

He ahí, pues, casi contemporáneo con la revolución de la in- 
dependencia, el primer rechazo de un gobierno central por 
parte de una de las provincias del vireinato. 

Al Paraguai siguió la Banda Oriental, porque habiéndose en 
1814 rendido Vigodet en Montevideo a las armas del jen eral 
Alvear, el gobierno central arj entino quizo imponer su autori* 
dad de un modo directo en la provincia oriental del Plata, pero 
fué contrarestada su acción por el jeneral Artigas que habia ad- 
quirido gran ascendiente entre los orientales por varios triunfos 
sobre las armas españolas i sobre los portugueses que habían 
penetrado por la frontera al mando de Diego de Sonsa con el 
pretesto de sostener los derechos de la princesa Carlota, herma- 
na del rei Fernando. Artigas se puso en campana contra los 
arjentinos hasta que por medio de su comandante Fructuoso 
B i vera derrotó en Guayabo las últimas fuerzas de éstos al man- 
do de Dorrego en los primeros dias de 1815. £1 caudillo orien- 
tal si bien admitía la autoridad de la capital, desconocía en ella 
el derecho da nombrar directamente jefes a su provincia, soste- 
niendo asi un sistema de gobierno federal. Esta actitud de Ar* 
tigas indujo al director don Gervacio Posadas i a su sucesor el 
jieneral Alvear a adoptar una política de esterminio contra é\y 
espidiendo el primero un decreto en que lo declaraba infa- 
me, traidor, fuera de la lei, i el segundo forzando al cabildo de 
Buenos Aires a suscribir una proclama execrable contra él 
mismo* 

Estos procedimientos impulsaron a Artigas a sublevar contra 
la capital resistencias armadas en las provincias litorales donde 
se estaban desarrollando jérmenes de independencia que hacian 
imposible la acción directa del gobierno central i precipitaban 
la segregación de la provincia oriental, de la comunidad de la 
nación. Sinerabargo, hacia fines de 1816 Artigas envió a su 
secretario Barreiro con proposiciones al gobierno de la ca- 
pital, ofreciendo agregar la provincia oriental a la nación 
bajo el sistema federal; pero el director Pueyrredon no solo 
las rechazó, sino que fué hasta entregar la provincia a los por- 
tugueses, entendiéndose con ellos para que la invadiesen con el 
fin de esterminar a Artigas. Se consiguió efectivamente esto úl- 
timo, pero también se perdió ya hasta la esperanza de la unión 
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de esa provincia, que diez aSos después fué preciso reconocer 
como nación independiente* 

La misma hostilidad con que se habia perseguido a Artigas^ 
se paso en ejercicio por los directores Posadas i Alvear contra 
los que proclamabau la federación en Córdoba, Santa Fé, Entre 
BioB i Corrientes, provocando asi una resistencia armada de la 
parte de estas provincias que fueron invadidas por espediciones 
del gobierno central, aunque sin mas resultado que un. triste 
desengaño, pues sus fuerzas en Corrientes al mando de Gk>rría 
fueron completamente derrotadas sobre el rio Vatel, como lo 
fueron también las que hablan invadido a Santa Fé a las órde- 
nes del coronel Diaz Yelez. Córdoba se sustrajo completamente 
a I^ obediencia de la capital. 

En este estado de cosas, i conociéndose ya en las provincia» 
las aegpciaciones del Directorio por medió de Bivadavia, Bel- 
grano i Sarratea para .ofrecer la nación sin condiciones a un 
principe espaSol, ipor medio de García para ofrecerla también 
del mismo modo a la Inglaterra, se sintió la necesidad de una 
autoridad tutelar que siendo la obra del consentimiento común, 
tuviese suficiente poder para salvar al pai«. Esa autoridad solo 
podia emanar de un cuerpo de diputados en el cual se viese re- 
presentada la majestad de la nación, i los pueblos los elijieron, 
reuniéndose en Tucuman- en 1816 un congreso nacional en el 
cual fueron representantes de Mendoza los doctores don Tomas 
Qodoi Cruz i don Juan Agustín Maza« 

Este congreso declaró, ante todo, la^independencia de las Pro- 
vincias unidas del Rio de la Plata en 9 de julio de ese mismo 
año; nombró en seguida director supremo del Estado al coronel 
mayor don Juan Martin de Pueyrredon, representante en él por 
San Luis i se trasladó a Buenos Aires para dar allí una consti- 
tucion política a la nación que representaba. 

Aun cuando en esta asamblea se encontraban los hombres de 
mayores luces del pais, sus trabajos, con escepcion de la decla- 
ración de la independencia, no correspondieron a las esperanzas 
que en ella se hablan depositado, porque tanto el congreso oo-» 
mo el director Pueyrredon, desconociendo la justicia que asistía 
alas provincias, i la actitud en que ellas se encontraban, per« 
sistíeron en el astablecimiento de un gobierno central, some- 
tiendo al pais a las funestas consecuencias que esta obstinación 
debia producir. 

El congreso sanciono en 1817 el reglamento provisorio qua 
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éonstitaia a las provincias en una república, cayo gobierno es- 
taba confiado a un director del estado con facultades de nom- 
brar gobernadores provinciales; pero las provincias recibieron 
esta disposición con manifiesto desagrado, sublevándose Entre- 
Bios con Eamirez, Santafé con López, Santiago del Estero 
con Borges i Salta con Güemes. 

Pueyrredon envió una espedicion contra Santiago del Estero 
a las órdenes de Lamadrid que fusiló a Borges; tres contra Cór- 
doba que no pudieron someterla; una contra la Bioja sin conse- 
guirlo tampoco; Santafé fué abandonada a sus propios recursos, 
teniendo a su frente un ejército de 6,000 españoles, parte del 
cual llegó hasta mas acá de la ciudad, para ser destrozada por 
las milicias de Güemes; a Entre-Uios se envió al coronel Mon- 
tesdeoca con fuerzas escojidas, i en seguida al coronel Balcarce, 
siendo el primero batido sobre la márjen del Uruguai i el segun- 
do sobre la del Paraná; i finalmente a Santafé se envió una 
fuerza almando del jeneral Viamont que pronto se vio obligado 
a desalojar la provincia porque su ejército era destruido, solda- 
do por soldado, con la guerra de recursos que se burlaba del ar- 
te militar. 

Mientras estos sucesos tenían lugar, el directorio del estado^ 
de acuerdo secreto con el congreso, negociaba en Paris por 
medio de su ájente don Valentín Gómez la venida del príncipe 
de Luca para ser coronado reí bajo la protección armada de la 
Francia i convertir así las Provincias Unidas del Bio de la Pla- 
ta en una monarquía hereditaria. Debo hacer notar que el doc- 
tor Maza de opuso a esta idea i a la de entregar a Artigas a los 
portugueses, salvando así la dignidad de la provincia de Men- 
doza que representaba. 

Al estar por llevarse a cabo esta negociación, desconociendo 
el Congreso la resistencia poderosa que las provincias oponían 
al establecimiento de un gobierno unitario central, sancionó la 
constitución de 1819 que confirmó el sistema de elección de las 
autoridades provinciales adoptado en el reglamento provisorio 
de 1817; mas si éste había ocasionado la sublevación armada de 
las provincias del litoral, aquella produjo él descontento de to- 
das con seria amenaza de la existencia del gobierno que llamó 
en su áusilío a San Martin i Belgrano, que combatían por la in- 
dependencia, el uno en Chile i el otro en el Alto Perú. Ambos 
obedecieron las órdenes del gobierno, pero mientras Belgrano 
veía sublevarse su ejército en Arequito, San Martin no movió 
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an solo hombre del cuerpo con que habia regresado a Mendoza 
porque con mejor conocimiento de los sucesos, creyó mas con- 
veniente remontar su cuerpo en este lugar i destinarlo a la pro- 
secacion de la guerra de la independencia en el Perú. 

Con tales acontecimientos, las fuerzas de las provincias lito- 
raleis marcharon con mayores facilidades sobre Buenos Aires, 
batieron al jeneral Ron deau en Cepeda, se precipitaron sobre 
la capital, se apoderaron de ella, derrocaron el directorio, disol- 
vieron el Congreso i obligaron a firmar el tratado de la capilla 
del Pilar'por el cual se convenia en adoptar el sistema de go- 
bierno federa], se reconocía la igualdad de cada una de las pro- 
vincias de la Union como también el derecho de concurrir a la 
formación de un gobierno nacional, debiendo próximamente 
procederse a la convocación de un Congreso. 

Después de una larga i encarnizada lucha de la capital con. laá 
provincias, por establecer, la primera, .una centralización com- 
pleta en el sistema de gobierno, i por conservar, las segundas, 
una cierta estension de autonomía, se arribó a la disolución del 
vinculo que las unía en nación, porque aun cuando en el trata- 
do del Pilar no se estipulase la independencia absoluta de cada 
una de ellas, esa independencia se estableció de hecho, sin que 
ninguna de las otras hiciese reclamo alguno sobre ello. 

Buenos Aires, Santafe, Entre-Eios i Corrientes empezaron 
a ser independientes i soberanas. Córdoba por medio de su ca- 
bildo en enero i de su asamblea en marzo de 1820, se declaró 
con Bustos independiente i soberana, dándose al ano siguiente 
una constitución política federal que revela el conocimiento de 
los principios norte-americanos, i que desmiente a los que los 
Buponen desconocidos en ese tiempo en el interior. Santiago con 
Ibarra, separándose de la intendencia de Tucuman, se declaró 
eh un manifiesto solemne, constituida en un estado particular 
soberano. Salta con Quemes, Zuviria, Gorriti, Zorrilla i Bus- 
tamante, se dio un estatuto que la ha rejido como estado sobe- 
rano e independiente hasta 1853. Catamarca con Avellaneda i 
Tula, se declaró asimismo independiente. San Juan con Men- 
dizábal i San Luis con Jimenes, ausiliado por Carrera que aca- 
baba de triunfar de las fuerzas cordobesas en Eio 4^ i de las 
puntanas en las Pulgas, se desligaron de la intendencia de Men- 
doza de que dependían i declararon también su independencia 
del gobierno nacional que ya no existía. La Kioja adoptó el mis- 
mo eamino con Qairoga desde 1822. 
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li o quedaba mas qae la esperanza de una reconatmceíoii 
óonal, i esta esperanza fhé poeteigada indefinidamente por el 
tratado cuadrilátero celebrado entre Bnenos Aires, SanfafiSt 
Entre-ffios i Corrientes el 25 de enero de 1822, por el eaai se 
reoonocian i prometían guardarse reciprocamenl^y en igualdad 
de términos, su libertad, independencia, representadon i dere- * 
chos, como se encontraban entonces de hecho constituidas, i api»- ^ 

zaban la convocadon del CSongreso para mejores cárcunstancias. 

Eu 1824 el gobierno de la provincia de Buenos Aires invitS 
al de las otras provincias a la convocación de un Congreso na- 
donal que efectivamente se reunió al ano siguiente en la cindad 
antes capital, figurando en él como representantes [de Mendoza j¡ 
los seSores don Pedro Nolasco Vidala, don Juan de Vargas, / P 
don José Cabero i don Manuel Corbalan. Este Congreso dcter- p 
minó consultar alas provincias su opinión a^bre la formado i 8 
gobierno que creyesen mas conveniente al afianzamiento del jü 
orden, de la libertad i de la prosperidad, para designar la base i 
sobre que habia de formarse la constitución, i sin embargo de I 
esto i de haberse pronundado Mendoza, San Juan i Santiago i ( 
por el sistema federal, de ser conocida a este respecto la opi- | o 
nion de Santafé, Entre-Rios, Corrientes i Córdoba, con solo la \\i 
manifestación de Salta i Tucuman por la unidad, no se esperó a \] 
recibir la espresion de las demás, se nombró presidente a don f i» 
Bemardino Bivadavia, i a pesar de fuertes resistencias se pro- i 

mnigó hacia fines del ano 1826 una constitución unitaria mode- Ji 
lada en la del ano 19. Esta constitución presentada a ésta pro- j ^ 
vincia por el doctor don Manuel Antonio Castro, encargado por ¡ f 
el Congreso deinsinnarle su adopción, fué siu embargo recha- j^|[ 
zada por Mendoza que protestó contra ella. Mui pocos meses ^¡ 
después, presidencia, constitución i Congreso, en la espresion ' ^ 
propia del anotador de Woodbine Parish, rodaban por el suelo J*^ 
con todas las instituciones i capacidades que los habian soateni- \}A 
do i que habian hecho de esa época una de las mas brillantes i 'H 
alucinadoras de la república, i según el juicio de sus sucesores, * 

de las mas funestas. 

Tenemos otra vez i por última, disuelta la nación con un nue- 
vo ensayo de someter u los pueblos, contra su espresa voluntad, a 
una centralización absoluta en el sistema de gobierno nacional. 

El 4 de enero de 1831 las cuatro provincias litorales que ce- 
lebraron el tratado cuadrilátero de 1822, ratificaron en Santa- 
fé ese tratado qu,e tomó el nombre de pacto federal a conse^ 
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cuencia de que en él se prometía invit&r a las domas proidncias, 
cuando gozasen de tranquilidad o que por medio de un Congre* 
60 jeneral federativo, se arreglase la admlnifitracion jeneral del 
pais bajo el sistema federal, i se convenia en que las provincias 
contratantes asumian independencia nacional para tratar con 
naciones estrañas i para declararles la guerra. A este tratado se 
adhirieron todas las otras provincias. 

Durante la dictadura (^e Bosas, las provincias confirieron a 
éste el encargo de las relaciones esteriores; pero una vez derro- 
cado del poder, celebraron sus gobernadores el 31 de mayo de 
1852 la convención de San Meólas de los Arrojos, en la cual 
confirmando lo estipulado en 1831 respecto del sistema de go- 
bierno federal, declararon que habia llegado el tiempo de la 
convocación del Congreso nacional, i por los esfuerzos de todos, 
menos de la provincia de Buenos Aires, se reunid el Congreso 
en 1863 en el Paraná i dio la constitución de la República, or- 
ganizándose con ella federalmente trece de las provincias arjen- 
tinas. 

Como Buenos Aires no habia tomado parte en la formación 
de la constitución, se mantuvo separado de la unión, ejerciendo 
su soberanía como estado independiente; i por mas que el go- 
bierno nacional de las trece provincias constituidas pusiese en 
acción todos los medios de hacer entrar a Buenos Aires en el pac- 
to de sus hermanas, esta provincia, en uso de sus lejitimos dere- 
chos, se resistió a ello mientras no se le reconociese la plenitud 
de BU soberanía; i recien cuando esto tuvo lugar i se reformó la 
constitución en aquellas de sus disposiciones que podian espresa 
o tácitamente amenazar la soberanía provincial no delegada, en- 
tró en la unión, bajo la convención constituyente de Santafé. 

No porque las provincias del interior no hayan presentado 
obstáculo alguno para entrar en el pacto federal por su caren- 
cia de elementos para sostener i hacer valer sus derechos, pue- 
de desconocerse por un instante la plenitud de soberanía con 
que ellas vinieron al pacto federal, porque cada una la ha ejer- 
cido en presencia de las demás. 

Apenas tuvo Mendoza conocimiento del tratado de la capilla 
del Pilar, se consideró un estado independiente i celebró en 
19 de Marzo ¿Le 1820 un tratado internacional con la república 
de Chile, firmado en esta ciudad por el enviado chileno don Jo- 
sé Silvestre Lazo i el gobernador de la provincia don Pedro Jo- 
sé Campos. El objeto principal del tratado era afianzar la paz, 
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buena harmonía i fomento de la causa de la libertad entre la 
República chilena i la provincia de Cuyo, *i rechazar al enemi- 
go común i toda invasión del territorio de cualquiera de las par- 
tes contratantes. 

No estando a mi alcance el archivo, no puedo decir si Men- 
doza siguió ejerciendo actos de soberanía esterna; lo que si sé 
es que, después de haber aceptado la liga del litoral de 1831, 
nombró de enviado cerca del gobierno de Chile a don Juan de 
Rosas, quien en 5 de abril de 1835 celebró con la vecina Repú- 
blica un tratado de comercio. Ea virtud del reconocimieuto de 
. soberanía hecho en esa misma liga, la provincia de entre Rioft 
» celebró en Montevideo el 29 de mayo de 1851 un tratado inter- 
nacional con el imperio del Brasil i la República Oriental del 
Uruguai; i la provincia de Corrientes, también en uso de los de- 
rechos que le fueron reconocidos en esa liga, hizo igual . co- 
sa con las mismas potencias en el propio lugar de Moatevi4eo 
a 21 de noviembre del mismo año. En estos últimos tratados 
de alianza ofensiva i defensiva, las partes contratantes se com- 
prometían a defenderse reciprocamente sus respectivos territo- 
rios. 

Después de la organización de las trece provincias, Buenos 
Aires ha celebrado tratados internacionales con las naciones de 
Europa, ha enviado i recibido representantes estranjeros^ i usa- 
do de su soberanía esterna sin limitación de ninguna clase. > 

Durante el tiempo de su separación, el Gobierno Kacionel ni 
ha pretendido ni ha ejercido jurisdicción alguna en el teriitorio 
que ella consideraba suyo por sus límites. 

Ella ha venido a la unión con el territorio de sus límites : co- 
mo propio; i si, por las razones que antes he espuesto de la fel- 
ta de elementos en las provincias interiores para sostener i ha- 
cer valer sus derechos, se duda de si ellas han entrado en el pac- 
to con diversas condiciones, la igualdad política de todas, san- 
cionada en la constitución, disipará la dada i no podrá dejarse 
de admitir en cada una de ellas los mismos derechos que tienen 
i que han sido reconocidos a Buenos Aires. 

Ademas de esta soberanía esterna de que las provincias solo 
4e desprendieron alguna vez condicionálmente i nunca de un 
modo irrevocable, han ejercido ellas también la interna con sUs 
aduanáis para la importación i esportacion con estados estraños 
i provincias limítrofes, su administración de correos, sus dere- 
chos de tránsito i finalmente con el ejercicio independiente i 
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absoluto de su autoridad^ sin que ninguna estraSa interviniese 
de^erécho en ella. 

Xia independencia de un estado consiste en no recibir leyes 
de otro, i su soberanía en la existencia de una autoridad supré- 
Sia que la dirije i representa (11). 

Como los trabajos de organización nacional de 1826, no pue- 
den considerarse mas que como una simple tentativa, las pro- 
vincias desde 1820 se encontraron sin gobierno nacional i por 
consiguiente sin el goce de su protección ni la obligación a la 
obediencia de sus órdenes; i cuando un pueblo se encuentra en 
esta situación, se consideran disueltos los lazos que lo unian a 
la autoridad, i todos los hombres que lo componen vuelven a 
entrar en su primitiva libertad (12). 

lía soberanía se adquiere por un estado, o bien al principio de 
la sociedad civil de que se componen, o cuando se separa de la 
coniunidad de la cual anteriormente hacia parte o de la que de- 
pendía (13). 

Este principio se aplica, tanto a la soberanía interna como es- 
terna. La soberanía interna de un estado no depende de su re- 
conocimiento por otros estados. TJn estado nuevo desde el mo- 
mento que tiene existencia, no necesita del reconocimiento de 
otros estados para asegurar su soberanía interna. La e:pstencia 
del estado, de hecho, es bastante para establecer su soberanía 
de derecho. Es un. Estado porque existe (14). 

Tenemos pues en consecuencia que las provincias han veni- 
do al pacto federal con los territorios que les demarcaban sus 
limites, en el carácter de estados independientss i soberanos. 



III. 



Veamos ahora la aplicación que se ha hecho de los prineipio» 
por el Gobierno Nacional^ 

Ante todo diré que la Suprema Corte en la causa XXIII de 
la Nación contra Argerich, declaró de autoridad el informe que 
I» coniision examinadora de la constitución presentó a la con- 

(U) Bello^ Derecho internacional, parte l.\ capítulo 1.^, n. 2; Pando, Derecho 
Internacional, § 34. 

(12) Vate], Derecho de Jentes, libro S.», capítulo 7.** 

(16) Elueber, Derecho de Jentes naoderno de Europa, § 88. 

(14) Wheaton, International Law, § 21; Moser, Ensayo sobre el derecho ínter* 
nadonal noviaimode Europa, VI. § 126. 
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veiuáon de Baenos Aireí^ i ñindindose en las resolacionea de 
1a Suprema Corte de Estados Unidos en los casos de Bstadoa 
Unidos contra Hadson i Groodwin en 1812, i de Estados UnidoB 
contra Codidge en 1816, declaro también que los poderes del 
gobierno jeneral emanaban de la concesión de los estados en 
particular, i que lo que estos espresamente no hablan hecho, es- 
presamente se lo hablan reservado. Después el la causa XXVHI 
de Blanco contra Nazar, resolvió como principio que las provin. 
das conservaran todos los poderes que antes tenian i con la 
misma estension, a menos de contenerse en la constitución alg;a- 
na espresa disposición que restrinja o prohiba su ejercicio. 

Respecto del informe de la comisión examinadora de la cons- 
titucion en Buenos Aires, no solo la Suprema Corte lo ha de* 
clarado de autoridad, sino también el Poder Ejecutivo por me- 
dio del Ministro de Relaciones Esteriores Dr. Don Mariano Vá- 
rela, en la sesión del Senado nacional de 26 de junio de 1869, 
espresando que ese informe es el verdadero comentario de nues- 
tro código fundamental* 

Estando asi autorizado el informe de un modo espreso por 
dos de las secciones del gobierno jeneral i a la presencia con- 
rintiente de la tercera, puedo sin cuidado alguno copiar de él 
aquellas de sus partes que hagan al objeto de mi proposito. 

^^Una vez aceptado el hecho establecido de la forma federal 
(que es xa lei del Estado, la base sobre la cual se ha pactado i el 
principio que domina forzosamente todas las reformas que se 
proyecten) la base de criterio de la comisión al formular sus re* 
formas ha sido la ciencia i la esperiencia de la constitución aná- 
loga o semejante que se reconoce como mas perfecta, la de los 
Estados Unidos, por ser la mas aplicable i haber sido la norma 
de la constitución de la Confederación. Asi, muchas veces ha 
debido acudir a su testo en caso de duda o deficiencia, utilizan- 
do a la vez el caudal de las leyes suplementarias que la aclaran, 
asi como el cuerpo de doctrina que ellas forman, porque sin es- 
to la lei arj entina seria en muchas de sus partes letra muerta, 
sin significado alguno.'^ 

^^La comisión no ha desconocido, al adoptar esta regla de cri- 
terio, que cada pueblo tiene su modo de ser peculiar, sus princi- 
pios fundamentales de gobierno encamados en sus costumbres, 
sus antecedentes históricos, sus instituciones de hecho, que no 
están escritas i que tienen toda la fuerza de la lei aceptada; i por 
consecuencia! que cada pueblo tiene en si mismo su constitu- 
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clon, i que no es posible organizar bien una nación en teoría 
prescindiendo totalmente de las leyes del tiempo i del espacio* 
Pero ha reconocido también que no obstante estas verdaderas 
prácticas, el lejislador debe propender siempre a levantar los 
hechos a la altura de la razón, poniendo a la lei de parte de es. 
ta, en vez de capitular con los hechos que no tienen razón da 
ser; porque como lo ha dicho un célebre publicista, lejislador 
también de una confederación, si las costumbres influyen poderosa^ 
menie sobre la leij la lei a su vezy ejerce su influencia sobre las cosiumr 
bres; i tan irracional sería lanzarla violentamente contra la corrienie de 
las opiniones j cowx> cobarde e imprudente dejarla arrastrar a merced de 
ella. Por eso la comisión ha partido de esa base que es lo que 
constituye el derecho jeneral: que existia para los pueblos libres 
un evanjelio político, una moral política, principios fijos que te- 
nían el carácter de dogmas, los cuales si bien pueden modificar- 
se eñ su aplicación, no es posible alter¿Cr en su esencia. Que 
por esto los hombres libres reconocían cierta servidumbre mo- 
ral, asi respecto de esos principios fundamentales como respec- 
to de los pueblos que mas se habían acercado a esa verdad ab- 
suluta. Que siendo hasta el presente el gobierno democrático de 
los Estados Unidos, el último resultado de la Idjica humana, por- 
que su constitución es la única que ha sido hecha por el pueblo 
i para el pueblo, sin tener en vista ningún ínteres bastardo, sin 
pactar con ningún hecho ilejítimo, habría tanta presunción como 
ignorancia en pretender innovar en materia de derecho cons- 
titucional, desconociendo las lecciones dadas por la esperiencía, 
las verdades aceptadas por la conciencia del jénero humano. I 
por último que por lo menos en aquella parte del derecho jene- 
ral que se halla fuera de cuestión i en la que se relaciona a las 
orijinales combinaciones del derecho federal moderno, no te- 
níamos títulos para enmendar o mutilar las leyes de la nación 
que ha fundado i consolidado prácticamente las instituciones fe- 
derativas, apoyándose en esos mismos principios, invocando no" 
Botros el especioso pretesto de la oríjínálidad o de las especiali- 
dades nacionales, porque la verdad es una, i sus aplicaciones 
solo tienen autoridad cuando cuentan con la sanción del éxito." 
^^La comisión debe detenerse algo sobre este tópico para com- 
probar con la historia propia, en apoyo de lo dicho, la verdad 
xle este aserto: que d derecho publica nacional o federativo carece Uh 
iabnente de antecedentes históricos vivaces entre nosotros; que su aparu 
dan data de la Constitución de 1853, copia déla de hs Estados ühi" 
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des: iqm d derecho público provincial arjentino es d único que tiene 
raices en d pasado J^ 

"Puede decirse con verdad que la República Arjentina ho 
tiene un solo antecedente histórico vivaz en materia de derecho 

nacional." 

"Antes de la declaración de la independencia de las Provin- 
cias Unidas del Rio de la Plata, la nacionalidad fué nn hecho 
tradicional que continuaba el sistema colonial. Después de esa 
época, nunca estuvo unida por el vinculo del derecho, i cuando 
lo estuvo aparentemente, ese vínculo no tuvo solidez. En los 
diversos ensayos. de constitución nacional que se intentaron, los 
principios de gobierno . escritos en el papel, nunca llegaron a 
ejercer influencia en la opinión, ni a convertirse en fuerzas vivas 
que reaccionasen poderosamente sobre los hombres i las cosas. 
Así, nuestras constituciones nacionales se han borrado de la 
memoria de los pueblos como caracteres trazados en la arena, 
sin haber podido dar oríjen a un derecho público arjentino." 

"Por lo que respecta a las provincias, su derecho, como dere- 
cho consentido i espreso, data de la organización del sistema 
representativo en Buenos Aires; asi como el hecho del sistema 
provincial que contenía el jérmen de la federación, tuvo su orí- 
jen en la descomposición del sistema colonial que se operó en 
1820. Así, pues, los únicos antecedentes constitucionales de la 
asociación política arjentina que hayan tenido una vida profÁft 
i hayan concurrido de alguna manera a la constitución nacio- 
nal, corresponden a las provincias i no a la nación, ya sea que 
se formulen en leyes orgánicas, como en Buenos Aires, ya sea 
que se manifiesten por el aislamiento de las demás provincias 
sometidas a la influencia de un caudillo, porque en ambos casos 
esto revela la existencia de una personalidad política a la que es 
necesario reconocer una existencia do hecho o de derecho." 

"Los derechos de los hombres, que nacen de su propia natura- 
leza, como los derechos de los pueblos que, conservando su inde- 
pendencia, se federan con otros, no pueden ser enumerados 4« 
una manera precisa. ISo obstante esa deficiencia de la letra delí^ 
lei, ellos forman el derecho natural de los individuos i de Jas 
sociedades, porque fluyen de la razón del jénero humano, del 
objeto mismo de la reunión de los hombres en una comunión 
política i del fin que cada individuo tiene derecho a íilcanzar, Í¡1 
objeto primordial de los gobiernos es asegurar i garantir eso$ 
derechos naturales de los hombres i de los pueblos; i toda lei 
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qtie los quebrantase, deetruiria los fundamentos de la sociedad 
misma, porque irla contra el principio fundamental de la sobe- 
ranía; porque iria contra la voluntad de los individuos i de loa 
pueblos, aun cuando para ello se invocase la inmolación de los 
derecbos individuales, como en algunas democracias de la anti- 
güedad, el lucro de un gran bien público; porque los derechos 
individuales siempre^ siempre, deben ser salvados; porque tal es 
el fin primordial de la sociedad." 

"El derecho civil, el derecho constitucional, todos los derechos 
creados por las leyes, la soberanía misma de los pueblos, puede 
variar, modificarse, acabar también, para reaparecer en otro de- 
recho civil o en otro derecho político; pero los derechos natura- 
les tanto de los hombres como de los pueblos constituidos poi* 
la Divina Providencia, según las palabras de la lei romana, siem- 
jpre deben quedar firmes e inmutables. Esta fué la solemne de- 
claración del pueblo romano aun en los tiempos en que hablan 
desaparecido sus libertades." 

"ÍN'o era indispensable, sin duda, la declaración espresa de tales 
derechos» en la constitupion, deBde que por el art, 101 los pueblo» 
conservan todo el poder no delegado al gobierno federal. Así 
fué que la declaración de los derechos no se incluyó en la cótis^ 
titucion de los Estados Unidos cuando fué presentada a los di- 
versos estados; i las enmiendas que ellos pronunciaron para sal- 
var tales derechos i que fueron aceptadas, tuvieron por objeto 
limitarla lata interpretación de algunos artículos constitucional 
les que podrían de alguna manera herirlo. Una declaración de 
los derechos intrasmisibles de los pueblos i de los hombires en 
un gobierno, que consiste en determinados poderes limitados por sU 
naturaleza, no podia ni debia ser una perfecta enutneracioii de 
los poderes i derechos reservados. Bastaba en todas cosas algún 
ejemplo, la enumeración de determinados derechos reservados, 
sin que por esto todos los derechos de los hombres i de los pue- 
blos quedasen menos aseguradps que si estuviesen terminante- 
mente designados en la constitución; tarea imposible de llenarse 
por los variados actos que pueden hacer aparecer derechos na* 
turales así en los individuos como en la comunidad." 

"TIERRAS PUBLICAS, JAMAOS LAS TUVO LA NA- 
CIÓN, DESPUÉS DE LA REVOLUCIÓN, i la única lei sobré 
la materia, dictada por uno de los cotígresos nacionales, fué sola 
aplicable a la frontera de Buenos Airjes." 

"La lei orgánica de capitalización, anexa a la constitución, que 
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era la que dividía el territorio de Buenos Aires, fué una copia 
testual de la leí de 4 de marzo de 1826, espedida por el congreso 
nacional. Esta lei calculada para una república constituida en 
anidad de réjiínen, no importaba en realidad sino una simple 
circunscripción administrativa, con lo que se quería neutralizar 
las prevenciones de las provincias en aquella época i distribuir 
en beneficio común los tesoros de la aduana de Buenos Airea 
nWonalizada. Este carácter de la lei de capitalización del año 
1826, escapó sin duda a los lejisladores de Santa Fé, llamados 
a constituir una confederación, i no advirtieron que minaban el 
sistema federal por su base en el hecho de despojar de su ser 
político a uno de los miembros de la asociación/' 

"La provincia de Buenos Aires que desde 1816 reclamó sus 
prerogativas de tal, renunciando al honor de ser la capital de la 
república, no podia consentir en ser despojada de su ser provin- 
cial con grave perjuicio de sus intereses locales i con graves in- 
convenientes para la misma nación; sobre todo cuando se habia 
dispuesto de su territorio i. de su propia capital sin su consenti- 
miento i contrariando por el contrario su voluntad espresa." 

"Por esto fué que el pacto de 11 de noviembre, dando por nulo 
lo que de hecho i de derecho lo era, salvó por el art. &9 la inte_ 
gridad del teríitorio de Buenos Aires determinando que no po- 
dría ser dividido sin el consentimiento de su lejislatura. Esto no 
importaba en el fondo otra cosa sino reconocer a.Buenos Aires 
lo que ya se habia reconocido a las demás provincias, pues, por 
el art. 13 de la constitución, se establece que no podrá erijirse 
una provincia en el territorio de la otra u otras ^ ni de varias formarse 
una sola sin el consentimiento de las lejislatura^ interesadas, 

^^La adición al art. 101 de la constitución con tendencias a 
salvar el poder que cada provincia se haya reservado por pacto» 
especiales al tiempo, de su incorporación, ademas del que no 
haya delegado por la misma constitución, es otra consecuencia 
lojica del pacto." 

^'Esta adición, concebida en términos jenéricos, tiene por ob- 
jeto salvar inmensas dificultades i resolver multitud de cuestio- 
nes prácticas de la actualidad." 

Este informe fué presentado a la convención por los señores 
Bartolomé Mitre, Dalmacio Velez Sarsfield, José Mármol, An- 
tonio Cruz Obligado i Domingo F. Sarmiento en 8 de abríl 
de 1860. 

Pasemos en seguida a ver las declaraciones qu§ se han hecho 
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en el cuerpo léjislativo respecto del principio que vengo ^soste^ 
niendo, porque es la última de las secciones del poder jeneral 
cuyo apoyo nos feltaba. 

El senór Bazan en la sesión del 23 de junio de 1869 en el 
Senado Nacional dijo: "Los pueblos, señor, al crear el poder na- 
cional, crearon un poder especial i escepcional i le dieron laff 
facultades limitadas que espresa la constitución que formaron. 
Con razón pues, es un principio, que la facultad que no le está 
dada,' le está negada, Pero el poder provincial no es un poder 
escepcional i solo está limitado, o por la constitución provincial 
o por la constitución nacional; i a la inversa del congreso, lo 
que no le está negado, lo que no le está prohibido, le está con- 
cedido." 

Después de una declaración tan esplicita de parte de uno de 
los miembros del Senado, tenemos en la siguiente -sesión, en 26 
del mismo mes, otra, todavía mas interesante, por cuanto emana 
de uno de los ministros del Poder Ejecutivo Nacional. 

El Ministro de BélÁdones ^tenores &e espresó de esta menera: 

"Voi a leer, señor presidente, trozoá del informe con que la 
comisión examiAadora de la antigua constitución, presentó á la 
convención constituyente, reunida en Buenos Aires, las reformas 
introducidas en dicha constitución. Este informe fué escrito por 
el jeneral Mitre i puede decirse que él forma el verdadero comen- 
tario de nuestro código fundamental." 

Habla el jeneral Mitre : ; 

"La verdad es que no son las simples formas de gobierno las 
que han armado a los pueblos unos contra otros, i que en el fon- 
do de las cuestiones habia algo de mas serio que dividía proftin- 
damente a los partidos. La verdad era que no podia transijir la 
razón con la violencia, que no podia pactar el derecho con el 
hecho, sin abdicar el primero sus principios i sin que el segundo 
se convirtiese a su vez en derecho consentido i espreso. Esta 
transformación se operó en parte en el congreso de Santa Pó 
que dictó la constitución de 1853, obligatoria tan solo para las 
trece provincias hermanas, con escepcion de Buenos Aires que 
se constituyó en estado disidente en vso de su propia soberanía.^* 

"Desde entonces i solo desde entonces, dos derechos se encon- 
traron, uno en presencia del otro, i pudo preverse que la amal- 
gama era imposible sin mengua de ambos i sin sacrificar prin- 
cipios. Desde entonces el derecho nacional que representaba la 
Confederación calcado sobre la constitución de Estados Unidos, 
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se luk ido conBolidandOy moBtrando sos deficiencias en aquella» 
partes en qne la constitacion federal se separó del modelo que 
tavo en vista; a la par que el derecho de Buenos Aires, espremon 
de la soberaiúa provincial i que tenia sus raices en el pasado i 
oontalia con antecedentes propios, fué perfeccionándoee por el 
progreso de las ideas democráticas. Lo primero es una prueba 
de que las peculiaridades nacionales ningún continjente han 
dado a la organización de la república federal, i que d bien la fe- 
deración fué un hecho anterior, su derecho es esclusivanaente la 
copia de la organización norte-americana i cuya historia i sus 
antecedentes deben contarse iiesde 1858 adelante. Lo segundo 
demuestra claramente que el verdadero continjente de antece- 
dentes propios en materia de derecho constitucional, pertenece 
alas provincias; i que Buenos Aires al tiempo de incorporarse a 
la Confederación, puede i debe proponer como la fórmula jene- 
ral de una reforma, el restablecimiento del testo de la constitu- 
ción norte-americana, la única que tiene autoridad en el mundo 
i que no puede ser alterada en su esencia, sin que se violen los 
principios de la asociación i se falseen las reglas constitutivas de 
la república federal, que como se ha dicho antes, es el hecho 
establecido que encuentra Buenos Aires desde 1853." 

Demostrado asi por el jeneral Mitre cómo la base de la orga- 
nización de la República Aij entina es el respeto a las soberanías 
provindaleSj veamos, señor presidente, lo que esas provincias pue- 
den hacer i lo que al Congreso nacional le está prohibido. 
Dice el jeneral Mitre: 

"En una federación constituida sobre las bases de la constitu- 
ción arjentína, cada provincia debe tener el derecho de usar de 
BU soberanía en el limite que le es propio, dando a aquellas leyes 
que juzgue mas convenientes para su felicidad; i que si esas 
leyes pueden en algún caso estar en contradicción con la cons- 
titución jeneral, solo cuando llega ese caso, caen bajo el veto del 
único poder que tiene autoridad para anularlas, que es la Corte 
Federal, poder establecido para definir los limites de dos sobe- 
ranías. Mientras lá lei provincial no se ponga en pugna con la 
lei nacional, aquella no sale del circulo de la soberanía provin- 
cial que le dio vida i por lo tanto no puede a título de fiumltad 
preventiva constituirse ' al congreso en arbitro del círculo que 
deba recorrer la poberanía local para evitar un caso que no ha 
llegado i pueda no llegar nunca.'' 
"Resulta pues, señor presidente, de las citas que acabo de hacer, 
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que según el senador por Buenos Aires, miembro informante 
de la mayoría de la comisión, la base de la organización política 
de la República Arj entina, es el respeto a las soberanías provin- 
ciálesJ^ 

El señor Ministro ocupó todo el resto de la sesión con su dis- 
curso, i como aun no babia terminado, se reservó la palabra para 
proseguir en la siguiente que tuvo lugar el 28 de junio, én la 
cual cojí él historiador de la constitución de Estados Unidos i 
con uno de sus comentadores, leyó de ellos diciendo: 

Es Curtis eíque babla: 

'^La soberanía de los estados serí^ enteramente inconsistente 
con una facultad en el gobierno jeneral de restrinjir toda su 
lejislacion. Como la autoridad directa de la lejislatura nacional 
debia estenderse únicamente a ciertos objetos de importancia . 
nacional o a aquellos a que no pudieran proveer los estados por 
fiu incompetencia, debían subsistir todos los poderes políticos de 
estos, cuyo abandono no estaba comprendido en la concesión de 
poderes a la cabeza nacional; i si se anadia una superintenden- 
cia jeneral de la lejislacion local a los poderes específicos que se 
conferirían a la autoridad central, no habría en realidad mas 
que un poder supremo en todos los casos en que el gobierno je- 
neral juzgara oportuno ejercer su prerogativa. La esfera justa i 
conveniente del gobierno nacional debia ser el límite de su fa- 
cultad sobre la lejislacion de los estados. En esa esfera debia ser 
supremo, como el poder de cada estado debia serlo igualmente 
en su esfera propia. Ninguno de ellos usurparía Jas prerogativas 
del otro; i al paso que era indudablemente necesario armar al 
gobierno nacional con algún poder para defenderse contra esas 
usurpaciones de parte de los estados, no había ninguna necesi- 
dad real de hacer que ese poder se estendiera mas allá de los 
casos necesaríos. Esas exijencias serian determinadas por los 
objetos que se cometiesen a la lejislacion* de la autoridad cen- 
tral; i si podía idearse un modo por el cual se impidiera a los 
estados el intervenir en el justo ejercicio de esa autoridad o in- 
terrumpirlo, todo lo que se requería se habría alcanzado." 

Cuñhing dice; 

^'En las constituciones'de los varios estados, está establecido 
el departamento lejislativo i le está conferído poder en términos 
jenerales como la suprema autoridad para dictar leyes, limitada 
solamente por las restricciones declaradas espresamente en la 
constitución misma, i por la implicada condición de cambiar una 
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parte de la forma de gobierno en ella establecido. El poder de 
una lejislatura de estado, por tanto, es jeneral e ilimitado i se es- 
tiende a todos los objetos de lejislacion, escepto en los casos en 
que está restrinjido especialmente como antes se dijo. Por consi- 
guiente cuando una cuestión se suscita sobre si un acuerdo dado 
está en las &cultades constitucionales de la lejislatura de estado^ 
la investigación recaerla, no sobre si está conferida especialnaen- 
te, sino si está negada espresamente o por implicancia necesaria. 
Si no puede decidirse afirmativamente que la facultad en cues- 
tión está negada, entonces existe en las facultades jenerales. Si 
de la investigación resalta quedar en duda la existencia de la fa- 
caltady la duda debe resolverse en favor de la existencia de esa 
fecultad." 

"En la constitución de Estados Unidos que fué establecida por 
los ciudadanos de los diversos estados, en los cuales la lejislatu- 
ra de estado ya estaba investida con el poder soberano de leji»- 
lar, la interpretación es directamente inversa de la que acabamos 
de establecer. En vez de conferir facultades lejislativas al con-* 
greso en términos jenerales i restrinjir entóncea esa facultad por 
prohibiciones especiales, lo que a mas de ser incoherente con 
los objetos del gobierno federal, habria hecho inútiles los pode- 
res lejislativos de los estados, la concesión de poder es espresa; 
de manera que el congreso no tiene mas facultades que las que 
le están conferidas espresamente o por una necesaria implican- 
cia. Por consiguiente cuando una cuestión se orijina sobre si un 
objeto dado está dentro del poder constitucional del congreso, 
la averiguación debe versar sobre si ese poder le está conferido, 
i no sobre si le está negado. Si no se puede decir afirmativa- 
mente que el poder le está conferido,* no existe; i si la averigua- 
ción conduce meramente a la duda, la duda es en contra de la 
existencia de la facultad" (15). 

Después de terminar el señor ministro con la aceptación de la 
doctrina sostenida por los autores de qiaienes leyó, un senador 
de la oposición, el señor OrcmOj dijo: que habia. aprendido en las 
doctrinas del señor Ministro del Interior a entender la constitu- 
ción, la cual habia sido reformada para ponerla mas en harmo- 
nía con el sistema federal i con la independencia de las provin- 
cias en el ejercicio de aquellas facultades que no hablan sido 
espresamente delegadas al gobierno nacional. 

(16) Gashing, Laws and Practice. 
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Pocos momentos después, se espresó de esta manera: "No po- 
demos ser enemigos del adelanto de nuestro pais, pero entende- 
moB que el primero i principal de todos los progresos, es el cum- 
miento de la constitución, el respeto a las «oéeranto locales , el re- 
tiro de las fuerzas militares del corazón de las provincias, respe- 
tando sus derechos i haciendo cesar la causa de esa permanente 
ajitacion en que han vivido, que las ha aniquilado i postrado has- 
ta el punto que ya no tienen ni la enerjia necesaria para reparar 
sus fuerzas, reclamar sus derechos, ni para quejarse siquiera.'* 

En la sesión siguiente, el 30 de junio, otro miembro del Po- 
der ejecutivo, el seEor Ministro de Instrucción Pública^ en una 
parte de su discurso, se espresó en los términos siguientes. "No 
necesito aquí acudir a la esposicion'de opiniones propias. El 
senador Mitre repitiendo un principio fundamental, nos ha 
dicho que los poderes nacionales no tienen otras facultades que 
las que la constitución les acuerda i las que de estas se derivan 
como una implicancia necesaria. La facultad del congreso para 
revisar las leyes de las lejislaturas sometería el réjimen provin- 
cial auna perpetua tutela, a una servidumbre real, lo haria de- 
saparecer. La cláusula misma de la antigua constitución que 
traia las constituciones de provincia a ser revisadas por el con- 
greso, fué suprimida como inútil i como vejatoria de la indepen- 
dencia provincial." 

Después de esta doble declaración de parte del Poder ejecu- 
tivo nacional, en la sesión dell.° de julio espuso un senador de 
la oposición, el señor Zavalia: 

"En efecto, señor presidente, como acaba de observar el señor 
senador por Santa Fe, no es solamente el interés de reponer la 
autoridad lejítima de San Juan derribada por una minoría fac- 
ciosa de su lejislatura i sobre todo por las bayonetas nacionales^ 
subsistiendo asi el principio representativo de gobierno: no es 
tan solo el interés de salvar la soberanía provincial contra los 
ataques del Poder Ejecutivo nacional, soberanía provincial en que 
está basada la forma federal que nos rije; es la autoridad del con- 
greso, señor presidente, autoridad en que está basada la forma 
republicana de gobierno en el orden nacional, i que ha sido dis* 
putada' por los señores ministros en esta sesión contra los inte 
reses de la libertad i de las garantías públicas comprometidas 
en esta cuestión." 

Corroborando mas o menos esto mismo, otro señor senador 
de la oposición, el señor Granel^ dijo: 
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"Tengo el propósito, señor presidente, de no imitar a los que 
me han precedido en la palabra en esta materia; i voi a ocupar- 
me de San Juan esclusivamente, no porque crea que estamos 
perdiendo el tiempo, como lo ha dicho un senador, sino al con- 
trario,'porque necesitamos revindicar un gran principio compro- 
metido en este asunto, principio que nosotros tenemos el deber 
de levantar mui en alto, porque somos los representantes de esa 
soberanía provincial atropellada i desconocida,^' 

"Yo pregunto: si existe la soberanía provincial de los estados 
federales, con ese acto del comisionado nacional ¿era o no atro- 
pellada?. ¿Qué fiícultades son estas, que los poderes constituidos no 
tienen i que se les acuerda sinembargo a los interventores? ¿Qué 
intervención es esta, acordada para garantir el ejercicio de loa 
poderes públicos i ejercida para perturbarlos i desconocerlos?" 

. "El senado procediendo así defendía las prerogativas del pue- 
blo sanjuanino desconociendo un poder que se las habia negado; 
i ese desconocimiento importó la anulación de aquel poder que 
desapareció devolviéndole al pueblo la soberanía que le habia 
arrebatado impremeditadamente una lei mal aconsejada/' 

Para terminar las declaraciones oficiales respecto del principio 
de nuestro gobierno, cerraré las sesiones del senado en la rui- 
dosa cuestión San Juan, con las palabras de un señor senador 
gobiernista, el señor Navarro, que dijo: 

"Lo que nosotros tenemos que ver es que la lejislatura obran- 
do con arreglo a su reglamento, constituyó quorum^ sin entrome- 
ternos a juzgar si infrinjió leyes internas, porque eso seria aten- 
tar a esa autonomia que los mismos autores del proyecto dicen 
que uo podemos tocar. Entretanto quieren que entremos a atacar 
esa misma autonomia, esa misma independencia." 

Las disposiciones de la constitución interpretadas poí los an- 
tecedentes históricos i políticos, i la aceptación espresa de ellas 
por los poderes judicial, ejecutivo i lejislativo de la nación, nos 
conducen al establecimiento del hecho de que las provincias en 
el carácter de estados independientes i soberanos, en el territorio 
comprendido dentro de sus límites conocidos, celebraron el pacto 
federal, conviniéndose todas en ceder cada una, aquella parte 
determinada de su soberanía propia, que consideraron necesaria 
parala formación de un gobierno jeneral que ejerciendo el po- 
der delegado por todas, garantiese a cada una el resto de su so- 
beranía no delegada i llevase a efecto el afianzamiento de la jus- 
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ticia, la consolidación de la paz interior, la facilidad de la defen- 
sa común, la promoción del bienestar jeneral i la seguridad de 
los beneficios de la libertad para nosotros, para nuestra posteri- 
dad i para todos los hombres que quisiesen habitar el pueblo 
aijentino. 

Como una consecuencia de este hecho, tenemos que sentar el 
principio de que los poderes del gobierno nacional bou limitados 
i cedidos con las condiciones i a los objetos determinados en la 
constitución. 

Ni podría ser de otra manera, porque si la concesión fuese ili- 
mitada i hecha sin objetos determinados, el pacto federal ven- 
dría a ser la abdicación de la soberanía de- cada una de las pro- 
vincias ante un gobierno creado por ellas para que se las absor- 
viese, para que las destruyese: lo que no puede ser, i es doctrina 
sostenida por los príncipales autores de derecho internacional, 
es que un estado soberano, no puede entregar total o sustancial- 
mente su soberanía por medio de pactos o tratados de cualquier 
clase que sean, pues tanto para los individuos como para los 
pueblos, no pueden existir convenciones que traigan consigo la 
obligación de suicidarse (16). 

En vista de lo que llevo espuesto, tendremos que reconocer 
que la prímera teoría de gobierno sostenida en Estados Unidos, 
deque he' hecho mención al principio, es inadmisible, entre no- 
sotros i que no contando ni con razón ni c6n antecedente alguno 
que la sostenga, no merece siquiera la pérdida del tiempo que 
se ocuparía en tratar de desarrollarla i demostrar sus ventajas e 
inconvenientes. Quédannos entonces }a segunda i la tercera, 
como únicas que nosotros podemos adoptar parS. sostener; mas 
siendo esto materia de un trabajo especial i pudiendo con pres- 
cindencia de ello, tratar la cuestión de territorios nacionales, 
que es por ahora mi objeto principal, vamos a hacerlo. 

Las provincias convinieron en ceder a la sección lejislativa del. 
gobierno nacional la facultad de fijar los límites de cada una de 
ellas i declararon que serian territorios nacionales los que que- 
dasen fuera de esos límites, como se contietie en el art. 67, inciso 
14 de la constitución. 

Las provincias han cedido, pues, a la nación aquellos de sus 



(16) Martens, Noción de Derecho de Jentes, § 62: Ortolan, Diplomacia del 
Mar, libro 1. cap. 6; Hautefeuille, Derechos i obligaciones d& las naciones neutrales, 
tom. 1, páj. 8—10; Hefíter, Derecho internacional público, § 88. 
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territorios que se encueutran fuera de los limites que el oongre 
BO les designe; i este es el único orijen que entre nosotros pue- 
den tener las tierras nacionales. La cesión ha sido de futuro; i no 
porque en el art. 4.^ de la constitución se mencionen tierras na- 
cionales, puede admitirse que el gobierno nacional haya tenido 
algunas antes del pacto federal, porque ningún aeto hai que 
autorice para sostener tal aserto, i por el contrario, tenemos el 
informe de la comisión examinadora de la constitución en Bue- 
nos Aires, declarado como verdadero comentario de nuestro 
código naqjonal, que nos asegura no haber tenido la nación tier- 
ras algunas de su propiedad antes de la constitución de 1853. 

El congreso es el juez competente para la designación de los 
limites de las provincias, i como una consecuencia necesaria para 
la de los territorios nacionales; mas en el procedimiento de la 
designación, se nos presenta la cuestión de si el congreso tiene 
fitcultades arbitrarias para obrar, o si está sujeto a alguna limi- 
tación. 

El congreso en ningún caso tiene facultades arbitrarias, pues 
todas las suyas se encuentran limitadas por la espresion de las 
concesiones délas provincias; i en la fijación de los limites de 
ellas se encuentra sometido a las condiciones espresas estable- 
cidas en el pacto federal i a las tácitas que son una consecuencia 
lojica de ese pacto, si se sujeta a las reglas de una interpretación 
racional. 

Una de las condiciones espresas, es la de que en el territorio 
de ana provincia no se pueda erijir una nueva sin el consenti- 
miento de la lejislatura de la antigua: es decir, que no se pueda 
penetrar en el territorio con que'una provincia vino al pacto fe- 
deral, sin el conseutimiento de su lejislatura. 

Poco importa que aoa nueva provincia o territorio nacional, que 
es la misma cosa, con respecto a la integridad del de una provin- 
cia (17); basta con- que se penetre en él, basta con que se afecte 
esa integridad del territorio primitivo, para que sea indispensa- 
ble el consentimiento de la lejislatura provincial, sin que en nin- 
gún caso pueda ser suplida por los representantes de la provincia 
en el congreso, ya sean diputados o senadores, porque estos no 
representan mas que la soberanía provincial delegada, es decir, 
la cedida a la nación; en ningún caso, ni por ninguna razón de 
interpretación estensiva, la soberanía reservada por la provincia. 

(17) Pascbal, Annotated constitution. 
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Solo en los casos en que el congreso fije a una provincia limites 
mas allá ¿e aquellos con que ella demarcaba su territorio al ve- 
nir al pacto federal, o determine los dudosos de una provincia 
con otra, podrá prescindirse de la anuencia de la lejislatura pro- 
vincial. 

Cuando las provincias convinieron en ceder al gobierno j ene- 
ral una parte de su territorio, fué indudablemente del que no 
tenian ocupado, del que no hablan alcanzado a poseer material* 
mente. Ellas nunca pensaron en cedeT una linea de su territorio 
ocupado al tiempo de ingresar en la federación, porque ni habla 
necesidad ni conveniencia alguna de hacerlo; i si llegase a for- 
marse cuestión de este punto, si llegase a dudarse de la intención 
de las provincias al tiempo de hacer la cesión o al de conferir 
las facultades para la fijación de los límites, tendremos qué>lla- 
mar en nuestro ausilio las reglas de interpretación que se nos 
han ensenado por autoridades que tenemos que respetar en cuan- 
to lo han hecho en ejercicio de los poderes delegados i discutien- 
do sobre la estension de ellos. Vendría un caso de duda, i en caso 
de dudarse si las provincias hablan conferido al congreso la 
facultad de fijar sus límites dentro de su territorio ocupado o si 
hablan tenido la intención de ceder al gobierno nacional mas 
territorio que el que tenian inocupado, nos veremos forzados a 
resolver que, ni hablan conferido al congreso esa fecultad, ni tu- 
vieron la intención de ceder su territorio en esa estension; por- 
que se presume que ellas se reservaron una i otra cosa, si hemos 
de observar, en el cumplimiento del pacto, las reglas de inter- 
pretación enseñadas i que son también las de derecho. 

Hai aun otra razón para hacer la interpretación de esta mane- 
ra, i es la naturaleza de la cesión que fué lisa, Uaná i sin condi- 
ciones. Los Estados de la Union Americana, mas previsores que 
nosotros, sinembargo de no tener temores que los previniesen 
contra el abuso del poder que pesa sobre nosotros, se cuidaron 
mui bien de que la cesión de territorio que hacían, fuese espresa 
i con la condición de que en él se hablan de formar estados que 
deberían después ingresar en la Union con el mismo carácter i 
derechos de los estados cedentes. iN'uestras provincias no tuvie- 
ron esta precaución e hicieron la cesión simplemente, por lo que, 
al interpretar la estension de ella, tenemos indispensablemente 
que hacerlo de un modo restrictivo. 

Todavía hai otra razón para hacerlo asi. Los estados norte- 
americanos cedieron territorio en beneficio de la nación para 
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pagar Iob gastos de la gaerra de la independencia en 1a fual to- 
dos los estados tuvieron nna cansa comnn i se espusieron a on 
peligro también comnn; lo hicieron en circunstancias que el go- 
bierno que creaban no tenia recursos para ponerse en acción i 
necesitaba medios de conseguirlos; lo hicieron finalmente por 
no ocurrir al espediente de los empréstitos que solo pueden ser 
provechosos cuando hai patriotismo verdadero, l^osotros no nos 
encontramos en ninguna de esas condiciones^ porque la guerra 
de la independencia es un hecho viejo que ya se ha borrado de 
nuestra memoria, i estinguiéndose por lo mismo la obligación 
de evitar que se mueran de hambre los pocos hombres que ano 
quedan de esa época gloriosa, que no reniegan de la patria que 
ellos crearon, para servir con decisión a la que hoi tenemos; 
nuestro gobierno nacional cuenta con una entrada de quince 
millones de pesos fuertes por año, suma de dinero bastante pa- 
ra doblar la población de la república en cinco años, como- el 
mejor i el único medio de promover el bienestar jeneral en to- 
do sentido; hemos ocurrido a empréstitos ruinosos que dejas 
obligado al país por medio siglo i no sabemos qué hacer con el 
dinero. En esta diversidad de circunstancias la cesión de terri- 
torio hecha por las provincias, como que propiamente no tiene 
objeto, debe interpretarse en su estension tan estrechamente 
cuanto sea posible. 

Por fin, si los procedimientos, de los Estados Unidos bou la 
norma obligada que tenemos para los nuestros, deberemos tener 
presente que los estados no cedieron a la TJnion un ápice de te- 
rritorio ocupado i que nunca llegue a 'formarse duda sobre esto, 
pues la cesión fué hecha espresamente de tierras inocupadas (18). 

Aunque sin tener en cuenta o hacer mención de las razones 
precedentes, ni por el contrario, adoptar en la práctica los prin- 
cipios Msos de la discusión, pero obedeciendo si a las reglas de 
interpretación del pacto federal, nuestro Congreso se ha pro- 
nunciado ya en este sentido en la lei de 17 de octubre de 1862, 
declarando que son territorios nacionales aquellos que se en- 
cuentren fuera de los límites o posesiones de las provincias, enten- 
diéndose por estas, las que ellas en algún tiempo hayan tenido, 
aun cuando en la actualidad las hayan perdido. Era mui natu- 
ral que las posesiones de las provincias se estendiesen hasta 
donde ellas alguna vez la^f hubiesen tenido materiales. 

(18) Pomeroy, Gonstitutional Law § 489. 
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JEn conclusión de esta parte, sentaremos los principios: 
Primero, que el Congreso no puede fijar a las provincias, lí- 
roites qué comprendan territorios ocupados por ellas; i 

Segundo, que tampoco puede fijarles límites qué se encueü- 
tren dentro del territorio demarcado por los suyos, al tiempo de 
celebrar el pacto federal en 1853 las trece provincias primera- 
mente constituidas i Buenos Aires en 1860, sin el consentimien- 
to de la lejislatura de aquellas cuyo territorio puede ser reduci- 
do con la nueva fijación de límites. 
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LA leí del GONÜRESO. 
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I. 



La primera vez que el Congreso Arj entino se ha ocupado de 
los territorios nacionales a que hace referencia la constitución 
nacional, ha sido al dictar la lei de 17 de octubre de 1862 ini- 
ciada en el Senado por «1 señor doctor don Rufino de Elizalde, 
senador por la provincia de Buenos Aires. 

Esa lei que, si bien sufrió una alteración en la Cámara de 
Diputados, con la revisión del Senado fué al fin definitivamente 
sancionada, es del tenor siguiente : 

Buenos AireSy octubre 13 de 1862. 

EL SENADO I CÁMARA DE DIPUTADOS, ETC. 

Art. 1.® Todos los territorios existente» fuera de los limites 
o posesiones de las provincias, son nacionales aunque hubiesem 
sido enajenados por los gobiernos provinciales desde el 1.° de 
mayo de 1853. 

Art. 2.° Quedan esceptuados de lo dispuesto en el articulo 
anterior los terrenos cedidos u ofrecidos por los gobiernos de 
provincia a empresas de navegación o inmigración. 

Art. 3.° El Poder Ejecutivo nacional pedirá a la mayor bre- 
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vedad, a los gobiernos provinciales, los conocimientos necesa- 
rios para fijar los limitea de sus respectivas provincias con arre- 
glo al inciso 14, artículo 67 de la constitución. 

Art. 4.*^ El Poder Ejecutivo nacional presentará un informe 
de las tierras nacionales vendidas, gravadas o prometidas por el 
gobierno de la Confederación. 

Art. 5.® El Gobierno Nacional no dará carso aleono a las 
solicitudes que se hicieren para adquirir el dominio de tierras 
nacionales, hasta que el Congreso establezca el modo de hacerlo. 

Art. 6.^ Comuniqúese. 

Como al aplicar esta lei tienen que resultar cuestiones que no 
se han tenido en cuenta" al tiempo de sancionarla^ creo conve- 
niente copiar en seguida las discusiones que se tuvieron en el 
Senado a fin de que se conozca bien el espíritu de esta lei por 
medio de la intención i propósitos del lejisládor, contenidos en 
esas discusiones. 

Ellas son las siguientes : 

SESIÓN DEL 22 DE JULIO DE 1862. 

El señor EUzaldey autor del proyecto : 

La comisión ha tomado la base mas liberal posible para laa 
provincias; ha reconocido la ocupación que tenian al tiempo de 
proclamarse la constitución, i se deja a las provincias la presen- 
tación de un informe para que cada una de ellas determine los 
limites, i entonces el Congreso, con arreglo a esos datos, apro- 
bará o señalará sus limites. 

El mismo, sobre el articulo 1.° 

En este articulo la comisión ha hecho una variación mui im- 
portante, que es agregar: fuera de los límites o posesión de las 
provincias. En el proyecto primitivo no decía sino ocupación, 
pero hai provincias que han tenido limites ciertos i determina- 
dos, i otras que han tenido una posesión que después han perdi- 
do por las desgracias de la guerra, etc. i para no resolver desde 
ya esa cuestión de limites sin los datos necesarios, se ha puesto 
esa frase, sin decir posesión real para dejar la puerta abierta en 
lo que en ese punto sea mas justo. 

El señor Velez Sarsjkld. — Señores : debo dar algunas esplica- 
ciones mas sobre la adición que ha hecho la comisión en este 
Arff Pillo, declarando que no son válidas las ventas hechas de ter- 
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irenos que estaban f aera de la posesión de los gobiernos de las 
provincias. Lo exijen asi también las consideraciones que se de- 
ben a los pueblos de la República. 

Desde que principio en América el gobierno español, Carlos 
V declaró que, como f ei de España habia sucedido en él el do- 
minio de todas las tierras poseídas por los naturales. Bajo ese 
antecedente las leyes de Indias determinaron el mcído i el obje* 
to preciso cómo el dominio público de las tierras habia de pa- 
sar al privado. La primera condición era la de efectiva i actual 
posesión del terreno, la población i el cultivo, para no sacar a la 
tierra de su destino natural. No se encuentra en las leyes nin- 
gún j enero de concesión, venta o moderada composición que no 
lleve la condición de población i cultivo de la tierra. Al rei solo 
estaba reservado dar o vender los terrenos del estado. Ninguna 
otra autoridad en América podia hacerlo. Siguió este orden de 
cosas hasta mediados del siglo pasado en que la cédula de 1754 
atendiendo a las dificultades de obtener los títulos de propiedad 
directamente de España, autorizó a los virreyes para nombrar 
miembros subdelegados para la concesión o venta de los terre- 
nos públicos, designándoles los modos i las condiciones para 
hacerlo. En los pueblos distantes en que no habia audiencias 
como en Buenos Aires entonces, se facultó para la enajenación 
de los terrenos a los gobernadores de provincia, unidos con los 
oficiales reales. Pero el producto de las ventas o composiciones 
nunca fué renta provincial sino que entraba a las cajas del go- 
bierno jeneral, i de ellas se daba cuenta al ministerio español. 
A las ciudades i pueblos se les señalaron terrenos especiales 
bajo el nombre de ejidos para el uso común, i otros bajo el nom- 
bre de propios para que pudieran obtener algunas rentas de 
ellos. Pero ío que no era ejido o propio de la ciudad, pertenecía 
solo al estado ' en jeneral. Nunca se dio a provincia alguna la 
facultad de convertir en propiedad los terrenos valiosos dentro 
de la provincia misma. 

Acabado el gobierno español én 1810 siguió el mismo orden 
de cosas respecto a los terrenos públicos. La circunscripción de 
las provincias era solo para el gobierno político. En toda lá or- 
denanza que determinaba las obligaciones i facultades de los 
intendentes de provincia, que siguió rijiendo desde 1814, no se 
encuentra el derecho de apropiar a la provincia el producto de 
los terrenos vendidos. Siempre el dinejpo que procedía de ese 
oríjen, pasaba a las cajas jencrales del estado. 
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Cuando en 1820 se acabó el gobierno nacional, cada gobierno 
provincial se creyó independiente i con soberanía absoluta en 
el territorio, i por consiguiente con el derecho de enajenar los 
terrenos del estado que se encontraban dentro de los límites de la 
provincia. Esto importaba despojar a la nación de sus propieda- 
des i de sus primeros i mas antiguos derechos: romper los vín- 
culos todos que la unían a la nación. Esa soberanía territorial 
suponía la absoluta independencia: ningunos derechos en el 
cuerpo político a que la ligaban tantos deberes. Si, señores, nin- 
guna provincia ha tenido autoridad ni derecho para enajenar 
aquello que pertenecía esclusivamente a la nación, sino como un 
medio de atender a una necesidad pública a que no podía aten, 
der el gobierno jeneral que exislüa. Pero cuando este existiere, 
a él solo correspondía la enajenación de los terrenos públicos. 
Las provincias debían haber reconocido aquellos deberes que 
en el derecho se llaman de inacción, para no hacer nada, mas 
allá de sus facultades ordinarias, que lo que exijiera una necesi- 
dad imperiosa i siempre bajo las formas i leyes i con el objeto 
que en ellas estaba prescrito. 

Constituidas ahora las provincias en un sistema federal, la 
constitución ha reservado al Congreso lá facultad de determinar 
los limites de cada estado, porque los que en un principio se se- 
ñalaron, tuvieron solo en mira fijar la propiedad internacional, 
para tener derecho el soberano de España a escluir todo otro 
dominio estranjero en las tierras de América, no para crear pro- 
vincias con millones de leguas íi darles un derecho munici- 
pal, diré, en el territorio. Así fué que, cuando por la cédula de 
1720 (19) se dividió el gobierno del Rio de la Plata i se creó la 
provincia de Buenes Aires, se le dio a ésta por límites, al Sur 
las pampas, hasta el Estrecho de Magallanes. A la provincia de 
Cuyo, capital la ciudad de Mendoza, se le dieron por límites la 
falda de las cordilleras hasta el Estrecho' de Magallanes, esten- 
diéndose al Este hasta el mar del Norte, como se llamaba el 
Atlántico. ¿Se creería por esto que Buenos Aires i Mendoza, 
mientras no existió una autoridad nacional o después que ella 
ha existido, han tenido derecho para disponer libremente del 
inmenso desierto que corre desde ellas h^sta el Estrecho de Ma- 
gallanes? Esos límites, repito, que en casi todas las provincias 
abrazaban los desiertos de América, tenían solo el objeto de de- 

(19) Es de 16 d^ diciembre de 1617. 
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terminar i fijar la propiedad internacional i no para crear dere- 
clios de lejislacion i de dominio en las respectivas provincias. 

Aun para este dominio provincial, limitado al gobierno poli- 
tico de la provincia, se necesitaba formal posesión i ocupación 
del territorio. Ño hai otro medio de adquirir el dominio terri- 
torial que la ocupación, que el trabajo en él, que es el que causa 
la apropiación del suelo. Si se considera el destino natural de la 
tierra, no es posíli)le adquirir el dominio de ella, sino con el fin 
de llamar por medio de las fuerzas naturales, por medio del ca- 
pital i de la intelijencia el único objeto a que necesariamente 
debe servir. I es preciso que la ocupación, que la posesión, no 
sea meramente nominal e incompleta, mucho mas cuando no se 
,trata del dominio internacional, sino del dominio individual, di- 
remos^ de una provincia que con otras forman una nación. 

•En la cuestión de los Estados Unidos con la Inglaterra sobre 
el Oregon, sostenían los primeros que el territorio les pertene- 
cía, porque ellos babian descubierto el rio Colombia por el ca- 
pitán Gray i hablan reconocido su curso. La Inglaterra contes- 
tando la prioridad del descubrimiento, sostuvo que el dominio 
territorial no podia adquirirse sin una ocupación formal, i no 
por meros signos de posesión ni por una posesión que no fuera 
constante del pueblo, de muchos i varios poseedores, i no sim- 
plemente por el gobierno político o militar. Al fin, el dominio 
de ese territorio tuvo que arreglarse entre los dos estados por 
un tratado especial al objeto. Hoi es, pues, reconocido que una 
posesión nominal, un signo o un indicio cualquiera de sobera-. 
nía, una posesión meramente oficial i no del pueblo, no bastan 
para crear el derecho de propiedad del estado sobre un territo- 
rio dado. Es preciso, a mas de la intención de apropiarse un 
territorio vacante, una posesión efectiva de los particulares : es 
preciso tener el pais a su disposición i hacer trabajos en el terri- 
torio que constituyan verdaderos i permanentes establecimien. 
tos particulares. 

Para el dominio de una provincia en contraposición al domi- 
nio de la nación, era necesario que la nación, antes dueSade to- 
das las tierras públicas, hubiese hecho una formal cesión de una 
parte del territorio, lo que solo tendrá lugar cuando el Congre- 
so deterpiine los limites de cada estado federado; o que los ve- 
cinos de esa provincia tengan el territorio a su disposición, le 
apliquen sus fuerzas de cultura i esplotacion para obtener de él 
los servicios a los cuales la providencia lo ha destinado. Toda 
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concesion dé dominio privado que no llevase la condición de 
ocupación actual del terreno, de su población i cultivo, seria de 
ningún valor para trasmitir el dominio público, porque contra- 
riarla todas las leyes que nos han rejido desde que los conquis- 
tadores de América se apropiaron los terrenos poseídos por los 
naturales, i sacarla a la tierra de su destino natural privando el 
trabajo en ella, la consagración de un capital para la existencia 
del pueblo, si el nuevo señor la guarda inculta i vacante para 
solo negociar en lo sucesivo, en virtud de otros trabajos en otros 
territorios que hicieron valer el terreno adquirido con ese fin. 

Las provincias, pues, no han podido enajenar los territorios 
que ocupaban, aun cuando estuvieran dentro de los límites fija- 
dos en tiempos anteriores a la jurisdicción política o adminis- 
trativa. Decir que el gobierno de Santafé ha podido hacer las 
enajenaciones de terrenos vacantes que siempre fueron nacio- 
nales, seria también asentar que Buenos Aires puede vender to- 
do el territorio que se estiende hasta el estrecho .de Magallanes, 
BU límite al Sur; i que Mendoza ha podido i puede vender todas 
las pampas al oriente de la cordillera porque es su límite a ese 
rumbo. Santafe ahora ha enajenado un inmenso territorio que 
ciertamente no lo tenía a su libre disposición, sobre el cual no 
habla una efectiva ocupación ni del pueblo ni del gobierno pro- 
vincial. Ha enajenado hasta los alrededores del fuerte Melin- 
cu6 que ciertamente ella no lo fundó, dejándole solo legua i me- 
dia cuadrada. Estas enajenaciones suponían, para que trasmi- 
tiesen un derecho privado de propiedad, que el gobierno de 
Santafé tuviera el dominio público del terreno vendido: que él 
i su pueblo lo defendieran, lo poblaran e hicieran en él estableci- 
mientos de un carácter permanente, lo que ciertamente no pue- 
de decirse. Tampoco los que han adquirido esas tierras tienen 
de ella una posesión efectiva, condición indispensable para la 
adquisición del dominio: ni las poseen, ;ni las cultivan, ni ponen 
en ellas trabajo i capitales. Las han comprado para tenerlas in- 
cultas, para venderlas cuando lá población se aumente en esa 
provincia. Ente j enero de negocio, con inmenso detrimento de la 
nación i de la provincia, misma, es lo mas inmoral que puede 
tentarse. Se arrebata un bien nacional, i tío queda en esa campa- 
ña terreno de fácil adquisición donde pueda asentarse la pobla- 
ción venidera. Es preciso que 'el Congreso condene esos actos, i 
contenga ese fatal espíritu de negociación a costa de ios prime- 
ros intereses del país. En 1810 Iob pueblos se lanzaron fi conquis- 
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tar su independencia i sus libertades; nadie, señor, pensó en ha- 
cer negocios con la fortuna pública: todos, todos consagraron sus 
bienes i sus vidas al grande objeto que se proponían. Buenos 
Aires entonces, dueño de todas las rentas nacionales, no dedico 
un solo peso a sus mejoras interiores sino al interés jeneral por 
el que luchaba. En los calabozos de Casas-Matas entraron 1200 
oficiales prisioneros, fuera de los innumerables que murieron en 
la guerra de la independencia, tres cuartas partes de ellos na- 
cionales de Buenos Aires; todos ellos ^murieron allí, con la sola 
escepcion de 120 que existían cuando sucedió el convenio de 
Miraflores. Cuyo no reparó en sacrificio alguno para formar el 
ejército de los Andes. ¿Quien negociaba entonces a costa de la 
axacion? Salta en la victoriosa lucha que sostuvo contra todo el 
ejército español, sacrificó todo cuanto existia en aquel territorio 
sin quedarle a nadie la menor fortuna. ^ , 

Vino luego la federaoion de llosas, i los pueblos otra vez i mi- 
les de hombres consagraron sus intereses i sus vidas para aca- 
bar con la tiranía que sobre ellos pesaba. Algunos pueblos que- 
daron con el opresor de la República i se vio en el país por pri- 
mera vez negocios de todo j enero a costa del territorio i de la 
fortuna de otros. Este ejemplo ha cundido i en la provincia de 
Santafé mas que en ninguna otra, se presenta el escándp^lo de 
una negociación con los intereses públicos que va a contener el 
progreso de aquel territorio. Pascual Rosas es el vendedor de in- 
mensas áreas de terrenos. Este nombre solo, basta para conde- 
nar el título. Ved en el rnapa de esas enajenaciones los linderos 
dé cada suerte, i hallareis por sus cuatro costados los nombres 
de perpetuos negociantes con las degracias públicas, con el 
desorden interior de las provincias. Es del todo necesario que 
el Congreso alce la moral pública anulando i condenando la 
conducta de esos gobiernos i de esos particulares, restituyendo 
a la nación lo que nadie ha podido quitarle. Si quisiera no per- 
judicar a la provincia en particular, por la obligación que sobre 
ella pesaría de volver el dinero recibido, podría el gobierno na- 
cional encargarse de la restitución del precio que en verdad se 
hubiese dado por esas tierras nacionales. He creidt que debía 
dar estas esplicaciones respecto a la adición sobre la posesión 
que ha agregado la coniision al artículo que se discute. 

El señor Bawson. — ^Deseo saber cual es el punto de partida 
constitucional para establecer, no ya los límites provinciales en- 
tre las provincias i la nación, sino la esclusion de derechos de 
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loa que han comprado territorios provinciales desde el 1.° de 
mayo de 1853. 

El señor Elizalde, — Acaban de referirse por el señor sena- 
dor por Córdoba que habló antes, los antecedentes de las tier- 
ras nacionales. Al tiempo de la revplucion de 1810 las pro- 
vincias no tenían el dominio de las tierras públicas, no digo 
fuera de sus limites, pero ni dentro de ellos. Así siguieron 
las cosas hasta 1817 en que el Congreso Nacional,' por la pri- 
mera vez, dio una lei sobre las tierras públicas, porque ante- 
riormente solo se habia dado un decreto provisorio para que si- 
guieran rijiendo las leyes españolas, es decir, que todas las tier- 
ras eran de la nación. Después de la disolución de la nación en 
1 820, nadie pretendía tener dominio sobre las tierras provincia- 
les. Había solamente una cuestión de limites entre la provincia 
de Santafé, la de Entre Ríos i creo que la de Corrientes, pero 
la sometieron a la decisión del Congreso. Vino el Congreso del 
año 25 í volvió a consignar el principio que había rejido en la 
República Arjentina — "todas las tierras son nacionales" — ^í las 
declaró afectas al pago del empréstito ingles i a los fondos públi- 
cos que se tomaron como base del crédito de la nación. Efectua- 
da nuevamente la disolución de la nación en 1827, las provin- 
cias, de hecho^ no porque haya ningún derecho, se han creído 
en fecultadad o con el dominio de lá tierra dentro de sus lími^ 
tes. Viene en seguida la constitución de 1853 i establece que 
hai tierras nacionales sin decir cuales eran. Por consiguiente, 
hai que entrar ahora a determinar como complemento a este 
principio constitucional, a determinar digo, cuales son naciona- 
les i cuales son provinciales. Si la constitución nacional hubiera 
dicho, son tales i cuales, no habria. cuestión, pero no habiéndolo 
hecho así, tenemo» que atenernos a los antecedentes del derecho 
público aijentíno: estos son, que todas las tierras eran nacionales, 
menos aquellas que estaban dentro de los límites de las provin- 
cias. Vamos, pues, a reconocer un hecho existente. Son de las 
provincias aquellas que están dentro de sus límites i ocupación. 
Por consiguiente, todas las enajenaciones de tierras nacionales, 
hechas por gobiernos provinciales, son nulas, puesto que nadie 
puede vender lo que no le pertenece: este es el principio. 

El señor Bawson. — ^Me permitiré adelantar un poco mas, por- 
que es punto muí importante que afecta a la propiedad particu- 
lar, uno de los- derechos garantidos por la constitución misma i 
que importa dilucidar convenientemente. 
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Por lo que acabo de oir i por lo que antes había tenido el gus- 
to de escuchar del elocuente señor senador que habló anterior-- 
mente, existe el derecho nacional sobre la tierra desde el esta- 
blecimiento de la federación, esto es, de la disolución de la re- 
pública, él que se halla convertido en un hecho en favor de las 
provincias, puesto que ellas sin derecho disponían del territorio 
hasta donde lesera dado disponer. Este orden de cosas ha segui- 
do hasta la constitución del ano 58, la que dice — ^hai tierras na- 
cionales, — ^i el Congreso designará los limites. de cada provincia? 
separando lo nacional délo provincial. Se entiende que todo 
esto deberá ser por medio de una lei. No comprendo todavía có- 
mo, antes de di<5tar una lei, se presume ya creado un derecho na- 
cional esclusive del provincial, en un territorio cuyos límites no 
están definidos aun; i propondría un ejemplo para que ge vea 
que faltaria la equidad en la lei si se estableciera un principio 
tan absoluto. 

Hecha la disolución déla República ehirante el doTninio ele 
Rosas, quiero tomar ese periodo de veinte años, habría una 
grande desigualdad en el hecho de la posesión de los terrenos. 
Buenos Aires ha adelantando sus fronteras o cuando menos 
mantenido las que existían anteriormente, mientras que en la 
provincia de Sañtafé, Córdoba, San Luis i Mendoza, las fronte- 
ras lejos de ensancharse, se aproximaban tanto a las ciudades 
que ha llegado el momento en que los centros de población han 
temido por su seguridad. Si tomamos, pues, este hecho i funda- 
mos sobre él un derecho aproximativo respecto de las provincias, 
vamos a encontrar una inmensa diferencia en favor de Buenos 
Aires i en otras muchas de las demás. He citado esto como 
un ejeíahlo de la falta de equidad que habria en establecer una 
regla jeneral. 

Yino la constitución de 1853 i se supone que aquellos territo- 
rios de que habla, son los que.no están poseídos por las provin- 
cias, i encontramos entonces que las provincias que hé nombra- 
do, Córdoba, Santafé, San Luis,' porque estaban entregadas a los 
salvajes, no pueden fijar ningún territorio, mientras que las que 
hubieren mantenido o adelantado las posesiones, a esas si lea 
pertenece. Así esta línea divisoria es muí difícil de determinar. 

Si ha habido fraudes, si se han hecho ventas inadmisibles, n©. 
nos toca a nosotros clasificarlas, pero estamos estudiando el de^ 
recho que nace de los hechos que han tenido lugar en este pai».. 
Creo que estamos tratando de los intereses creados i de los de- 
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rechos establecidos bona fide, de manera que asi debemos pro- 
ceder sin que por eso se rebaje la moral ni la justicia que debe 
presidir a la lejislacion del pais. 

Seria de opinión señor, si no encuentro mayor claridad en la 
solución que pedí, que esta parte del artículo se omitiera. 

Creo que el congreso debe circunscribirse hoi a cnniplir su 
mandato constitucional creando una línea imajinaria, pero para 
la cual tenemos derecho. Los antecedentes que se han citado 
probarían demasiado, porque entonces toda venta hecha por 
cualquier provincia i cuyo importe no haya ido a las cajas na- 
cionales, no solamente desde 1853 sino desde 1810, es nula. 
Establezcamos pues una leí que lleve una de las primeras con- 
diciones de tal. 

El señor ElizaMe. — ^He omitido dar una esplicacion mas sobre 
esto, porque la habíamos dicho ya, i olvidé que el señor senador 
no había estado presente. 

Nosotros, por este proyecto, dejamos a las provincias él derecho 
de presentar al congreso iodos los coTiocimientos necesarios para Jijar 
sus límites, es decir, hacemos a cada promnda, juez de los suyos pro- 
pios, i el congreso sin razones muí poderosas no ha de alterar 
esa leí. La palabra posesión salva perfectamente la objeción del 
señor senador. Hai provincias que tienen una posesión que han 
ido perdiendo hasta reducirse a la nada hoi. Por consiguiente, 
cuando decimos posesión, no décimas^ la actual, sino la que hu- 
bieren tenido i hubieren perdido por razones de la guerra. To- 
dos esos territorios que están despoblados i en los que se en- 
cuentra alguna tapera, se vé que han sido poblados i por conse- 
cuencia pertenecen a las provincias que los poblaron i ocuparon. 
Ahora, todos aquellos de que se hubiera dispuesto fuera de la 
ocupación real i positiva, no ha habido derecho para venderlos 
después del 53. Si hubiera alguna venta anterior a ese tiempo, 
habría que reconocerla, al menos no esta espresamente condena- 
da por este artículo. El se refiere únicamente a las enajenaciones 
posteriores a la constitución; no podemos hacer mas. 

Akcfra, si se nos dice que la provincia de Buenos Aires ha 
^levado su ocupación mas allá que las otras, yo creo que es un 
error; todavía la provincia de Buenos Aires no posee lo que po- 
seyó en otro tiempo. Salinas-Grandes han sido poseid&s en 
tiempo de los españoles, pero esa no es la cuestión. Suponiendo 
que por circunstancias especiales del pais, alguna provincia hu- 
biera ensanchado el radio de su ocupación, la regla que se esta- 
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blece es jeneral, i, de cierto, alguna hai que establecer, lío pode^ 
mos decir que es nulo todo lo hecho desde 1810 porque no ha- 
bria razón ni conveniencia, pero sí la hai en anular todas las 
enajenaciones de tierras, fuera de la parte poseída por las pro- 
vincias después de la constitución, porque nadie ha podido hacer- 
lo. Por ejemplo la provincia de Santa Pé i de Córdoba tienen 
départameütos que están en poder de los indios i que antes han 
estado en el suyo, de manera que aunque no los ocupen hoi ma- 
terialmente, ellos le pertenecen. 

El señor Velez Sarsfield.-^Si el señor senador por San Juan se 
pone en el caso de una provincia que se haya visto en la necesi* 
dad de vender el territorio que han tomado los salvajes, preci- 
samente para vencerlos, ya es suyo. Asi lo dice la lei, i le pido 
que se fije, bajo la cual nacieron i crecieron estos paises. Ella 
dice que no hai venta de territorio público sin la condición pre^ 
cisa del cultivo de la tierra. Ninguna provincia puede vender un 
palmo de tierra sin haberla poseído. Que no haya mas monopo- 
lios de tierras, porque un gobierno puede con ello arruinar los 
intereses permanentes del pais, vendiendo como hoi sucede en 
el Eosario. Que si alguna se ha vendido o se vende, sea bajo la 
base que ya he dicho, para que la tierra sea cultivada i poblada. 
Que no suceda mas lo que me dice un jeneral de Rosas: tengo 
veinte leguas de terreno i no permito un arrendatario. Asi es 
que el pobre no cabe en Buenos Aires. No hai pais en el mundo 
en que haya menos tierra que vender que en Buenos Aires. 
Viene una colonia i no tiene donde comprar una cuadra de tie- 
rra, porque ella está monopolizada por el capital. 

Así digo yo, si hai alguna provincia que haya vendido tierras 
en las condiciones que debe venderse la tierra pública, está bien, 
es suya; pero si ha vendido lo que no ha poseído, los desiertos, 
ha vendido de una manera qT\e no debe vender, ha vendido lo 
que no es suyo. Asi la mira de la comisión ha sido esta: en el 
sistema jeneral, aquel territorio que haya sido poseído por cual- 
quiera provincia es suyo, puede venderlo a quien quiera i como 
quiera, el congreso nada tiene que ver con eso. Lo cordrarío será 
cu/mdo cadxi estado entre a la nadan i diga: este es mi territorio^ como 
SH£edi6 en los Estados Unidos. Mientras tanto, digo que no puede 
hacerse lo mismo ' en el sistema de federación que en el de uni- 
dad, porque no quedarla tierra para el estado. A la provincia de 
Buenos Aires le daremos toda la estension de tierras hasta 
Magallanes, a Mendoza toda la pampa como dice su título de 

8 
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población; Córdoba se estiende también a la pampa. ¿Habriamos 
de darles todo esto, antes de deslindar bien los limites? Los in- 
gleses han dicho: las palabras que pronunció tal descubridor no 
dan titulo de posesión. Vasco de Gama decia: yo he descubierto 
un camino enteramente nuevo; i a nadie dejaba pasar. Pero los 
ingleses han dicho: todo eso es nulo, debe venir absgo; no hai 
dominio sino la ocupación, eso es lo único que dá la propiedad 
individual; pero dar a un hombre un inmenso territorio desier- 
to, que no ponga en él ni capital ni intelijencia, es el principio 
de todo fraude i de la disolución de cuanto orden político se pre- 
tende establecer. 

Creo pues que las provincias salvarán sus territorios, cuando se 
señalen los limites; que yo desde ahora, digo no votaré, por las 
teorías que tengo. ¿Cómo he de votar porque Buenos Aires se 
estienda hasta Magallanes? ¿Cómo he de votar porque entre San- 
tafé i Córdoba haya un desierto? Eso seria el mas grande mal 
que pudiera acontecemos, eso importaría decir que cada uno se 
defienda como pueda, que las sociedades humanas no se ayuden 
mutuamente. ¿Qué le importa al Rio 4.° de lo que pasa en el 
Tió? Los llanos de la Rioja tienen 12,000 leguas cuadradas, de 
manera que habría cuatro personas en millares de leguas. Asi^ 
cuando llegue el caso, yo les señalaré otros límites a las provin- 
cias. Cuando suceda lo que eu los Estados Unidos que las pro- 
vincias o estados posean todas, sus tierras, entonces podran hacer 
lo qne les parezca de ellas. 

El señor Alsina. — Me parece que los mas de los argumentos 
empleados por el señor senador por San Juan, parten de un 
concepto equivocado. Ahora no se trata de fijar los límites en 
esta lei: se dice únicamente, serán nacionales aquellas tierras que 
queden mas allá, ya de la posesión de hoi, ya de los límites que 
las provincias deben tener. ¿Cuales son esos línaites? Eso lo ha 
de decir la lei posterior. Si dentro de ese término ha habido 
terrítorios ocupados, como lo revela la existencia de esas ruinas, 
de esos vestijios que dice el señor senador, esta lei no dice que 
la enajenación de esos terrítorios ha de ser nula; no, porque toda 
aquella superficie que está ocupada por ruinas, diré así, viene a 
quedar dentro de la línea de límites que la lei establezca. Claro 
es que la venta hecha, de esos territorios, no queda anulada por la 
disposición de este artículo ni hai desigualdad alguna entre esto 
i lo que en Buenos Aires se ha hecho. Por lo denlas estoi mui 
convencido de lo que ha esplicado el señor senador por Córdoba. 
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Es de necesidad establecer el principio; la 'base del dominio en 
materia territorial es la ocupación material, real i positiva; prin- 
cipio que no solo es del derecho privado sino del de jentes, i que 
ya ha sostenido Buenos Aires en una cuestión internacional. 
Buenos Aires sostuvo contra los norte-americanos, relativamente 
al dominio de las islas Malvinas, que el descubrimiento no dá 
dominio ni remotamente. El desembarco, la proclamación de un 
soberano, er levantamiento de una estatua, la erección de una 
cruz i todos esos medios inventados en el siglo XVI, todo ha 
desaparecido; i lo que hoi confiere dominio a las naciones, es 
ademas del descubrimiento, la ocupación material, el trabajo, el 
capital invertido allí. 

La aplicación de este principio internacional es de la mayor 
importancia. Me parece pues que es la doctrina que viene en 
apoyo de la disposición del artículo, i a mi juicio es una de las 
verdaderas conveniencias de la nación el adoptarlo 

El señor ünburu. — ^Voi a hacer una esplicacion al señor sena- 
dor respecto de los territorios que se han concedido al empresa- 
rio de la navegación del rio Juramento. Todos están dentro de 

los límites del territorio de la provincia 

El señor Alsina. — ^Eso será en Salta. 
El señor ünburu. — I en Santiago. 

El señor Alsina. — ^Dentro de los límites, no se puede decir, 
porque no están fijadoé. 

El señor Uriburu. — Están fijados; la provincia de Santiago es 
precisamente una de las provincias que han fijado sus límites con 
mas precisión que las demás; están fijados en la constitución, es 
decir, parten del Salado i llegan hasta la Punta del Monte. De 
) manera que no hai cómo equivocarse en cuanto a que los terre- 

; nos concedidos están dentro de los límites aprobados por el con- 

greso. 

El señor Alsina. — No hai qué pensar pues en la provincia de San- • 
tiaffo^ pero creo que no debe nombrarse provincia ninguna, sino 

estal^ilecer una regla jeneral 

El señor ünburu. — En cuanto a las concesiones que hizo la 
prov-incia de Salta, puedo decir que los terrenos concedidos, es- 
**^ dentro de los límites de la provincia de Salta. Guando el go- 
oierr^Q ¿^ Id provincia informe sobre eUos, se verá que son limites claros 
í Wíe.-í marcados. 
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Después de leer las discusiones que preceden, no puede dejar- 
se de notar una conTdsion espantosa de ideas, que es conveniente 
desvanecer, para evitar en la designación de los territorios na- 
cionales, una desviación que puede entorpe«erla o producir con- 
secuencias de gravedad. 

Principiaremos por la adquisición de las tierras públicas. 

El senador por Córdoba, doctor Velez Sarsfield, nos dice que 
desde el principio del gobierno español en América, por haber 
declarado Carlos V que habia sucedido en los derechos de los na- 
turales que ocupaban el territorio, pasó el dominio de este a la 
corona de España; i que después de la revolución de 1810, el do- 
minio del rei de España en el territorio, se trasmitió a nuestra 
nación, la cual hasta hoi lo conserva. 

Pero, si Carlos V por su declaración i por ocupación de una 
parte, Mquirió para la corona de España el dominio en el terri- 
torio, i nuestro gobierno nacional después de 1810 por la declara- 
cioíi de la independencia i por la ocupación, lo adquirió también 
para la nación arj entina^ tendremos por fuerza qué admitir, si 
hemos de ser lójicos, que habiéndose estinguido la nación en 
1820 J declarádose las provincias independientes de ella, es decir, 
que habiendo hecho respecto de la nación lo que ésta habia hecho 
respecto de España, han adquirido dominio en el territorio com- 
prendido dentro de sus limites. 

Desde 1820 la nación arj entina se convirtió en trece estados 
independientes i soberanos, i consiguientemente dueños absolu- 
tos de todo el territorio que se encontraba comprendido dentro 
de los límites que les eran conocidos o convenidos entre los esta- 
dos colindantes. 

Si la nación, surjida de la revolución de la independencia, fuese 
aun dueño del territorio demarcado por los limites de la antigua 
colonia española que llevaba el nombre del vireinato del Rio de 
la Plata ¿con qué objeto podria tratarse de determinar territo- 
rios nacionales, cuando ya lo estarían en la totalidad de su es- 
tension? 

El doctor Velez Sarsfield con el consentimiento espreso de los 
doctores Elizalde, Rawson i Alsina i con el asentimiento tácito 
de los demás miembros del senado, nos han dicho que todo el 
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territorio pertenece a la nación; i si esto es así, ellos mismos han 
incurrido en la mas estraña de las contradicciones, consintiendo 
en la ocupación que las provincias hayan hecho de ese territorio, 
admitiéndoles que sus gobiernos informen sobre sus limites, 
aceptando las ventas de tierras que ellas hayan hecho antes da 
1853, concediéndoles por fin, que ellas se constituyan en jueces 
de sus propios límites, como lo ha dicho el doctor Elizalde, sin 
contradicción de -ninguno de sus colegas. 

Si sé admite que la nación es dueño de todo el territorio, hai* 
que admitir también que las provincias no lo son de parte algu- 
na de él; i por el lado opuesto, si se reconoce que las provincias 
desde 1820 se hicieron estados independientes i soberanos, de- 
berá convenirse que en 1853 al formar el pacto federal, cedió 
cada una, una parte de su soberanía para establecer un poder 
limitado que le garantiese el resto: 'deberá convenirse también 
en la verdad de la declaración de la comisión examinadora de la 
constitución en Buenos Aires, de que la nación, después de la re- 
volución, jamas tuvo tierras públicas; i entonces al lejislar sobre 
territorios nacionales, tendrá que hacerse bajo el principio de 
que esos territorios tienen su oríjen únicamente en concesiones 
de las provincias. 

Admitiendo esta base, la ocupación , las ventas hechas, los 
informes sobre los límites i la autorización de constituirse en 
jueces de la designación de su territorio, tienen su razón de ser 
en el pacto federal de 1853; pero reconocer en la nación una so- 
beranía absoluta en el territorio i admitir en las provincias dere- 
chos propios de esa misma soberanía, o desconocer la soberanía 
en las provincias i admitirla en la nación con limitaciones que 
reconozcan una parte de ella en las provincias, es establecer la 
confusión de los principios, eé quitar a la lejislacion el carácter 
de permanente i revestirla de uno puramente transitorio, espo- 
üiéadola a las alteraciones que la razón i la verdad de los hechos 
tíen^n,'mas o menos tarde, que venir a hacer en ella. 

l^as razones que el señor Velez Sarsfield nos da para persua- 
dirnos de la verdad de que todo el territorio pertenece a la na- 
<^íon^ son inadmisibles; pues, aun cuando en tiempo del gobierno 
^^P^ñol el producto de las ventas de tierras o composiciones, nun- 
^^ Gerenta provincial, sino que entraba en las cajas del gobier- 
^^ jeneral; aunque a las ciudades i pueblos se les señalasen 
*^^enos especiales con el nombre de ejidos para el uso común i 
^^^ el de propios para obtener alguna venta de ellos; aunque 
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nunca se diese a provincia alguna la £icaltad de convertir en 
propiedad los terrenos valiosos dentro de sus limites; aunque las 
circunscripciones de las provincias hubiesen sido solo para el 
gobierno político, no se deduce de todo esto, que lo hecho por 
el gobierno español, esté subsistente hasta hoi, sin haber sufrido 
alteraciones de ninguna clase o que nuestro actual gobierno na- 
cional sea idéntico al antiguo espimoL 

Según éste, el rei por derecho divino era dueño absoluto de 
' todo, i como tal, tenia fiu^ultad para obrar como se lo dictase su 
soberana voluntad. Podia reservarse el producto de las ventas 
de tierras o cederlo a quien quisiera; podia deragnar a los 
pueblos i ciudades, terrenos con el nombre de ejidos i de pro- 
pios, como podia también convertir en propios de otros a esas 
mismas ciudades i pueblos; podia negar o conceder a una 
provincia el derecho de convertir en propiedad los terrenos va- 
liosos de ella i aun de otras; podia por ultimo fijar límites para 
distinguir la propiedad internacional o para cualquiera otro ob- 
jeto que tuviese por conveniente. Todo entraba en la órbita de 
sus fiicultades, estendida hasta donde podia alcanzar su soberana 
voluntad. 

TS[o sucede lo mismo con nuestro gobierno nacional que existe 
por la voluntad i por la creación de las provincias, con las limita- 
ciones que ellas le han puesto en la constitución. 

Los procedimientos del gobierno español por la estension de 
sus &cultades, fueron la causa de la revolución de la colonia que 
se declaró independiente, i asi mismo los procedimientos del pri- 
mer gobierno nacional por la estension de facultades de que se 
creia revestido, lo fué de que las provincias se declarasen inde- 
pendientes de él i se hiciesen soberanas; i como estos hechos han 
alterado radicalmente las condiciones de los pueblos i del go- 
bierno, las razones del doctor Velez Sarsfield que pudieron ser 
tales en el orden antiguo, no lo son en el actual por la misma 
diferencia que existe entre el uno i el otro. 

ISos dice también este señor que desde 1820 las provincias se 
creyeron independientes i con soberanía absoluta en su territo- 
rio; pero que esto importa despojar a la nación de sus propieda- 
des, de sus primeros i mas antiguos derechos, rompiendo los 
vínculos que las unen a ella. Las provincias se consideraron in- 
dependientes i soberanas porque se vieron sin una autoridad con . 
cuya protección pudieran contar, ni cuyas órdenes pudieran obe- 
decer; i cuando los pueblos se encuentran en tal situación, están 
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en su derecho de declararse independientes i hacerse sobe- 
ranos. De que este acto importa un despojo a la antigua auto- 
ridad, o sea simplemente el ejercicib de un derecho lejítimo en 
un pueblo demócrata, no es ocasión de investigar; basta conque 
el procedimiento de las provincias para con la nación esté auto- 
rizado por el ejemplo que esta les diera en el modo de declarar- 
se independiente de la España i de hacerse soberana por solo 
su voluntad. 

Por lo mismo que eran i se creyeron soberanas, no tuvieron 
por qué reconocer aquellos deberes que en el derecho se llaman 
de inacción, puesto que estos corresponden solo a las persona s 
o a los pueblos que tienen obligaciones para con otras personas 
ti otros pueblos, en cuyo caso no se encontraban las provincias 
que desde 1820 no tuvieron mas autoridad que la que existia 
dentro de su territorio, es decir, la propia suya, sin sujecioü a 
ninguna esterior. 

Es de observar también el principio absoluto que nos sienta 
el señor doctor Velez Sarsfield de que el único medio de adqui- 
rir el dominio territorial es la ocupación, el trabajo que es el 
que causa la apropiación del suelo; porque tanto el dominio in- 
ternacional^ como el individual, pueden también - adquirirse de 
un modo derivativo (20), i el trabajo solo puede causar la apro- 
piación, cuando él suelo no pertenece a otra persona o a otra 
nación. Si con esto se pretende desconocer la ocupación o mas 
bien la posesión de las provincias, no podrá desconocerse que la 
nación creada por ellas, no tiene ni una ni otra cosa^ i natural- 
mente ningunos derechos puede alegar fundándose en cualquie- 
ra de ellas. 

Otro de los asertos que, aun cuando está ya rebatido, pero que ' 
no puede dejarse de observar, es aquel en que se nos dice que, 
para que exista el dominio de una provincia en contraposición 
al de la nación, necesario es que esta, antes dueño de todas las 
tierras públicas, haga cesión formal de parte de su territorio, lo 
que recien tendrá lugar cuando el congreso determine los lími- 
tes de cada estado federado. La nación actual jamas tuvo tierras 
públicas, como lo dijo mui bien la comisión examinadora de la 
constitución en Buenos Aires, de la cual el doctor Velez Sars; 
field i el actual presidente de la república fueron miembros; ^ 



(20) Alvarez, adicionado por Velez Sarsfield núm 347; Bello, Derecho interna- 
cional p. 1, cap. 2 núm. 2; Pando, Derecho internacional, §74. 
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íecien cuando se fijen los límites de cada estado federado, ven- 
drá la nación a tener los territorios que queden fuera de esos 
limiteSy que son los que las provincias han convenido en ceder- 
le. Casualmente sucede todo lo contrario: en vez de estar laa 
provincias por adquirir territorio procedente de la cesión de la 
nación, es ésta la que va a adquirirlo por cesión de las provin- 
cias. 

Por la razón de que las provincias eran dueños de su territo- 
rio, ha podido Santafé vender el que se encontrase dentro de sus 
limites, como han podido también hacerlo Buenos Aires i Men- 
doza, aun cuando se hubiesen estendido en sus ventas hasta el 
Estrecho de Magallanes que es su limite por el sur. La estension 

del territorio no altera el derecho de propiedad que se tenga en 
él. No puede tampoco alterarlo ni menos destruirlo, el wmkrz 
de una persona, como nos dice el señor doctor Velez Sarsfield 
que el de Pascual Rosas basta para anular el título de las ventas 
que se hayan hecho en Santafé. Si la persona de don Pascual 
BosaS) como ciudadano i como majistrado, está inhabilitada por 
sentencia judicial fundada en lei anterior al hecho del proceso 
para espedir títulos de propiedad, convengo en que esos títulos 
sean nulos por la inhabilidad de la persona que los ha dado; 
pero niego que la nulidad pueda provenir solo de su nombre, 
porque ninguna lejislacion del mundo ha consignado semejante 
principio, ni podido hacerlo, pues que varias personas pueden* 
tener un mismo nombre, i si una de ellas puede encontrarse 
legalmente privada del ejercicio de derechos civiles i políticos, 
no puede aceptarse como consecuencia que las otras, por solo 
llevar el nombre, vengan a quedar en la situación de ella. La 
privación del ejercicio de los derechos civiles i políticos es una 
pena; no puede imponerse una pena sin la perpetración de un 
delito; delito es la violación de un a leí peual vijente; sería nece- 
sario que existiese una lei prohibiendo a todos los recien nacidos 
de las familias de Rosas recibir en la pila el nombre de Pascual 
con la pena, ipso facto, de privación de derechos civiles i políti- 
cos, para que el solo nombre de Paseual Rosas fuese causa de 
nulidad de un título de propiedad. I si tal lei existiera ¿dónde 
estarían la razón, la justicia i la conveniencia que son las condi- 
ciones esenciales de toda lei? 

Si don Pascual Rosas ha abusado o delinquido en la venta de 
tierras públicas, no son el senado nacional ni los tribunales de 
la nación los competentes para juzgarlo; son los tribunales de la 



l^tovincia de Sahtafé. í ya que he hecho una digresión sobre este 
pant6| 'áebo declarar que no me prppongo defender la persona 
de don Pascual Bosas/ ni atacar la del doctor Velez Sarsfield; 
Boi hombre de principios i no puedo dejar de sostenerlos siem- 
pre que se me presenta la ocasión, prescindiendo absolutamente 
de las personas. 

El setíor senador Velez Sarsfield concluye su discurso emi- 
tiéndonos la idea de que el Gobierno nacional podría encargarse 
de la restitución del precio de las tierras vendidas, para evitar 
que las provincias se perjudicasen con la devolución del dinero 
que ellas habían recibido; i aun Cuando esta idea es una demos- 
tración palmaria de la debilidad de los títulos de la nación a las 
tierras provihciales, no puede aceptarse, por dos razones mui po- 
derosas. Es la primera^ porque esto importaría obligar a la pro- 
vincia a vender hoi a la nación sus tierras por el precio ínfimo 
que antes tenian, inducirla a rescindir sin causa los contratos de 
venta que ella tenia sobre dichas tierras i hacerla cargar con la 
obligación de satisfacer los perjuicios que ella tendría que abo- 
nar a los primeros compradores a quienes les vendió lo que lejí- 
timamente le pertenecía. La segunda razón es que esta idea trae 
consigo la de que el Gobierno nacional puede tomar a una pro- 
vincia el territorio que quiera, con tal de que se obligue a pagar 
la deuda particular de elKi. Esto es igualmente inadmisible^ 
porque cualquier porción de territorio de una provincia, vale 
incalculablemente mas que su deuda; i habia también el incon- 
veniente de que este procedimiento podria convertirse en una 
especulación inmoral, en cuanto los mismos representantes de 
la provincia en el congreso podrían comprar con demérito, si no 
el todo, la mayor parte al menos de esa deuda, i sapcionar el 
despojp del territorio de su provincia con el interés personal de 
ser pagados de sus créditos integramente. Esta seria una de las 
especulaciones inmorales que con taata justicia ha condenado 
^1 señor Velez Sarsfield; i por lo mismo, las provincias ni deben 
tó pueden aceptar ninguna de ambas ideas. 

Para terminar esta parte, réstanme solo dos palabras en con- 
testación al señor doctor Elizalde que nos ha ¿iicho que con la 
disolución de la nación en 1827, las provincias de hecho, no por 
que haya ningún derecho, se han creido con facultad i con el 
dominio de la tierra, dentro de sus límites. Ante todo le diré 
que la nación se disolvió en 1820 } que todos los trabajos desde 
1825 a 1827, no fueron mas que un simple ensayo de construc- 
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cion nacional, en el cual no hai un solo acto de verdadera lejiti- 
midad, i que en consecuencia sea susceptible de producir dere- 
chos en favor de esa nación que no alcanzó a tener un instante 
de vida legal. Después, le diré también que las provincias han 
adquirido derecho en su territorio por la usurpación, o m'as pro- 
piamente hablando en el lenguaje del derecho internacional, por 
la prescripción de mucho mas largo tiempo de posesión del que 
la antigua nación pudo valerse para adquirir contra los dere- 
chos de la España (21). 

Pondré punto diciendo, que los principios falsos de la dis- 
cusión cedieron, en la sanción de lalei, ales verdaderos, estable- 
cidos en el pacto federal, demostrándose asi que estos tienen rai- 
ces aun en la conciencia de los mismos hombres que han intenta- 
do desconocerlos. 

(21) Fbillímore, Derecho interDacional § 265 a 260. 
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EL DiFOfilG DEL EJEGOTiyO DE IlDOZA. 
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Van en seguida la nota del Ministerio nacional del Interior 
con la proposición de limites que se hace para la provincia, i la 
contestación del Poder ejecutivo provincial que puede conside- 
rarse como parte del informe del gobierno de Mendoza respecto 
de limites i posesiones de la provincia, requeridos por la leí de 
17 de octubre de 1862 para hacer la designación de los prime- 
ros. 



1. 



Buenos Aires^ febrero 26 de 1869. 

Al £:tcmo. señor Gobernador de la provincia de Mendoza. 

En el interés de preparar un proyecto de lei que fije definiti- 
vamente los límites de las provincias, el Poder ejecutivo nacio- 
nal ha consultado a personas competentes en la materia, sobra 
los límites de esa provincia, a falta de documentos oficiales feha- 
cientes i claros que los determinen. 

El resultado de las investigaciones relativas a esa provincia, lo 
hallará V. E. consignado en el pli?go que acompaño; i me per- 
mito recomendarle que a la brevedad posible se sirva trasnvitir- 
me su conformidad con los límites proyectados o las observa- 
ciones fundadas que le sujiera dicho proyecto. 

Insisto nuevamente en la conveniencia de que la contestación 
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de V. E. Uegae a este Ministerio, por lo menos á prindpioa d« 
abril próximo, a fin de que no se perjudique por la tardanza la 
provincia de su mando, si alguna reclamación justificada necesi- 
tara hacer sobre este asunto i a fin de simplificar al mismo tiem- 
po este importante i arduo trabíyo. 
Con este- motivo me es grato saludar a V. E. atentamente. 



DaLHAOIO YiLIZ SABSFiniD. 



j_in ir r ■ ■ "* 



MENDOZA. 

LÍMITES TEBBITOBIALES. 

Oeste. 

La provincia de Mendoza confina al oeste con las provincial 
chilenas de Aconcagua^ Santitkgo i Colchagaa; de las cuales se 
halla separada por las crestas nevadas centrales de los Ande» 
que forman la cumbre o linea divisoria de las aguas entre el 
Atlántico i el Pacifico. Esta línea pasa por los picos i volcanes mas 
a&niados de los Andes, como ser el Kevado de los Leones, el Tu« 
pungato, el volcan ¿e Maipo, etc. 

Ncrie i nordeste. ^ 

Al norte i nordeste la provincia de Mendoza confina con las 
provincias de San Juan i San Luis, haciendo su separación a una 
linea que parte de los 82^ 20' a las faldas australes del Alto Ke-* 
vado de Aconcagua; i pasando por algunos pequeSos cordones • 
transversaiesy destacados de las cadenas centrales de los Andes, 
costea el cordón del Paramilloi baja a las llanuras por la que^ 
brada del Bamblon Atravesado, cuyo Cauce profundo i pantano^ 
80, a veces se continúa como linea dívisoriahasta las lagunas de 
Guanacache. En las lagunas esta línea se continúa por el estremo 
norte i nordeste de 'esta rejion i médano salitroso, len el albeo del 
rio que las forma, proveniente de la junción de los rios de Men- 
doza i San Juan hasta el meridiano de la Tranca. Asf, la mayo 



parte de la rejion de las Lagunas, que se halla al sur de esta 
linea, es mendocina. Al nordeste los linderos son con la provin- 
cia de San Luis, de quien la separan los bordes orientales de las 
lagunas de las Quijadas, Algodón, Silverio, María Cruz etc. has- 
ta el Salto del Desaguadero cuyo cauce sigue. 

Este i sudeste. 

. Al este i sudeste la provincia de Mendoza confina con la pro- 
vincia de San Luis, de la cual se halla separada per el cauce cif • 
cuitoso del. Desaguadero, canal natural de desagüe de las lagu- 
nas de la hoya de Cuyo i el cual se continúa en el rio Salado, al 
sudeste, formado de la junción del Bebedero, Tunuyan i Dia- 
mante, hasta terminar con el nombre de Chadi-leubú en la lagu-^ 
na TTrre-lauquen. 

8ud i sudeste. 

En el sud i sudeste, los limites de la provincia de Mendoza 
apesar de lo que dice de Moussy, que la conoce pocoy no pueden 
ser otros que la máijen norte o septentrional del ría Atuel, hasta 
la cual llegan las poblaciones i establecimientos mas importantes 
de la parte austral de la provincia. El rio Atue( nace en las 
crestas nevadas centrales de las cordilleras, formando el valle 
del Planchón; i su cauce, hasta su confluencia con el Diamante i 
el Salado que lo hacen asumir el nombre indio colectivo de 
Chadi-leubú antes de entrar en el lago de TJrre-lauquen, puede 
servar de un limite natural i bien marcada al sur db la pro\dnóias 

MeAdozay junio 1.^ de 1869. 

Al Excmo. señor lAinistrodet Interior de la Bepública. 

Tengo el honor de acusar a V. E. recibo de la respetable nota 
de febrero 26 a la que se sirve adjuntar un proyecto sobre limi- 
tes para la provincia de Mendoza. 

Llegada esta comunicación con bastante retardo i en momen- 
tos que se organizaba el archivo de la provincia donde se en- 
cuentran algunos antecedentes relativos a su fundación, i en la 
necesidad por otra parte de consultar otros áatoa que no se te- 
man a la mano, no fué posible contestar en loa pocos dias que 
quedaban hasta el 1.^ de mayo pasado. 



■^ 
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Hoi 86 incluye copia de un mapa que este gobierno habia man. 
dado bosquejar para servir a los estudios sobre ventas de terre- 
nos valdioSy el que dá algunos conocimientos sobre lo mas im- 
portante que se baila comprendido entre el rio Diamante i el 
Oolorado; al mismo tiempo que fija aproximativamente la ver- 
dadera dirección de los rios'Atuel, Salado i Chadi-leubii. 

Los nociones comprendidas en esta óarta se han recojido con 
mucha escrupulosidad de los planos de terrenos ocupados por 
particulares, de los itinerarios encontrados en las memorias de 
Cruz i Yelazco, en cuanto están conformes, sin desatender las 
ideas que el mismo agrimensor ha adquirido en la parte que ba 
tenido ocasión de recorrer. 

Comparado este craquis con los diferentes mapas de la Bepú. 
blica Aijentina i en especial con el de Woodbinc Parish i que 
parece haber servido de base para el estudio de los limites pro- 
puestos, se observa lo siguiente: 

1.^ El límite oriental en la pai'te norte, empieza efectivamente 
en las Lagunas, i siguiendo la costa del Desaguadero puede to- 
mar después la del rio Salado o Chadi-leubú, el cual recibe las 
aguas del rio Kuevo (Diamante) i mas al sur las del rio Atuel. 

2.^ El límite oeste no ofrece dificultad siguiendo las crestas 
nevadas de la cordillera de los Andes que dan or^en a la corrien- 
te de los rios, 

3.® El límite norte puede determinarse por la prolongación 
de una recta o imajinaria que tocando en las Lagunas i tomando 
la dirección este-oeste llegue hasta la cordillera de los Andes, 
si no se prefiere adoptar como límite natural el rio seco llamado 
Ramblon Atravesado que nace en la cordillera i se prolonga ha- 
cia el oriente hasta las Lagunas. 

4.® El límite sur se estíende hasta el océano i Cabo de Hornos 
si se tiene en vista la carta de fundación de las provincias de 
Cuyo, pero solo está ocupada por establecimientos de crianza 
hasta la márjen norte del rio Grande, que reuniéndose al rio Bar- 
rancas, forman el rio Colorado. Este rio sigue una dirección 
sudeste en. una larga estension hasta que dirije su corriente al 
sur, acercándose, al cambiar de rumbo, a una distancia de diez 
leguas mas o menos al rio Chadi-léubú, llamado comunmente 
Chalileo. 

Si se buscase un límite natural bien marcado en la parte aus- 
tral, ninguno sería mas permanante que la costa septentrional 
del rio Colorado i una línea de poca estension tirada con rumbo 
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^orte-este desde este rio hasta el cerro de Limei-máhaida, situa- 
do en la isla del mismo nombre; pero el terreno comprendido 
entre estos dos ríos, en la parte sudeste, no está todavía ocupada 
como lo está el sudoeste hasta la costa de los afluentes del río Co^ 
lorado* 

Creyendo salvar el inconveniente de dejar dentro déla provin- 
cia un terreno estéríl i desocupado, se ha proyectado un límite 
trazado por una linea recta que nazca en la confluencia del rió 
Grande con el río Barrancas i termine en la confluencia del rio 
Atuel con el Salado; o el de una linea quebrada que tocando los 
dos puntos antedichos, busque el vértice de un ángulo en el'pun- 
to denominado Agva Niteva, o en el pico mas elev&do del cerro 
Pallen; pero este límite así proyectado, ofrece mayores dificulta- 
des para cada ubicación de propiedades i causaría un gran costo 
al tesoro la designación regularmente marcada de una linea per- 
manente. 

Estas consideraciones han decidido al gobierno a proponer co- 
mo el límite mas claro i de fácil aplicación el trazado por una lí- 
nea recta imajinaría que, apoyándose en el pico mas alto del Pa- 
llen i siguiéndola dirección cardinal este-oeste, se prolongue hacia 
el críente hasta el río Chalileo i al occidente hasta la cordillera 
de los Andes. 

La elevación de esa, montana permite fácilmente, ala simple 
aplicación de la aguja, conocer el límite verdadero de la provin- 
cia sin necesidad del ausilio de operaciones periciales, casi siem- 
pre costosas i poeo durables, i la línea que allí se apoyara dejaría 
dentro de la provincia los campos denominados potreros de. Cor- 
dillera cuyo arrendamiento ofrece al tesoro hace ya mas de 30 
anos, una renta anual permanente i de alguna consideración. 

Con las esplicaciones anteriores i mediante el ausilio de la 
carta que se adjunta, es mui fácil notar que es irrealizable fijar 
como límite austral el río Atuel hasta la laguna Urre-lauquen, 
porque a mas de trazar una figura completamente irregular, de- 
jaría fuera de la provincia un gran número de propiedades. 

Como las denominaciones, distancias, configuración de los 
nos, islas etc., difiereni mucho de^ la propuesta en el proyecto, no 
estará de ma& advertir que antiguamente el rio Diamante se jun- 
taba con el rio Atuel como unas doce o. quince leguas al sur da 
San Bafael; por esa razón se daba el nombre de Diamante ala 
reunión de las aguas de los rios hasta su desembocadura en el 
Salado como se nota en algunos ma^as.. Actualmente comunica 
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de nuOTO un brazo del Biamante con el Atoel por mn cauce tu!- 
mediato al rio Diamante viejo. 

La provincia estendió sus poblaciones al sur del río Atael 
hasta tocar por el oeste en el rio Grande, en el ano 8&, después 
déla espedición al desierto. Entonces algunos vecinos compraroa 
al gobierno algunas porciones de tierra para establecimientos de 
estancia, las que estaban defendidas por la guarnición de Sa& 
Bafael que la provincia ha sostenido sin interrupción i con recnr- 
eos propios hasta que el gobierno jeneral tomó a su cargo la de- 
fensa de la frontera. Con motivo de las frecuentes invasiones 
posteriores, los establecimientos han decaído considerablemente, 
pero.no seráóbra de mucho tiempo eljnejorarlos, desde que la 
seguridad de la frontera venga a garantir a los dueños de estan- 
cias los capitales invertidos en ganados.' 

Antes de jurarse la constitución, la lejislatura de la provincia 
hizo varias adscripciones de tierras públicas a los establecimien- 
tos de educación i beneficencia^ afectando esos lotes al pago de 
la deuda que el tesoro de laprovincia habia contraído, disponien- 
do de sus temporalidades; pero no se han llevado a cabo los des* 
lindes i enajenaciones de esas tierras por la inseguridad en que 
hasta hoi se encuentran, pues algunas adscripciones se estienden 
mas al sur del rio Colorado i esos terrenos permanecen haeta hoi 
oclipados por los naturales. 

Con este motivo tengo el honor de saludar a Y. E. con mi 
mas distinguida consideración. 

Dios guarde a V. E.— iV, A^ Vütarmeva. — Daniel F. Barrera,-^ 
JSzequiel S. Ghircia, — O. M. 



II. 



He dicho que la nota precedente puede considerarse solo co^ 
mo una parte del iítforme del Gobierno de Mendoza, porque al 
referirse a éste la lei de 1862, ha tenido también que comprender 
a la lejislatura, como que es, según la constitución, parte intere- 
sada en todo caso en que se penetre en el territorio de laprovin-^ 
cia; i porque en esa nota no se encuentran, respecto de limites i 
posesiones, los conocimientos necesarios 'de que habla la lei para 
que el congreso pueda fijar ios primeros. 

I en verdad que en la nota contestación, ni tenemos especifica- 
dos con claridad los limites con que la provincia entró en el 



.paolo federal, ni hallamod tampoco ana reladcm edplicada de las 
posesiones que ella tiene o ha tenido en el sur. 
Se dice que la provincia solo ha tenido ocupaciones basta la 

\iiiár}en septentrional del rio Grande; pero no es asi, porque éQa 
ha ocupado i ejercido autoridad hasta la máijen austral del rio 
Barrancas, donde aun hoi existe el cacique Juan Agustín Ferra- 
da, sucesor de Nahuel fíirre, quienes siempre estuvieron someti- 
dos a la autoridad de San Bafael. 
« Tampoco se hace mención alguna del reconocimiento de láá 

autoridades de Mendoza por parte de los caciques Caepe, Tori^ 
Melillan i Forran que han tenido i aun tienen el primero i el úl- 
timo sus tolderías en ambas márjenes del rio Keuquen i a una 
distancia no insignificante de las Barrancas. 

Las poblaciones de cristianos en el sur no datan recien desdé 
el ano 85, como se asegura, pues desde el año 24 los habitantes 
de Mendoza empezaron a poblar los campos al sur del Diamante, 
i desde el 26 los del sur del Atuel; i la posesión de los potreros 
llamados de Cordillera que se encuentran situados entre los 
afluentes del rio Grande, data desde mas de cien años, desde an- 
tes de que la provincia de Cuyo peKeneciese al vireinato del Rio 
de la Plata. 
.También se echa de menos la referencia de la población d6 
) los Piñales situada sobre la márjen occidental del rio Keuquen 

i que pertenece a Mendoza, porque se encuentra dentro de sus 

limites incuestionables, aun cuando la provincia no- haya ejerci- 
do sobre ella su autoridad. 
\ Asimismo es de notar que no se haga valer en favor de los 

derechos de Mendoza la posesión antigua de Nahuelhuapi, de la 
que aun hai minas i vestijios dentro de los limites con que la 
provincia entró en el pacto federal. 

AI propio tiempo no han debido omitirse las quince espedicio- 
nes militares de Amigorena que llegó hasta cerca de la con- 
fluencia del Neuquen con el Limai por las dos máijenes del 
primero, lade Aldaoi Benavidez que siguieron todo el curso 
del rio Chalileo hasta su entrada en la laguna de CurracOj quie- 
nes, de vuelta, se estacionaron por algunos meses en Butaló, don* 
de aun existen vestijios de las habitaciones que se construyeron, 
de las cuales algunas han servido por muchos años a cuidadores 
de ganados pertenecientes a la provincia. 

Es de rectificar el error que hai en la afirmación del gobier- 
no, de que el rio Colorado pasa a diez leguas del Chadileubú, 
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porque es sa'bido que apenas media una distancia de cuatro le- 
guas desde el cerro de Choiquimahuida hasta el Colorado. 

No es de estrañar una omisión o un error cualquiera, si se tic- 
te en.cuenta que nuestro territorio austral ha ido distanciándo- 
senos gradualmente, desde que la provincia entregó a la nación 
el cuidado de su frontera, desde cuando sus posesiones han ido 
poco a poco levantándose hasta verse hoi contenidas por la m&r- 
jen septentrional del Diamante; mas no porque esto haya suce- 
dido, sin concurrir de parte de Mendoza ni la voluntad, ni la 
omisión, puede dejársele de reconocer sus derechos hasta donde 
ella haya ocupado en otros tiempos. 

Como se vé,- la contestación del Poder Ejecutivo de la provin- 
cia, como que no contiene todos los conocimientos necesarios 
para la fijación de los limites, después de tener en consideración 
las posesiones, puede solo considerarse como una parte del infor- 
me del gobierno de Mendoza o mas bien como una manifesta- 
ción de disconformidad con los límites propuestos por el Minis- 
terio del Interior, 



EL PfiflYECTO DE LEÍ 

SOBRE TERRITORIOS NACIONALES. 



Si en las discusiones del Senado en 1862 se hubiesen estable- 
cido los verdaderos principios, habrían quedado fijados los pun- 
tos de partida en la designación de los territorios nacionales, i 
ni el señor Orono habria formulado su proyecto de la manera 
que lo hizo, ni el que actualmente se encuentra en el Senado, 
amenazando el territorio de algunas provincias, habria llegado 
a ascender hasta colocarse a la orden del dia. 

Para ocuparnos de él, creemos conveniente insertarlo a conti- 
nuación. 

L 

Honorable señor: 

La comisión de limites, después de numerosas conferencias en 
que se espusieron las diversas cuestioi^ed relativas a su cometido, 
convencida de que, no siendo posible'por ahora fijar* el pormenor 
de los límites de cada una de las catorce provincias que consti*- 
tuyen la nacionalidad arj entina, por falta de una carta topográ" 
fica auténtica del territorio i costas de la República, obra larga 
i dispendiosa, pero trabajo previo, indispensable para ese objeto, 
considerando, por otra parte, que ninguna urjencia apremiante 
haj, toda vez que pueda continuarse sin inconveniente el sútu 
quo de los límites provinciales en sus actuales condiciones, 
mientras no'surjan cuestiones que el Congreso tenga que dirimir, 
i que en realidad lo único urjente para las exijencias de la sitúa- 
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cion, es la declaración de los territorios destinados a ser ocupa* 
dos por la nación, medida que se hace indispensable, sobre todo 
para las necesidades del servicio i seguridad de fronteras interio- 
res, ha creido que lo único posible i permitido en sus atribuciones 
era el arreglo de un proyecto de loi de territorios nacionales 
con la perfección compatible con las circunstancias en que se 
encuentra la comisión. 

Por este medio queda también desempeñado el cometido es- 
pecial de la comisión, pues determinados los terrenos nacionales, 
lo resultante es los limites entre las provincias i la nación, de- 
jando los límites interprovinciales para cuando el congreso sea 
llamado a estatuir constitueionalmente sobre ellos. 

PROTECTO DE LEÍ. 

El Senado i Cámara de diputados etc. 

Art. 1.° Decláranse nacionales i sujetos a la jurisdicción esclu- 
siva de la autoridad nacional, para los objetos de seguridad de 
fronteras esternas e internas, población, colonización, adminis- 
tración i enajenación de tierras públicas, según las leyes del Con- 
greso nacional, los territorios arjentinos siguientes: 

1,° Eíi el norte el territorio nacional comprendido entre el rio 
Filcomayo al sudeste, el rio Paraguai al este, las fronteras do 
BoUvia al norte i la provincia de Salta al oeste, inclusas la&islas 
adyacentes con la designación de territorio del Filcomayo. 

2,^ m territorio nacional comprendido entre la linea divisoria 
con Bolivia al norte, los rios Pilcomayo, Paraguai i Bermejo e 
islas adyacentes al nordeste, este, sur i sudoeste con esclusion de 
Jas poblaciones de la provincia de Scdta sobre el rio Bermejo miéniras 
no sean cedidas a la nación; i las fronteras de esta última provincia 
ul oeste, con la denominación de territorio del Bermejo. 

ZP El territorio nacional comprendido entre las márjenes del 
rio Bermejo al norte; una línea tirada desde Palo Santo, punto 
quince leguas al sur de la colonia Ilivadavia sobre el Bermejo; i 
otro punto sobre el rio Salado en los 26* 15* latitud sur, saloo 
los derechos de posesión de la provincia de Santiago; las márjenes del 
mismo rio Salado al sudoeste; otra linea tirada desde el fuerte 
Constitución sobre dicho rio Salado hasta la embocadura del 
arroyo del rio en el Paraná, al sur; sirviéndole de limite al este, 
la márjen derecha de los rios Paraguai i Paraná con 1^ designa- 
ción de territorio de Gran Chaco. 
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4.^ Al este el territorio comprendidido entre el meridiano de 
los 58° al oeste del meridiano de París, previa cesión de dicho UnrU 
torio "por h provincia de Córríentes; el rio Paraná al noroeste; el 
rio Iguazú'al norte; la frontera del Brasil al este, .i el rio Urnguai 
al sudeste i sdd con la denominación do territorio de Misiones. ' 

5.° En el sur, el territorio comprendido entre una línea tirada 
desde la márjen del rio Colorado pasando por la extremidad oeste 
de la cierra de la Ventana, siguiendo el meridiano hasta tocar el 
paralelo de los 84** que lo separa de las provincias de Santafé i 
Córdoba hasta llegar al Lechazo o Tres de Febrero; i de alli 
bajando por el meridiano al paralelo de los 35^ que lo separa de 
la provincia de San Luis hasta tocar la márjen del rio Nuevo al 
norte; el rio Nuevo que lo separa de la provincia de Mendoza 
hasta el rio Diamante i de allí el rio Chadi-leubú, lalagnna Urre- 
lauquen i una linea entre esta i la márjen izquierda del rio Gran- 
de o Colorado, al oeste i sudoeste; i al sur la márjen septentrio- 
nal del rio Grande o C olorado con la designación de territorio, 
de la Pampa. 

6.® El territorio comprendido entre los rios Grande o Colora- 
do al norte i el rio Negro al sur, teniendo por limites la linea 
divisoria délas aguas en las cumbres.de los Andes i las márje- 
nes del rio Neuquen al oeste i sudoeste; i al este una linea tirada 
a 40 leguas de las costas del Atlántico hasta la márjen septen- 
trional .del rio Negro que lo separa de las posesiones de la pro- 
vincia de Buenos Aires, con la denominación de territorio del 
Üio Negro. 

7'^ El territorio comprendido entre los rios Negro i Limai al 
norte i noroeste i el rio de Chubut al sur, teniendo por limites 
al oeste la linea divisoria de las aguas en la cordillera de los 
Andes; i al este las costas del océano Atlántico inclusas las islas 
adyacentes, con la designación de territorio de Chubut. 

8.® El territorio comprendido entre el rio de Chubut al norte 
i el rio de la Santa Cruz al sur, teniendo por limites la linea di- 
visoria de las aguas en la cordillera de los Andes al oeste i las 
costas ¿el océano Atlántico, inclusas las islas adyacentes al este, 
con la designación de territorio de Paiaffonia. 

9.^ El territorio comprendido entre el rio 4e la Santa Croa ai 
norte i las aguas del Estrecho de Magallanes, inclusa la . tiértá 
del Fuego e islas adyacentes, al sur; teniendo por limites al oeste, 
la línea divisoria de las aguas en las cumbres d^ los Andes pa- 
tegdnicos i las costas del océano Atlántico, inclusas las islas ad- 
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yacentes al este^ bajo la denominación de territorio de Maga- 
Uanes. 

10. En el oeste» i a las faldas de los Andes, el territorio com- 
prendido entre el rio Keuquen al norte, nordeste i este; el rio 
Limai al sudeste i sor i la línea divisoria de las aguas en las 
cumbres de los Andes al oeste, con la designación de territorio 
de Limai. 

11. El territorio comprendido entre el rio Diamante que lo 
separa de la provincia de Mendoza al norte; el rio unido del 
Diamante i Atuel, al nordeste el Cbadi-leubú i una linea tirada 
de la laguna de ürre-lauquen al rio Colorado o Grande que lo 
separa del territorio de la Pampa al este; el rio Grande o Colo- 
rado al sur i la linea divisoria de las aguas en la cordillera de 
los Andes al oeste, con la denominación de territorio de los 
Andes. 

Art. 2.^ Los límites señalados por esta lei a los territorios na* 
clónales especificados en los incisos anteriores, deberán tenerse 
como límites legales para las provincias colindantes. 

Art. 3.^ El Poder Ejecutivo de la nación procederá en el mas 
breve plazo posible a hacer la esploracion o mensura del todo o 
de parte de los territorios nacionales determinados por esta lei, 
debiendo presentarse al Congreso el resultado de estas opera» 
clones. 

Art. 4.^ Las colonias i establecimientos particulares que se 
hallen dentro de los limites declarados nacionales, quedarán des- 
dé la sanción de esta lei sujetos a la jurisdicción esclusiva de las 
autoridades nacionales i a las leyes que el Congreso de la nación 
dicte a su respecto. 

Art. 5.° Comuniqúese al P. E. 

Sala de comisiones, setiembre 21 de 1871. 

-B. Mire. — £. Vaüefo. — Jium lAerena. — José Mamtel Arias^-^ 
I. E. Tarrent. 



La comisión tiene el honor de acompañar el presente proyecto 
de lei con una carta jeográfica de la República en la que están 
designados con lineas rojas los distintos territorios nacionales 
que por él se proyectan.— Jfiíre.— VaUejo.—Llerem.'-^Arias,^ 

2WrenL 
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II. 



Como se demuestra por el proyecto mismo, la idea dominante 
en sus autores, es la de una nación dueño, la de una nación ab- 
sorvente de las provincias que la crearon. El objeto principal del 
proyecto es la designación de los territorios nacionales, hacién- 
dose depender de está operación, la fijación de los limite^ pro- 
vinciales como cosa accesoria. 

La comisión no cree posible fijar los limites de cada una de 
las catorce provincias que constituyen la nacionalidad arj entina, 
por la falta de una carta topográfica autentica del territorio i 
costas de la República, obra que creo larga i dispendiosa, pero 
trabajo preciso, indispensable para ese objeto; sinembargo, para 
la designación de los territorios nacionales ha tenido ella la fa- 
cilidad de encontrar o de hacer un mapa. 

Asimismo considera que ninguna urjencia apremiante hal 
para la fijación de los limites provinciales, por no presentarse in- 
conveniente alguno que estorbe la continuación del statu quo 
de ellos en sus actuales condiciones, mientras no surjan cuestio- 
nes que el congreso tenga que dirimir; pero encuentra, en reali- 
dad, urjente para las exijencias de la situación, la declaración de 
los territorios destinados a ser ocupados por la nación, por ser 
medida que cree indispensable, sobre todo para las necesidades 
del servicio i seguridad de las fronteras interiores. 

Si puedo convenir en que algunas de las exijencias de la sitoa- 
cion consistan en atender las necesidades del servicio i seguri- 
dad de las fronteras, no lo puedo en que esas exijencias alcancen 
a ser satisfechas con la designación de los territorios nacionales, 
porque los recursos abundantes con que cuenta el Gobierno na- 
cional, no hacen indispensablemente necesarias las cantidades 
que él obtendrá por la enajenación de esos territorios; i aun 
cuando no fuese así, tampoco puedo convenir en que por satisfa- 
cer necesidades de la nación, pueda sacrificarse los intereses de 
las provincias, prescindiendo de condiciones espresas, consigna- 
das en el pacto federal. 

En el inciso 14 del art. 67 de la constitución se declara termi- 
nantemente que serán territorios nacionales los que queden 
fuera de los limites que se asignen a las provincias. La asigna- 
<íion de los límites provinciales es, pues, un acto previo a la de- 
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•ignacion de los territorios nacionales. Mientras no se paeda pro- 
ceder a lo primero por falta de una carta o por la de los conoci- 
mientos necesarios que deben üominietrar las provincias respecto 
de BUS posesiones, como lo manifestó tan propiamente la lei del 
Congreso de 1862, no puede naturalmente tratarse de lo segundo 
que es su consecuencia. 

La comisión no debe dejar de. conocer la diferencia de resulta- 
dos con la' inversión del orden establecido en la constitución, 
porque efectivamente la hai enorme, entre observar las condicio- 
nes del pacto federal para fijar los limites de las provincias, de- 
signando en consecuencia, los territorios que ellas cedan a la 
nación, que son los que queden fuera de esos límites, i designar 
los territorios nacionales, dejando con ello fijados los limites 
provinciales; porque en el primer caso se determinan de un mo- 
do claro i permanente los territorios que han de ser de la nación 
sin ocasionar peijuicios alas provincias, i en el segando se toma 
a estas, posesiones que nunca intentaron ceder, se forma una 
causa de cuestiones frecuentes i dispendiosas para la declaración 
legal de la nulidad de una lei que, interpretando torcidamente la 
constitución, tiene mas tarde o mas temprano que ser declarada 
inconstitucional, i se deja la estension de los territorios conside- 
rados tan impremeditadamente nacionales, sujeta a las resolu^ 
cienes judiciales que se pronuncian reconociendo por de la pro- 
vincia lo que la lei habia declarado como perteneciente a la 
nación. 

I si el último recurso que queda a las provincias débiles como 
Mendoza, de someter a la interpretación judicial las disposicio- 
nes de lá constitución, cuando la fuerza quiera desconocerles el 
derecho, se considera un resorte gastado i sin fuerza para pro- 
ducir la acción de la justicia que le acompaña, debe tenerse pre- 
sente que solo la razón, la justicia i la verdad son estables en 
este mundo i que la Providencia sabe también prestar su apoyo 
al débil para resistir la arbitrariedad, la injusticia, la iniquidad 
del poderoso. 

Parece que la comisión estuviese bien apercibida de la debili- 
dad de Mendoza, desdé que ha tenido en menos hacQrle el honor 
de considerarla en el carácter de uno de los estados federados i 
de reconocerle igual política con los demás; porque desconocien- 
do los males inmensos que le ha producido su entrada en el 
pacto federal, en el que, de estado independiente i soberano que 
era, ha descendido a asumir el rol triste i humillante de feudo d^ 
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la nación, pretende arrebatarle nueve décimas partes de su ter- 
ritcnio, incluyendo en él posesiones de importancia, sin preocu- 
parse por un instante del consentimiento de su lejislatura. 

Si la comisión hubiese procedido de igual manera para con 
las otras provincias, podria decirse que lo habría hecho obede- 
ciendo a esa tendencia al despotismo que es natural en nuestro 
pais en cada hombre que ejerce autoridad; pero al respetar con 
Una mención espresa las poblaciones de la provincia de Salta 
en la designación del territorrio del Bermejo, al salvar los dere- 
choB de posesión de la provincia de Santiago dentro del territorio 
proyectado con el nombre de Gran Chaco, al reconocer el dere- 
cho de la provincia de Corrientes en el territorio que denomina 
de Misiones, se singulariza con la provincia de Mendoza, for- 
mando dentro de ella seis territorios i tomándole mas de cien 
leguas de latitud en posesiones, sin recordar que ella tiene dere- 
chos, que tiene una lejislatura sin cuyo consentimiento no se le 
puede quitar un palmo de terreno, según el convenio celebrado 
en el pacto federal * 

Pero este procedimiento que importa una burla que se hace de 
la posisiou triste de la provincia de Mendoza, poniéndola a la 
picota del congreso para que sus hermanas lanzen sobre ella su 
desprecio, abusando de su indefensaBilidad, es una lección tre- 
menda para todas, de la suerte que les espera, si echando tierra 
sobre el convenio de confederación, se completan las mas fuer- 
tes para destruir la autonomía de las mas débiles. 

Por otra parte, ni hai razón ni justicia para menospreciar a 
la provincia de Mendoza por su estado actual de impotencia o 
por su nulidad política, porque ella no se ha colocado en esa si* 
tuacion por su libre i espontánea voluntad: ella ha sido reducida 
por la fuerza a la impotencia i a la nulidad. 

El dia que al pueblo de Mendoza se deje en libertad para re- 
presentarse en el ejercicio de su soberanía delegada i reservada; 
el dia que se disuelva ese cuerpo permanente de reserva con que 
se le usurpa el derecho de sufrajio; el dia que el mendocino no 
tenga que temer la destinación a las tropas de línea por tomarse 
la libertad de nombrar representantes que no sean los que se le 
imponen por la fuerza; ese dia, tendrán las otras provincias oca- 
sión de ver a Mendoza ocupar un puesto distinguido en la nacio- 
nalidad arjentina i de reconocer que ella, ni es nula ni desprecia- 
ble; i si su mala suerte le tiene vedada esta satisfacción, han de 

tener también sus hermanas ocasión de ver que Mendoza, can- 
il 
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Bada de ser esclava, ha de sacudir al fin el yago de fierro que se 
le ha puesto, ha de romper las cadenas con que se la aprisiona, 
para reconquistar sus libertades usurpadas o para sucumbir bajo 
el poder del opresor, antes de seguir soportando su ignominia 
de sierva. 

Si al tomar el rio Diamante como limite de la provincia al 
sur, se ha hecho porque las ocupaciones de Mendoza no pasan 
hoi de la márjen septentrional de ese rio, debe tenerse en consi- 
deración que las posesiones que Mendoza llevó hasta mas allá 
del rio Barrancas, mientras tuvo a su cargo la defensa de la fi*on.* 
tera, le suministran titules que no pueden invalidarse porque 
las ocupaciones se hayan perdido mientras la nación se encarga- 
se de esa defensa, pues Mendoza conserva sus derechos en virtud 
de que la posesión no deja de ser continua, porque un obstáculo 
ñsico o de fuerza mayor la paralice momentáneamente. Una vez 
adquirida, es mas un derecho que una continuación de hechos; 
derecho cuya pérdida jamas autorizaron la lei jeneral de las na- 
ciones ni las leyes del derecho civil, porque la faerza superior 
de los hombres o de la naturaleza o una violencia estranjera 
hiciera discontinuar su ejercicio. La posesión orijinaria se per- 
petúa indefinidamente mientras que el soberano del territorio 
no haya hecho actos indudables de abdicación de su dere- 
cho (22). 

Estos principios se consignaron sustancialmente en las discu- 
siones que precedieron a la sanción de la lei de 1862 sobre ter- 
ritorios nacionales, cuyas disposiciones parece que ignorase com- 
pletamente la comisión actual de limites en el Senado de la na. 
cion. 

(22) Velez Sarsfíeld, Esposicion de los títulos del gobierno de Chile, etc. 



LIMITES DE HENDOZA. 
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Como poí la lei del Congreso de 1852 serán territorios nacio- 
nales los que queden fuera de los limites o posesiones de las pro- 
vincias, veamos cuales son los limites de Mendoza. 

Supongamos que en el archivo existe el acta de la fundación 
de Cuyo, u otros documentos que hagan relación de la estension 
territorial que se dio a esta provincia; pero, como no están a mi 
alcance, me valdré de los otros datos que han podido llegar a mi 
conocimiento. 

El doctor Velez Sarsfield en su discusión de los títulos del 
.gobierno de Chile a las tierras del Estrecho de Magallanes, co- 
pia de la relación histórica del reino de Chile por Ovalle, las si- 
guientes palabras : "En las divisiones que se hicieron del ámbi- 
to i jurisdicción de las Indias occidentales, le arrimó el rei al 
reino de Chile las dilatadas provincias de Cuyo, las cuales em- 
parejan en lonjitud, dos tantos mas (23). Según esto, puede di- 
vidirse el reino de Chile en tres partes, la primera i principal, 
la que se comprende entre la cordillera nevada i mar del Sur, 
la cual se llama propiamente Chile. La segunda, las islas que 
por este mar están fundadas por toda la costa hasta el estrecho 
de Magallanes; i la tercera que contiene las poblaciones de Cu- 
yo, que están en la otra banda de la Cordillera, que se estiende 
por lo largo hasta el mismo estrecho, i por lo ancho hasta los 
confines de Juan Fernandez" (24). 



(23) Ovalle, libro 1.^, cap. l.«, páj. 1. 

(24) Id. id. id. id. 2. 
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El mismo autor, hablando después especialmente de la* pro^ 
vincia de Cuyo, dice : "Los confines de esta provincia de Guyo^. 
por la parte del occidente, son Chile; por la del Oriente, son las 
pampas llamadas del Rio de la Plata .i parte de la gobernación' 
de Tucuman, que coestendiéndose desde allí hasta las de la mo-* 
ja i tierras de San Miguel con todo lo demás que le comprende* 
hasta Jujui, le hacen lado por la banda del Norte; i por la del' 
Sur, el estrecho de Magallanes (25), 

Otro historiador, cuya obra manuscrita, asegura el doctor Ve- 
lez Sarsfield que existia en poder del doctor Seguróla en Bue- 
nos Aires, por haber muerto su autor en esa ciudad de viaje pa- 
ra España, adonde iba desde Chile con la intención de impri- 
mirla, dá a Cuyo los mismos límites. Esta provincia, dice, con- 
fina por el Occidente con el reino de Chile, mediando la cumbre 
de la Cordillera, por el Oriente con la de Tucuman por los tér- 
minos de la ciudad de Córdoba, por el Norte con la Rioja, co- 
marca del citado Tucuman, i por el Sur hasta el mar del Nor- 
te (26). 

Hablando luego de la fundación de la ciudad de Mendoza, di- 
ce : "Es la ciudad capital de la provincia, cuyos limites señala 
el correjidor de ella, Gonzalo de los Rios, en una certificación 
de méritos que dio a Francisco Saens de Mena en 26 de mayo de 
1567, en que vierte : de la ciudad de Mendoza, capital de esta 
provincia de Cuyo, nuevo valle de la Rioja hasta Carea, Tucu- 
man con Loja, Comechicones hasta Magallanes i mar del Nor- 
te (27). 

Determinados los límites de Cuyo por el norte, poniente i sud,< 
veamos cuales eran los del naciente. El doctor don Alonso de- 
Solorzano i Velasco, en un informe que paso a Felipe IV sóbre- 
las cosas de Chile, desde Santiago, en 2 de abril dé 1657, al' 
principio dice : 

"Este reino de Chile, fin i remate de la austral América, por 
la parte del norte se corresponde con el del Perú, comienza del 
grado 25 al polo antartico, pasado el trópico de Capricornio i 
corre de largo quinientas leguas hasta el estrecho de Magallar 
nes que está en 50 grados; estiéndese por lo ancho de su juris- 
dicción hasta eiento cincuenta leguas en linea directa desde el leste 
a oeste (si bien que lo mas ancho de lo que propiamente llama- 

• _ 

(25) Ovalle, übro 2, c»p, 7.*» 

(26) Pérez Garda, Listona de Chile," libro !.•, cap, 34. 
^27) Pérez García, IBstori* 4e Chile, lib. 6.o, cap. 10. 
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mos Chile, no pasa de veinte a ti'einta leguas qtie sdü litd que se 
contienen entre el mar i la cordillera nevada) procede lo referi- 
do, comprendidas las provincias de Cuyo en sil latitud, toda la 
tierra doblada i montuosa, de caudalosos ríos donde lo mas del 
año llueve. Tiene por vecino a la banda del iloi*te, las provincias 
^e Atacama i las ricas minas de plata de Potos!, i al oriente 
"Tucuman i Buenos Aires, con quien, corriendo al noídeste, se 
continúa el Paraguai i Brazil." 

Loa limites orientales designados en este informe, concuerda^ 
«^con los que ha tenido la gobernación de Buenos Aires, cuyas 
posesioBCs mas avanzadas llegaron hasta Salinas Grandes que 
-son nn iaimenso depósito de sal, formado en las inmediaciones 
-orientales de la laguna de Curraco o CTrrelauquen, probablemen- 
te por los desbordes de ella, i esta laguna se encuentra mas o 
'm.enos a cien leguas de distancia al naciente de la cordillera de 
los Andes. 

La xmiformidad i congruencia de estas relaciones, no dejan lu- 
. jar a la menor duda de que los limites de la provincia de Cuyo 
lian sido, desde un principio, los que ellas designan: por lo me- 
moSy no existen otras que les contradigan; i como la desnienbra- 
«cion de su territorio, que tuvo lugar por la sublevación de los 
j>ueblos de San Juan i de San Luis en 1820, no puede estender- 
Be a mas que a lo que esos pueblos ocupaban materialmente, en 
razón de que ellos se hicieron independientes sin el consenti- 
miento de su autoridad que residia en la capital de Mendoza, to- 
do lo demás del territorio de Cuyo pertenece a esta provincia. 

En esta intelijencia, Mendoza se dio una lei de limites deter- 
minándolos por tres rumbos i dejando el de el naciente para 
arreglarlo de acuerdo con las autoridades de las provincias veci- 
nasy San Luis i Buenos Aires, como se verá por su contenido, 
<JU6 es del tenor siguiente: 

Mendoza^ octubrt 7 de ISSi. 

Al fixcmo. Señor Gobernador i Capitán jTeneral de la Provincia. 

La Honorable Lejislatura de la Provincia, en^eedonde eataf»- 
cha, usando de las facultades ordinarias i estraordinarías que in- 
viste, ha acordado el siguiente proyecto de lei: 

Art 1.^ Siendo constante la guerra injusta i dolorosa^qnelos 
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indijenas del snd han hecho a la provincia por mas de eiuco 
aSos, i que los perjuicios han ascendido a una sunta incalculable 
con la pérdida de tantos habitantes, con inclusión del Exmo. Se- 
ñor GK)bernador i su plana mayor, ha resuelto no se les admita, 
a los de la frontera, a nuestra amistad, sin la calidad de una su- 
jeción absoluta. 
/ 2.^ Conforme al anterior articulo se declaran por limites de 

la frontera de la provincia de Mendoza los siguientes: por el 
Sud la costa del Océano Atlántico; por el Oeste la Cordillera 
de los Andes; quedando los del Este hasta que las autoridades 
de acuerdo con las de la provincia limítrofe, los demarquen. 

8.° El territorio que comprende el artículo anterior es, desde 
esta fecha, una propiedad de la provincia. 

El Presidente infrascripta al trascribir esta honorable resolu- 
ción, se honra en saludar a Y. E. con las consideraciones de su 
mas alto aprecio i respeto. 

Dios guarde a V. E. muchos anos, — José Santos Itamirez.— 
Benjamín Castro, secretario. 

Mer.d)zaj octubre 7 de 1834. 

Cúmplase la presente honorable resolución, i dése al Rejisn 
'tro. — MbUna,"^ Pedro José Pelliza. 

Esta lei, comunicada a los gobiernos de las otras provincias, i 
especialmente al gobernador de Buenos Aires, encargado de las 
relaciones esteriores, nunca mereció observación de ninguna 
clase ni de parte de los primeros, ni del segundo; i desde que 
los estados limítrofes la aprobaron o consintieron, no hai por 
qué abrigar la mas leve duda de que el territorio comprendido 
dentro de los límites que ella designa, es de la propiedad de la 
provincia de Mendoza. 

Ella lo ha considerado así al consignarlos en el artículo pri- 
mero de la constitución, espresando que la provincia de Mendo- 
za con los límites territoriales designados en la lei de 7 de Oc- 
tubre de 1834, hasta ulteriores arreglos del Congreso Jeneral, 
es parte integrante de la Confederación Arj entina; i el Congre- 
so Nacional ha aceptado los límites con que ella entraba en esa 
constitucion en 22 de agosto de 1855 por medio de la lei si- 
guiente: 
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Art. 1.^ Apruébase la constitución sancionada por la asam- 
ble constituyente de la provincia de Mendoza, en 14 de diciem- 
bre del año próximo pasado de 1854. 

Art. 2.° Esceptúase de la aprobación anterior, todo el art. 17, 
las atribuciones 19'i 22 del art. 20; la última parte de la atribu- 
ción 1.* del art. 43, que dice: "i las leyes i decretos del gobier- 
no nacional," la atribución 4.^ del mismo articulo; el 46; el úl- 
timo inciso del 70 i todo el art. 73. 

Art. 3.° Comuniqúese al Poder Ejecutivo. — Salvador M. del 
Carril. — José B. Grana. 

Si el Congreso Arjentino no hubiese estado conforme con lo 
limites con que Mendoza entraba en la federación, le habria 
esceptuado su aprobación, como lo hizo con algunas de las dis- 
posiciones que contenia su constitución, según se vé en la lei 
recien trascripta; i si ese mismo congreso hubiese creido por un 
instante que todo el territorio pertenecía a la nación, no habria 
consentido en que Mendoza se apropiase el que ella encerraba 
dentro de sus límites. 

Así, pues, los de la provincia de Mendoza, aceptados por el 
Congreso Nacional, son los que ella fija en el artículo primero 
de su constitución. 



POSESIONES DE lENDOZA, 
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Mendoza posee todo el territorio que le demarcan ana limites; 
i si se pretende desconocer o debilitar sn derecho por considerar 
ocupada una parte de su territorio por los naturales, o por supo- 
nerla vacante, debe en el primer caso tenerse presente el princi- 
pio umversalmente admitido en derecho de j entes, de que el ca* 
^ador salvaje o el pastor nómade, no adqijiere el dominio de la 
tierra por la que vaga (28): como debe también reconocerse que 
flon tierras vacantes solo aquellas que están sin poseedor actual 
fuera del recinto del pais ocupado por una nación; pero no son 
tierras vacantes por el derecho publico, ni por el derecho priva- 
do, las que están comprendidas dentro de los limites de un esta* 
do, aunque en ellas no haya posesión u ocupación presente. El 
derecho público sigue en esta parte los principios del derecho 
privado* Al señor de un terreno no se le podria decir que no po- 
seyendo ni ocupando toda su propiedad por una posesión actual 
i material, la parte vacia es un terreno vacante que pertenece 
al primer ocupante o al dominio público del estado. Una vez to- 
mada la posesión con un titulo legal, ella continúa sin necesidad 
de acto material alguno, por fuerza solo de la voluntad propia. 
Mientras que el territorio no se haya dejado por abandonado, la 
posesión de una sola parte se estiende al todo i conserva los de- 
rechos orijinarios. No solo los conserva, sino que los legaliza i 
confirma, tal como lo haria la posesión natural. La provincia de 
Mendoza por no haber poblado todas sus tierras auatralet, tá ha 



^28) Schtoalz, Derecho de Jentes europeo, lib. 4, clip, 1. 
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perJIJo sus derechos ni la nación ha adquirido el de ocuparlas 
como tierras vacantes. La posesión que tomó desde tantos años, 
I a ha conservado de una manera legal, sin serle preciso por el 
derecho de jentes o por el privado, de otros actos posesorios que 
los que ha ejercido. Los hechos esteriores necesarios para con- 
servar un derecho adquirido, no deben precisamente ser del mis- 
mo carácter, tan frecuentes i tan públicos como aquellos que la 
lei délas naciones o el derecho privado exije para adquirir lo 
que no se ha tenido. Los principios de la jurisprudencia univer- 
sal nos enseñan que la posesión se continúa i se conserva por Ib, 
Bola Yolxmtad de seguir en ella hasta que una voluntad contraria 
no se manifieste, sin necesidad de hechos materiales i esteriores. 
El tjue abandona la cultura de su campo, no por eso abandona 
la posesioin de él, pues su intención sola mantiene sus derechos 
posesorio^. Por otra parte, cuando la posesión está fundada so- 
bre un título a toda una cosa o a un territorio deterEninado, la 
posesión de solo una parte de él, abraza toda la estension del 
título (29). 

Asi, pues, ni la ocupación por los naturales ni la supuesta 
vacancia de las tierras, causa la mas pequeña alteración en los 
derechos de posesión que tiene Mendoza, sobre todo el territorio 
comprepdido dentro de sus limites; pero como ella ha tenido la 
intención de ceder a la nación una parte de sus tierras inocupa- 
das, veamos cuales son aquellas que ha ocupado o en las que ha 
tenido una posesión material, porque ella siempre ha. querido 
reservárselas. 

La primera i mas antigua de las poblaciones del territorio 
mencionado es la de los ArholeSy situada a mui corta distancia al 
noroeste de la laguna de Curraco o Urre-lauquen. Esta pobla- 
ción de la que aun quedan ruinas i vestijios de los edificios de 
un pueblo ordenado, i multitud de árboles europeos trutales de 
toda clase, que atraen al lugar, en las estaciones de estío i o\<inOt 
en busca de fruta, gran número de indios, no solo de los ranque- 
les, sino también de los pehuenches i huiliches, tiene un orijen 
bien estraño i aun no conocido. 

Don Luis de la Cruz que en 1806 hizo un viaje desde Penco 
hasta Melincué, supo por los naturales después de haber pasado 
el Coluleubú o rio Grande i en el lugar llamado Puelce, en el 
cual hizo su vijésima jornada el 17 de mayo de ese año, que há- 

(29) Velez Sarsfield, Discusión de los títulos del gobierno de Chile; etc. 
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cía el naciente existían en Dihuacabel los vestíjios de una anti- 
gua población de cristianos que habian plantado muchos árboles 
fratales de toda clase a donde ocurrían las diversas indiadas i 
encontraban fruta para todos, sin poder dar. noticia alguna de 
quiénes hubiesen sido los fundadores de esa población. Wodbine 
Parisb en su obra sobre las provincias del Rio de la Plata, i en la 
sección de la de Buenos Aires, nos hace referencia dd coronel 
García que en 1823 vino a Salinas-Grandes en la última espedir 
cion a llevar sal, i tuvo noticia por los indios de que al noroeste 
existian las ruinas de una antigua población de cristianos i aun 
habla gran número de árboles frutales de donde se proveían los 
indios en la estación correspondiente, sin haber podido averi- 
guar el oríjen de esa población, de la que los indíjenas no con- 
servaban tradición alguna. El coronel Velazco que llevó el dia- 
rio de la espedicion de Mendoza en 1833, nos dice que el cacique 
Barbón, de la isla del mismo nombre, en el Chalileo, declaro que 
al sudeste existia un lugar con innumerables árboles frutales en 
donde aun se veian señales de la existencia de una población 
de cristianos* Sin conocimiento alguno de estas relaciones, i te- 
niéndolo solo por el dicho de algunos indios, el subdelegado de 
San Rafael, don Fabián Araya, en 1859, encargó a una de sus 
partidas corredoras de campo, de llegar hasta los Arboles para 
cerciorarse de la verdad de los dichos de los indios, i efectivamen- 
te fué informado de la existencia de esa antigua población cuyas 
arboledas iban en aumento por la reproducción sucesiva de las 
simientes. 

Las relaciones de Cruz, de Garcia i de Velazco, nos demues- 
tran que no hai entre los indios del poniente, ni del naciente, 
ni del norte, tradición alguna respecto de la población de loé 
Arboles; mas la existencia de los vestijios de un pueblo de cris- 
tianos i de árboles europeos como, el durazno, el manzano, el 
peral, el ciruelo, el guindo, el granado, el nogal i otros, nos 
convencen de que esa población ha sido de europeos. 

¿Quiénes fueron los pobladores de los Arboles? No pueden 
haber sido españoles venidos del Atlántico, porque si entraron 
por el rio Colorado, no es presumible que se internasen al norte 
tantas leguas, separándose del rio i abandonando la salida. No 
es presumible tampoco que hubiesen avanzado por el rio hasta 
el meridiano de la laguna de Curraco, dejando tierras mejores i 
mas seguras para su establecimiento. I no habiendo entrado por * 
el rio Colorado, no puede admitirse que lo hayan hecho por 
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tierra, atravesando una distancia de cincaenta le^as en linea 
recta que seria la mas corta desde la Bahía Blanca hasta la la- 
guna. 

Es necesario convenir en que los pobladores de los Arboles no 
vinieron por el Atlántico, o no vinieron del naciente. Busque- 
mos entonces su orijen. 

Los pehuencbea conservan una tradición de los indios primitl'' 
vos, chinquilanes i aucas, que habitaban las comarcas de las pri- 
meras corrientes del Diamante i del Atuel, de que los primeros 
europeos que llegaron a sus tierras, fueron unos que en número 
eomo de cien, hombres, mujeres i niños, vinieron de Chile i 
pasaron háeia el naciente; que mui poco tiempo después vinieron 
otros por el norte i se establecieron en un pueblo que es la ac- 
tual Mendoza. 

Sabido es que en 1557 el marques de Cañete, virei del Perú, 
«nvió a Chile de gobernador a su hijo don García Hurtado de 
Mendoza, quien después de haber pacificado todo el pais de su 
gobierno, pensó en anexarle la provinvia de Cuyo, determinan- 
do al efecto mandarla conquistar i comisionando para ello a va- 
rios de sus mejores oficiales, encabezados por Pedro del Castillo. 
Este jefe, acompañado de cien hombres i de algunos indios chi- 
lenos, pasS la cordillera a fines de 1559 i encontrando una tribu 
pacifica de indios guarpes, trabo relaciones amistosas con su ca- 
cique Guaimalleo, i en los primeros meses de 1560 fundó una 
ciudad a la que dio el nombre de Mendoza, en honor del gober- 
nador don Garcia. Pero no fué Castillo i su jente la primera que 
pasó a este lado de la cordillera, porque ya el jeneral don Pedro 
de Valdivia, conquistador i gobernador de Chile desde 1640 
hasta 1553, después de haber fundado los varios pueblos del sur 
hasta Angol, volvió a Santiago i contrajo sti atención a los pue- 
blos del norte, que no descuidó hasta dejarlos completamente 
pacificados. Conseguido esto, echó su vista al naciente i eomisio* 
nó al jeneral Francisco Aguirre para que conquistase los terri- 
torios que mediaban entre la cordillera de los Andes i la ciudad 
ád Barco que es Santiago del Estero, i a Francisco Yillagra i 
a otro jefe cuyo nombre no nos ha sido trasmitido, para la con* 
quista, de Cuyo. 

. Villagra i el jefe de nombre ignorado, pasaron la cordillera 
por los boquetes del sur, i como supiesen por los naturales qne 
de las faldas orientales de los Andes nacian dos rios que iban a 
4efi0oabocar en el Atlántico^ de los cuales, uno bastante cándalo- 
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gonacia enfrente de los confines de Angol i teliia el nombre de 
rio STegro (30), lo comunicaron en el acto al jeneral Valdivia, 
quien adoptó el plan de nuevas fundaciones que perfeccionasen 
sus conquistas, pensando en establecer un puerto en el Atlánti- 
co, perteneciente a la provincia de Cuyo, en la costa llamada de 
Patagones, i otro en Chile en el sitio de Churacaví, cercano del 
rio Bueno, veinte leguas al sui* de la ciudad de Valdivia (31). 
Para elejir el puerto en la provincia de Cuyo, resolvió pasar en 
persona al mar del norte, Jo comunicó a ViUagra i se hizo prece- 
der por Francisco TJlloa, que desde Concepción salió en un bu- 
que a reconocer las costas del Atlántico en la Patagonia; pero 
el viaje de Valdivia nó se efectuó poír el levantamiento jeneral 
de los naturales, que sucedió luego, haciendo retroceder la con*^ 
quista hasta la misma capital de Santiago i por la muerte de 
Valdivia en 1553. 

Villagra, solo, volvió a Chile, pero de su jente no volvió a oírse 
una palabra. 

En los tiempos de la conquista, acaso por falta de caballos 
para recorrer grandes distancias, los indíjenas creianque el Dia- 
mante era uno de los afluentes del rio Negro, porque desembo- 
caba en el Chalileo que dirijia su curso al sur, i trasmitieron esta 
creencia a los conquistadores desde los primeros tiempos. Una 
prueba de esto tenemos en el piloto don Basilio Villarino qne ea 
1782, después de haber llegado a la confluencia del rio Neuquen 
con el Negro, empezó a remontar el primero en la firme persua- 
cion de que era el Diamante i con la esperanza de estar en pocos 
días en Mendoza. Recien en 1806 don Luis de la Cruz en su 
viaje desde Penco a Melincué, descubrió que el Diamante era 
uno de los afluentes del Chalileo i no del Negro. 

Ahora pues, si Villagra i su jente sabian que el jeneral Val- 
divia intentaba pasar al Atlántico a elejir un puerto de mar para 
la provincia de Cuyo, i por la relación de los naturales creian 
%ixe el Diamante era uno de los afluentes del rio Negro que va a 
desembocar en el Atlántico, ¿no es mui natural que esa jente 
siguiese el curso del rio Diamante en la esperanza de irse a en- 
contrar con Valdivia en el mar? Si esto no sucedió asi ¿cuáles 
fueron los españoles que pasaron al naciente, en las inmediacio- 
nes del Diamante, antes que viniesen los fundadores de Mendoza 



(80) Pérez García, Historia de Chile, cap. 10, lib. 4.** 

(81) Ferez Garda, Historia de Chile, cap. 12, lib. 4.^ 
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en el norte? ¿Qué fué de la j ente de Villagra? Paede establecerse 
sin vacilar que siguió el curso del Diamante i al entrar en el Cha«- 
líleOy siendo como es navegable hasta por fragata, construyó 
canoas, se embarcó en ellas i descendió hasta la laguna de Cu-^ 
rraco o Urre-lauquen, de la cual, por no encontrar salida, tomó la 
costa al noroeste i se estableció en el lugar actualmente llamado 
loe Arboles, en donde ha tenido qué permanecer algunos anos 
desde que ha alcanzado a construir edificios i plantar árboles 
frutales. De que después ha perecido a mano de los bárbaros, no 
cabe la menor duda, como no la hai tampoco de que ha vivido 
algunos años separado de toda comunicación con los europeos, 
porque creo que esta población es la que ha dado oríjen a los 
informes enviados a España sobre la ciudad de los Césares de 
Santafé, cuya existencia preocupó al ministerio español al grado 
de encargar encarecidamente su descubrimiento. Me afirmo en 
esta persuacion al encontrar converjencia al lugar actual de los 
Arboles,, en los tres derroteros que de Buenos Aires, de San 
Luis i de Mendoza, se han dado para llegar a la dicha ciudad de 
los Césares. 

Con estos antecedentes i encontrándose el punto dentro délos 
limites de la provincia de Cuyo, tienen los ArboleErft>rzosamente 
qué ser una población cuyana i por consecuencia lójica, una po- 
sesión mendocina, de esas a que por sus vestijios, por sus ruinas 
aun existentes, se referían las discusiones que precedieron a la 
sanción de la lei de 1862. 

La segunda de las poblaciones del territorio mendocino, es la 
de Nahuelhuapi en la isla i en la márjen septentrional del lago 
del mismo nombre, en cuyos parajes aun se conservan señales de 
las iglesias que ahí construyeron los padres jesuitas de Chile, 
quienes desde 1670 formaron el proyecto de llevar la luz del 
cristianismo a aquellas rej iones habitadas por salvajes. El padre 
Nicolás Marcardi fué el primero que llegó i fundó en ese año 
una misión en Nahuelhuapi, descubrió i tomó posesión de varios 
lugares en las inmediaciones, colocando cruces en ellos, i coüs- 
truyó en la márjen norte del lago una iglesia en la cual confirió 
el bautismo a muchos de los indíjenas; i aun cuando tres años 
después los indios Poyas que habitaban las tierras orientales, le 
asesinaron, siguió la misión dirijida por sus compañeros hasta 
1684, en que el rei Cárlps II la mandó ausiliar con la designación 
de congrua i socorro para los misioneros de ella. En 1704 el pa- 
dre Felipe Lagunas reorganizó la misión construyendo una igí^- 
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8ia en la isla del lago, i asociado del padre Guillermo, que llegó 
después de él, predicaban el Evanjelio a las tribus de Evichin-* 
chos i Huilipavos que habitaban las tierras australes. Muerto el 
padre Lagunas por los indios, en un viaje de vuelta a Concep- 
ción, siguió el padre Guillermo gobernando la misión que cada 
dia iba adquiriendo mayor importancia, hasta haberse formado 
un pueblo en la m&rjen septentrional del lago, con lo que, teme- 
rosas varias tribus de indios del aumento progresivo de la mi- 
sión, en cuanto él pudiera inducir a los europeos a venir i ocupar 
el territorio con grandes poblaciones, se complotaron entre si 
para levantarse a los neófitos, como lo hicieron en una noche, 
pegando fuego a la iglesia i obligando al padre Guillermo a huir 
para no correr la misma suerte de Mascardi. Algún tiempo des- 
pués el padre Manuel Hoyo se encargó nuevamente de la misión, 
en la cual el padre Guillermo vino a reemplazarle; pero estando 
los indios mal dispuestos, se dice que al fin le envenenaron. Su 
sucesor, el padre Elquea, después de algún tiempo de perma- 
nencia, i después de haber construido otra iglesia, fué también 
asesinado por los indios que dispersaron a los neófitos que habia 
hecho, i volvieron a quemar la iglesia, con lo cual quedó abando- 
nada la misión por algunos años, hasta que el padre Nepomuce- 
no Walter en 1764 solicitó i obtuvo de la autoridad civil ausi- 
lios para instalar nuevamente esa misión, a cuyo fin el padre 
Gael emprendió una espedicion hasta las m&rjenes del lago fTa- 
huelhuapi, construyó allí canoas, i llegó hasta lá isla en donde 
encontró los vestijios de la iglesia construida por el padre Lagu- 
nas, volviéndose en seguida a Valdivia. En 1792 el padre fran- 
ciscano Menendez hizo una nueva escursion a ]!fahuelhuapi i 
aun navegó en botes construidos en las márjenes del lago, una 
parte del rio Limai, en cuya costa oriental encontró una tribu 
de indios con numerosos ganados vacunos, caballares i lanares. 
Sin haber avanzado mucho en su espedicion, dio la vuelta, ha- 
biendo reconocido los restos de la población anterior. 

En 1856, dos sabios alemanes Herz i Fonk, partiendo de 
Puerto Montt, en la provincia chilena de Llanquihue, espedi- 
cionaron a esta banda de la cordillera, reconocieron el lago ^a- 
huelhuapi con su isla, descubierta primeramente por Marcardi, i 
encontraron las ruinas déla iglesia construida en ella i de la 
antigua población en la márjen septentrional, con señales toda- 
via mui marcadas de la importancia que alcanzó la misión en el 
liúmero de indíjenas que consiguió reducir a la vida civil. Estos 
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$e&€freñ midieron con gran prolijidad i exactitad 1& distancia de 
treinta i mete legnaa desde Xahnelhni^ hasta Puerto Montt en 
el golfo de Beloncavi en el océano Pacifico, alcanzando a fijar la 
altara de la cordillera en el boquete de Pedro Rosales, por donde 
paearon en 836 metros sobre el nivel del mar, i la de If ahnelhua- 
pi en 537, habiendo asi un descenso de 300 metros desde la ma- 
yor altara de la cordillera hasta el lago sitoado al naciente de 

ella. 

Sinembargo de que con la espulsion de los jesuitas puede de- 
árse que quedo definitivameate abandonada la población de 
Kahuelhuapi, de ella quedan aun vestijios, taperas, señales de 
esas que en la discusión de la lei de 1862 se creyeron bastantes 
para demostrar la existencia de las posesiones materiales. 

La tercera de las poblaciones del territorio de Mendoza es la 
de los Piñales i situada en su oríjen en las primeras vertientes 
orientales de la cordillera, i estendiendose sucesivamente bástala 
márjen occidental del rio Neuquen, en la parte austral del río 
Norquin. 

En 1781, el comandante de la frontera de Arauco, don Ambro- 
sio O'Higgins, mandó hacer un primer reconocimiento por el 
teniente de dragones don Pedro Andrés de Alcázar, qne dio loa 
mejores informes del lugar, abundantemente rico en maderas de 
construcción. Con esta noticia salió desde Santa Bárbara en el 
BíobiOj en abril de ese mismo año, el teniente de fragata Timo- 
teo Pérez en busca de maderas, pero varios caciques pehuenches 
se opusieron a que pasase a esta banda i le obligaron a retroce-* 
der. Se venció sinembago esta oposición a los mui pocos dias, i 
aun cuando no pudo hacerse la espedicion a principios de mayo 
por temporales sobrevinientes, se realizó ella con un éxito com- 
pleto en la primavera siguiente/ 

Los Picales han ido aumentando con lentitud el número de 
sus habitantes, probablemente por las hostilizaciones de las tri- 
bus de indios salvajes que los rodean. Apesar de esto, su estado 
actual es próspero en el desarrollo de la agricultura i de la gana- 
dería que aumentan el número de los pobladores atrayendo in- 
tnigrantes cristianos i sometiendo gradualmente a los indios sal- 
Vtges. Los habitantes de los Finales pasan actualmente de 300 
en número, parte reunidos en una pequeña aldea con su capilla, 
adonde concurre en la estación del verano un sacerdote católico 
a pjrestarles los ausilios de la relijion, parte diseminados a cor- 
tas distancias en los campos donde crian el ganado de que for- 



— 97 — 

man su negocio principal con la república vecina. Algunos da- 
tos respecto de esta población se encontrarán en la pieza que en 
el apéndice va designada con la letra A. 

Aun cuando Mendoza nunca ha ejercido autoridad sobre los 
Piñales, no por esto deja esta población de pertenecerle, por en- 
contrarse dentro de su territorio; i si porque los Piñales están 
sometidos a las autoridades de Chile, pretendiese desconocerse 
el derecho de Mendoza, habria que reconocer el de Chile i san- 
cionar la desmembración de aquella parte de territorio que ocu- 
pan los Piñales para entregarla a la autoridad a que actualmen- 
te están sometidos; i en la adopción de una de las proposiciones 
que forman disyuntivamente este dilema, no es dudosa la elec- 
ción de' aquella que acuerde a Mendoza el derecho. 

La cuarta de las posesiones de Mendoza es la de los Potreros 
llamados de CorMlera, sobre los cuales, el documento mas ánti 
gao que he podido encontrar, sube hasta 1736, i se encuentra en 
el apéndice demarcado con la letra B. En 1846 a causa de ciertas 
violencias ejercidas en algunos chilenos por el comandante de la 
frontera de esta provincia don José Antonio Rodríguez, entablo 
el gobierno de Chile negociaciones con el gobernador de Bue- 
nos Aires,como encargado de las relaciones esteriores de Men- 
doza, pretencliendo que los Potreros de Cordillera pertenecían 
al territorio de la vecina república. Desde el momento en que el 
gobierno de Mendoza tuvo conocimiento de estas pretensiones, 
nombro una comisión compuesta de los señores coronel don Car- 
men José Domínguez i agrimensor don Nicolás Villanueva, para 
que, examinando los lugares, informasen sobre su situación, cor-' 
riente de las aguas i demás conocimientos necesarios para la 
defensa de los derechos de la provincia. La comisión se espidió 
manifestando que los cuatro potreros pertenecían al territorio 
mendocino, como podrá verse en el documento designado con la 
letra C. Como era natural, el reconocimiento mandado practicar 
por el gobierno de Mendoza, fué inmediatamente trasmitido al 
encargado de sus relaciones esteriores, i este nos ha dejado una 
constancia de la defensa que hizo de los derechos de esta pro- 
vincia en sus Mensajes pasados a la lejislatura de Buenos Aires 
en los anos de 1848 i 1849, de los cuales se encontrará copiado lo 
concerniente a la cuestión con Chile en la pieza marcada con la 
letra D en el apéndice. 

Hace mas de cuarenta anos que los potreros de Cordillera su- 
ministran a la provincia una renta anual no insignificante; pues 
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ann cuando en los últimos diez años, los productos de su loca- 
ción se lian disminuido considerablemente a consecuencia de ha^ 
ber ido avanzando los salvajes de la pampa en los terrenos que 
temamos ocupados, antes de este tiempo nunca bajó esa renta de 
dos mil pesos platd. 

La quinta délas poblaciones del territorio austral de Mendoza 
es la de las costas de los rios Atuel i Salado, en los lugares hoi 
Uámados Laguna Blanca, perteneciente al seSor Bombal i cam« 
pos de las Piedras de A£lar de la propiedad de los herederos 
del ingles doctor Guillies, de don Fabián Correa i de otros. 

A consecuencia de la paz que con los naturales negoció e) 
conde de Superunda, fueron a Santiago los indios chiquilanes, 
habitantes de la vertiente^ oriental de los Andes i el cacique Cau- 
huanque con otros cuatro del mismo territorio, e hicieron espon- 
táneamente abandono gratuito de las salinas que hablan en él t 
que se llevaban a la capital sin mas gastos que los de estraccion- 
i trasporte. Los caciques que fueron a Santiago con acompaña- 
miento de mocetones, pasando por el Planchón, boquete a trein- 
ta i tantas leguas al sur, pidieron i obtuvieron en 1774, dos años 
antes de la adscripción de la provincia de Cuyo al vireinato de 
Buenos Aires, del mariscal don Javier de Moralez, entonce» 
gobernador de Chile, con asistencia de la real audiencia i del 
ayuntamiento, un comercio franco i recíproco con ellos i con 
todos sus partidos (32): con lo caal empezaron esos lugares a. 
poblarse de cristianos. 

No puede dejarse de hacer mención de las espediciones milita- 
res de Mendoza en su territorio austral, por cuanto ellas vinie- 
ron a preparar o facilitar el establecimiento de las poblaciones 
que después de ellas empezaron a situarse al sur del rio Dia- 
mante; i aun cuando por no poder consultar el archivo, no podré 
dar detalles minuciosos de ellas, tomaré solo las principales de 
las quince que hizo, dempre victorioso, el comandante don José 
Francisco de Amigorena, quien con motivo de haber invadido 
los indios hasta el Carrizal, proyectó una espedicion contra el 
cacique Anean que hacía cabeza entre ellos, llegó hasta la con- 
fluencia del Diamente con el Atuel, que antes se unían, i en don- 
de se encontraban muchas tolderías, sorprendió a los indios, 
mató como ciento cuarenta de ellos, destruyó sus pueblos i volvió 
con ciento veinte i tantos cautivos en 1781. Este hecho, que 

(32) C. Gay, Historia de Chile, t. IV, cap. XXIL 
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aterrorizó a los salvajes, les indujo a solicitar la paz de Amigo- 
rena, comprometiéudose a defender las fronteras contra los in- 
dios de las tribus que habitaban aun mas al sur; i en efecto, los 
pehuenches que se hicieron amigos leales, empezaron, por esto 
solo, a ser hostilizados con mayor empeño por los huiliches, 
hasta que el cacique de los primeros, Pichintur, bajó a la ciudad 
en busca de ausilio para atacar a sus enemigos i consiguió que 
se diese orden al comandante de San Carlos, don Francisco Es- 
quivel Aldao, para acompañarle con cincuenta milicianos esco- 
jidos i bien armados. A principios de 1788 se puso en marcha 
Aldao con el cacique, al mando de las fuerzas que cada uno lle- 
vaba, pasaron el Atuel, el Colorado i el Neuquen i aun mas allá 
de los Pinares, atacaron con denuedo siete tolderías de huiliches, 
los derrotaron completamente, mataron como cien indios, les to- 
maron 350 prisioneros, entre ellos 7 cautivos cristianos e hicieron 
una presa como de 20,000 cabezas de ganado. Este golpe no es- 
carmentó, sin embargo, a los huiliches, que empezaron a buscar 
aliados pensando en la venganza, hasta que encontrándose en un 
número considerable i en aptitud de atacar de un modo serio a 
los pehuenches, fué sabido por éstos i se apresuraron a solicitar 
el ausilio de Amigorena, no solo para resistir, sino también para 
agredir a sus enemigos. Amigorena hizo marchar una partida 
bien armada a la que se plegaron las fuerzas de Pichintur i otros 
siete caciques pehuenches, formándose una fuerte división que 
pasó el Colorado i el Neuquen i después de haber avanzado como 
doscientas leguas al sur de la ciudad de Mendoza en un paraje 
llamado Nuyegalei, no distante de la confluencia del Neuquen 
con el Limai, el 3 de junio de 1792, ataco de improviso seis tri- 
bus de huiliches que allí estaban situadas, mató cinco caciques, 
cincuenta i tantas familias, hizo ciento sesenta prisioneros, tomo 
mil quinientos caballos, muchos ganados, numerosas alhajas i 
ropas de los pasajeros saqueados en el camino de Buenos Aires, i 
del obispo Maran de Concepéion, que cuatro anos antes habia 
sido asaltado en los Piñales por los indios de las parcialidades de 
Boroa i Eepocura. 

Tanto este hecho de armas como los anteriores, convencieron 
a los indios de la importancia de las armas del comandante de 
Mendoza e influyeron poderosamente en el establecimiento de 
las paces jenerales que negocio Amigorena dos anos después, en 
1794 con los naturales, bajo la condición de reconocer I someter- 
se a la autoridad de Mendoza, paces que duraron hasta 1827, 
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ano en que aparecen los indios volviendo a incomodar en la 
frontera. 

Desde 1824 empezaron a poblarse los campos del sur del Dia- 
mante, entre otros, por dos sociedades inglesas i una de los se&o- 
/ res Correas i Escalada, del que se encuentra entre el rio llue- 
vo, el Salado o Chalileo i el Atuel, i del que al occidente se halla 
situado entre el Diamante i el Salado, de propiedad hoi de los 
señores Guinazú, Correas, Regueira, Gutiérrez, Glarcia, Gonzá- 
lez, Rodríguez, Correa, Segura, Bombal, herederos del ingles 
doctor Guillies i otros. 

Dos anos mas tarde, en 1826 principiaron también a serlo los 
del sur del Atuel, desde Aisol hasta Soitué i que hoi pertenecen 
a Baes, Aberastain, Lima i otros, con una estension de diez le- 
guas desde la márjen del rio. 

En 1783 las fuerzas de la provincia espedicionaron al sur a las 
órdenes del jeneral Aldáo, llegando hasta la laguna de Curraco 
o TJrre-lauquen, después de haber pasado el Atuel, un poco mas 
arriba del salto Nihuil i costeando por el occidente la laguna 
Yancanelo. El jeneral Benavidez que también iba en la espedi- 
cion llegó hasta la estremidad austral del curso del Chalileo, 
donde el cerro de Choiquimahuida le hace tomar una dirección 
oriental, i habiendo subido a su cumbre, pudo divisar desde ella 
el curso del Colorado como a cuatro leguas de distancia. Las 
avanzadas de Benavidez alcanzaron a avistarse con las del jene- 
ral Pacheco, que habiendo subido por el rio Negro, tenia situa- 
da su división en la isla de Choelechel, formada por brazos del 
mismo rio i distante del Colorado no mas de diez leguas por ca- 
mino. 

Las fuerzas espedicionarias recorrieron toda esa parte del ter- 
ritorio de la provincia, en ejercicio de la autoridad de su gobier- 
no cuyas órdenes obedecían. 

En 1846 el Poder ejecutivo, por los servicios prestados en la 
frontera, dio en propiedad al coronel don Juan Antonio Rodri- 
guez, los campos del C¿acay, situados entre los rios Salado i 
Malárgüe. Desde ese mismo año fueron ellos poblados de gana- 
^ do por Rodríguez i después de él por don Vicente Jil, cuyo hijo 
don Augusto, ha tenido que retirar sus haciendas hace tres o 
cuatro años, por la inseguridad de la frontera. 

Ese año de 1846, el gobernador don Pedro Pacual Segura lla- 
mó de Chile al cacique Praipan que se habia sublevado contra la 
itoridad de San Rafael i emigrado con su tribu a la vecina re- 
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publica; le indultó i le dio en posesión los campos situados entro 
el rio Malargüe, rio Grande i Agua JSTueva. La reducción de in- 
dios de Fraipan ocupó estos campos, cultivándolos i creando ga- 
nados bajo las órdenes de un capitán de amigos, nombrado por 
el gobierno, con dependencia de la autoridad de San Rafael. El 
último capitán de amigos fué don Juan Troncoso, bajo cuya di- /. 
reccion se levantó un fortin al sur del rio de Malargüe i hasta 
este rio llegó el gobernador con una comisión de personas espec- 
tables de la provincia, pasando en seguida a la Punta del Agua 
en la falda oriental del Cerro Nevado donde delineó un pueblo 
cajas señales existen aun. 

Por este tiempo i con las mismas condiciones impuestas a 
Fraipan, se dio por el gobierno parte del mismo campo, el de 
Batamallin, al sur del Malargüe, al capitán Juan Epuñán 
i el del sur del rio Grande al cacique Nahuel Ñirre para sua 
tribus. 

En 1850, Juan EpuSan, por varios robos i excesos que liaLia 

cometido, se insurreccionó desobedeciendo las órdenes del co- 
mandante de San Rafael que se encontraba en el Chacay en 
persecución de indios ladrones; sabido ló cual por el gobierno, 
dio este, orden al comandante, que entonces lo era don Manuel 
Pedernera, para pasar con una fuerza a someter la tribu insur- 
recta i traer a Juan Epuñan para ser juzgado. Como el coman- 
dante encontrase resistencia, fusiló diez i seis individuos i remi- 
tió las familias a la ciudad, escapándose el capitanejo por la cir- 
cunstancia casual de que, mientras el comandante de San Bafael 
marchaba hacia sus toldos, se encontraba él en camino hacia 
Mendoza, acompañado del cacique Nahuel Ñirre i el indio Goyo 
que venian a empeñarse por ¿1 i sacarlo en bien, según se espre- 
saban. Nahuel Ñirre, nombrado por el gobierno de la provincia 
cacique gobernador de las tribus, a las que se les hablan conce- 
dido los campos al sur del rio Barrancas, venia también a repre- 
sentar al gobierno que el comandante de San Rafael quería qm- 
tarles los talajes que se les hablan dado, porque el juez territo- 
rial exijia de los invernadores el valor de los pastos de los Po- 
treros de Cordillera situados al norte del rio Barrancas. El go- 
bierno ordenó al comandante les dejase los pastos al sur de los 
rios Barrancas i Grande i enviase al teniente don Plácido Zeva- 
líos para que les esplicase la demarcación de los terrenos que se 
les hablan cedido, distintos de los Potreros de Cordillera, de que 
el gobierno sacaba una renta, i al mismo tiempo les calmase en 
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los temores que aparentaban tener* Encontrándose allí Zevallos^ 
llegó un correo de los indios arribanos con orden de que ae de- 
tuviese hasta que ellos llegasen, como efectivamente sucedió, 
presentándose los caciques Caepe, Tancanil, Bichulao, Yaupi, 
Forran, Torí, Andelaun i Melillan, con quejas al gobierno por 
el procedimiento en contra de la tribu de Epunan i por la reten- 
ción de las familias que aun se conservaban en el pueblo; mas, 
habiéndoles Zevallos espuesto que nada tenian que hacer con la 
tribu de Epnñan i con los indios presos, esplicándoles sus ver- 
daderos intereses i haciéndoles comprender que el gobierno pro- 
cedería del mismo modo con ellos desde el momento en que ata- 
casen las fronteras, se manifestaron conformes i le encargaron 
diese al gobierno una satisfacción, mientras ellos personalmente 
venian a hacerlo, como en realidad tuvo lugar por los principales 
de los mismos, que vinieron a Mendoza por sí i en representa- 
ción de los que quedaron en sus tolderías, reconociendo todos la 
autoridad del gobierno de la provincia. Todo esto consta del 
mensaje del gobernador don Alejo Mallea, autorizando por su 
ministro don Anselmo Segura, a la lejislatura de la provincia en 
30 de marzo de 1851. 

Desde 1849 ha habido un decurionato o juzgado de paz en el 
Chacay, con jurisdicción hasta el rio Grande i otro en las Bar- 
rancas. El primer decurión nombrado en el Chacay fué don Ni- 
cacio Vergarai, i la autoridad provincial ha existido allí hasta 
1866, en que era comisario de Malargüe don Lisardo Contreras 
i juez de apelación de los decuriona^os de Ailon, Rio Grande i 
Barrancas, habiendo desempeñado por mucho tiempo el primero 
de estos juzgados don José María Lara, vecino que aun vive i 
hoi reside en San Rafael. En 1858 era decurión de las Barrancas 
don José Santos Leiba, como todo puede verse por los documen- 
tos designados en el apéndice, con la letra M 

En ese mismo ano de 1849 habían como cien vecinos en los 
lugares de Laguna Blanca, Chacay, Malargüe, Rio Grande i 
Barrancas, habiéndolo sido los que aun recuerda el entonces co- 
mandante Pedernera en el Chacay, Francisco Basualdo, José 
Antonio Verdugo, Rafael Rodríguez i Valentín Madariaga; en 
Ailon, José María Lara, Marcelino Muñoz i unos Róeos: i en La- 
guna Blanca, José Pérez, Francisco Arana i otros. 

Diez anos después, en 1859, el subdelegado de San Rafael don 
Fabián Araya levantó un censo de la población de su departa" 
mentó que alcanzo a contar como 2500 habitantes, 1200 meneas 



— 103 — 

que los que arrojó el ceaso de 1869; i de estos eran como 400 los 
vecinos del Chacay, Malargüe, Rio Grande í Barrancas. 

En 1853, el gobernador Segura, llevando adelante el desig- 
nio «de recuperar los ricos campos del sur, perdidos para la 
industria, reunió un parlamento en San Bafael, al que concur- 
rieron todos los caciques que reconocían la autoridad del gobier- 
no de Mendoza, desde Fraipan, jefe de Malargüe, Yanquetruz i 
G-oico, moradores de las llanuras australes de San Luis, hasta 
-el famoso Juan Agustín, cacique de Rio Barrancas, i muchos 
otros jefes de las lejanas tribus de los Piñales. El señor Segura 
>penetró hasta el pié del Nevado, recorrió las tolderías acom- 
pañado de los señores don Nicolás Villanueva, coronel don 
Juan de Dios Videla i don Leopoldo Zuloaga, i sin mas escolta 
que un piquete del Tejimiento de dragones, no encontrando 
el menor obstáculo; trazó las líneas de fortificación de la Punta 
del Agua; i habría llegado hasta el Pallen con el proposito de al- 
zar una nueva fortaleza entre su falda i el Rio Grande, recupe- 
rando para la civilización la hermosa zona comprendida entre 
el Colorado i el Atuel, si en mitad del camino no lo hubiera 
obligado a regresar precipitadamente i abandonar la empresa, la 
«ublevacion del gruezo del rejimiento de dragones en San Rafael. 
En esa misma visita a las tolderías, el gobernador Segura mandó 
prender i enjuiciar a un capitán de amigos que ejercía autoridad 
en las Barrancas con títulos del gobierno de Chile, i lo reempla- 
zó con otro, autorizado por el gobierno de Mendoza. 

En ese año, antes de jurársela constitución, la lejislatura de 
la provincia dictó una leí afectando en favor del colejio, por las 
-cantidades que el estado había tomado de este establecimiento, 
las tierras públicas comprendidas entre el rio de los Anjeles i las 
<;ierras de Malargüe i Butralauquen hasta la laguna de Malbar- 
co; en favor de las escuelas de primeras letras, las tierras que se 
encuentran entre la laguna de Malbar^o, rio Neuquen i laguna 
de Loncomay; en favor del hospital jeneral i hospicio, los terre- 
nos ubicados entre el Neuquen, cierra de Butralauquen i rió Co- 
lorado; en favor del convento de Agustinos, casa de qercicios i 
espósitos i casa penitenciaria i de corrección, las tierras situadas 
entre la cierra del Pallen, el Chalileo, la laguna de Urre-lauquen 
i el Colorado. Los potreros denominados de Cordillera fueron 
declarados de propiedad municipal. ' 

Todas estas tierras se encuentran comprometidas con el desti- 
no que rse les ha dado, i ellas están respondiendo no solo al capi- 
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tal Bino también a los intereses i perjuicios ocasionados por Ib 
apropiación arbitraria que el gobierno ha hecho de cantidades 
no insignificantes de la pertenencia del colejio, del hoq)ital i del 
convento de agustinos i de otras temporalidades, mui particular- 
mente del convento, de cuyos bienes todos, el gobierno se ha 
apoderado sin formalidad de ninguna clase. 

Después de las asignaciones particulares de que he hecho re- 
ferencia, la misma lei afectó al pago de la deuda pública todo lo 
demás del territorio comprendido dentro de los limitos señalados 
por la lei de 7 de octubre de 1834. 

Estando a un dato oficial contenido en la comunicación del 
gobierno de Mendoza al Ministerio ü^acional del Interior, que se 
encontrará en el apéndice marcado con la letra JP, llegaban en 
1862¡hasta el rio Grande las posesiones de la provincia; i adviér- 
tase que esta aseveración fué aceptada por el Poder Ejecutivo i 
por el Congreso, al cual fué presentada la nota en la memoria 
del Ministerio del Interior de 1864: es cierto también que ella 
no podia ser puesta en duda porque estaba estrictamente ajus- 
tada a la verdad. 

En 1864 el gobierno de la provincia cedió al cacique Antonio 
Acallanao los campos que antes habia ocupado Fraipan i bajo 
las mismas condiciones del reconocimiento i sumisión a la auto- 
ridad de San Rafael, como se demuestra por los documentos 
contenidos en la letra &. 

Recien después déla revolución' de 1866, ha venido la frontera 
de Mendoza a fijarse definitivamente en la máijen septentrional 
del rio Diamante, con escepcion de los Potreros de Cordillera, 
cuyos pastajes se venden hasta hoi anualmente en pública sub- 
hasta por el gobierno, aunque en cantidad mui inferior a la que 
antes se ha obtenido por ellos; sin embargo, el gobierno de la 
provincia ha sido siempre celoso en la conservación de sus dere- 
chos en las tierras al sur del Atuel i aun del Malargüe, como se 
verá en los documentos que contiene la letra -H; i el Ejecutivo 
Nacional ha respetado esos derechos, suspendiendo la aproba- 
ción de los tratados que los amenazaban, desde que en ellos se 
pretendía, a nombre de la nación, comprometer tierras que siem- 
pre hablan pertenecido a la provincia i en las cuales ella tiene 
dominio aun cuando en la actualidad no pueda ejercerlo con ple- 
nitud por obstáculos superiores a sus fuerzas* 
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Estraoto de la causa de Camilo Acuña, procesado en el juzgado na. 
cional de la sección de Hendoza en 1866, por complicidad en nna 
invasión de indios a Ualargüe. 

MATOEIA DE GRANADEROS DE LINEA. 

San Rafael Julio 19 de 1866. 

Al Señor Subdelegado don Francisco Arana. 

Tengo orden del señor comandante para dirijirme a US. sin 
otro objeto que poner en su conocimiento la necesidad que hai 
de averigiíar la complicidad que pueda haber entre los vecinos 
de Malargüe i Rio Grande, con los indios que acaban de inva- 
dir dichos puntos. Para que US. pueda tomar algunos datos al 
respecto, he ordenado se presenten a su despacho, a los señores 
capitanes don Pedro Morales i don Juan Troncoso. Espero que 
US. se espedirá en este asunto con la actividad que tanto lo ca- 
racteriza. 



Dios guarde a US. 



Domingo Morales. 
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Juan Troncoso declara que en Malargüe conversó con la ma- 
yor parte de los vecinoSj de los cuales solo recuerda los nombres 
de José M. Lara, Bruno Montesino, Victorino Parra, Vicente 
Muñoz, N. Moreno, Manuel Marchan i Mercedes Mancilla. 

Pedro Morales dice que habiendo conversado con los vecinos 
de Malargüe le dijeron que tenian datos mui positivos para creer 
que don Camilo Acuña hubiese traido o supiese de la invasión. 

Lorenzo Vallejo declara que a últimos de mayo llegó de Tu- 
capel a los Piñales a la casa de don Pedro Castillo, en busca de 
ocupación; que allí encontró a don Camilo Acuña i se vino con 
él a San Rafael; que pasando por la toldería de Caepe, Acuna 
se quedó con este cacique dos dias; que en seguida se marcharon 
hasta CuríleOy donde estuvieron alojados siete dias en casa de 
doña Tránsito N.; que de allí continuaron la marcha hasta Ma- 
largüe; que en los Piñales estuvo con su tio Simón Vallejo que 
vive alli con su mujer i viven también Isaac, Pascual i Alejo 
Torres, Luis Lucero, Juan Anjel González, Juan i Diego Va- 
llejo. 

Camilo Acuña declara que salió de Mendoza en marzo, diri- 
jiéndose a Chile por el camino de los Huitres, con la mira de 
cruzar la cierra por el risco bayo, lo que no pudo hacer por un \ 

temporal, pero consiguió hacer pasar a su sobrino Ramón Acu- \ 

ña con el objeto de que avisase a su hermano Benjamín que iba ¡ 

a esperarlo en los Piñales en casa de don Pilar Castillo, a donde I 

se dirijió; qae en Malargüe se alojó en casa de Juan Torres i 
conversó con varios délos vecinos sobre traer a Mendoza al ¡ 

hermano de éste i don Pilar Castillo con su familia; que en abril 
llegó a la casa de Castillo i estuvo alli hasta su regreso a San 
Rafael, ocupado de cobrar a varios que le debian de fiados que 
les habia hecho el ano anterior; que entre sus deudores estaba 
Juan A. González, yerno de Simón Vallejos, a cuya casa fué 
con la señora de Castillo i empezó a aconsejarle que se viniese 
a Mendoza, i quedó de conseguirle un indulto para que pudiese 
hacerlo con toda la familia; qne en su venida a San Rafael, al 
pasar por las tolderías de Caepe, estuvo con este cacique dos 
dias i él le encargó que en las Barrancas pidiese al cacique Jaan 
Agustín que le entregase su hijo José Miguel para que lo traje- 
se al jefe de la frontera de Mendoza, para que lo tuviese en re- 
henes como prueba de las buenas relaciones que iban a obser- 
var, agregando que esto ya lo tenian acordado los demás caci- 
ques; que en las Barrancas estuvo cuatro dias, pero no pudo 
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tíumplir el encargo de Caepeípara con Juan Agustín, porque le 
dijeron que éste estaba en el puerto; que en las conversaciones 
que tavo con vecinos de las Barrancas supo que don Francisco 
Palacios, vecvao de Eio Grande, andaba en la Pampa con diez i 
nueve indios de los de Juan Agustín; que en Malargüe paró en 
casa de Juan Torres hasta que llegó la inv&sion, i se fué al ran- 
cho de la viuda de Fraipan con el objeto de arrendarle un cam- 
po, como lo hizo i como consta del contrato que existe en su 
poder; que luego pasó al toldo del capitanejo Pellisa, con quien 
converso todo lo que habia hablado con Caepe; que estando allí 
llegaron i lo tomaron los indios muluches, quitándole cuatro- 
cientos i tantos pesos, las prendas i el caballo ensillado; que lo 
anduvieron trayendo por su campamento, hasta que consiguió 
escaparse i esconderse en la Sierra con la familia de Pincheira i 
Banegas, de los vecinos de Malargüe. 

Francisco Mellan, declara que es casado i vecino de Malar- 
^üc, que esta-ba en su toldo cuando vino la invasión, lo tomo, lo 
llevó al campamento, le preguntó por Manuel Acallanao, Pelli- 
JEa, i Manuel Paes, soltándolo en seguida; que cuando recibió la 
nota.del mayor se la llevo a un individuo que no conoce, que es- 
taba parando en casa del comisario don Lisardo Contreras, quien 
le impuso de su contenido. 

A fojas siete aparece una carta firmada por un Manuel Gua- 
jardo i dirijida al comisario de Malargüe^ don Lisardo Contreras, 
pidiéndole unos jéneros fiados i avisándole que Acuña es quien 
ha traido a los indios, 

Lorenzo Yallejo, después, ante el juez de Sección, se ratifica 
en lo anteriormente declarado ante el subdelegado de San Ra- 
fiíel, espresando que es de Tucapel, que el año anterior se vino 
a los Pinoles f jurisdicción de Mendoza i se ocupa en enseñar a 
leer i escribir a Juan Meno, juez del lugar, dependiente de las 
autoridades de Chile; que ignora las relaciones de Acuña con el. 
cacique Purran, pero que con Caepe se tratan de hermanos i 
compadres por no saber que parentezco tienen los dos con el 
jeneral Cruz; que Caepe es viudo, que su mujer ha sido* india, 
que solo le quedan las hijas i que reside en la costa del rio Neu- 
quen. 

Camilo Acuña, ratificándose en la declaración anterior, agre- 
ga que es de 39 años, natural de Concepción, casado con doña 
Adelaida Solar i de profesión comerciante; que tiene relación 
pero no parentezco con Caepe, quien continuamente va a su ca- 
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sa en Chile cou varios artículos de regalo; qae anas veces le tra- 
ta de compadre, otras de hijo, porque dicho cacique se supone 
ser pariente del jeneral Búlnes, en razón de que sa esposa es so- 
brina del jeneral Bulnes; que dicho cacique es el qae entiende 
en todas las cuestiones de robo de haciendas, porque ha de saber 
el se&or juez que el jeneral Bulnes tiene en los Pinoles mas de 
4,000 cabezas de ganado a cargo de un capataz, el cual como to- 
dos los demás jueces que hai allí Chilenos, están bajo la autori- 
da de Caepe, estando este dependiente de las autoridades de 
Chile, apesar de estar en territorio arj entino por estar los nm- 
les de este lado de la linea de cordillera. 

En seguida declaran ante el juez, José María Lar a, capataz de 
don José Miguel Segura; Manuel Marchan, capataz de don Jai- 
me Fuenzalida; Mercedes Mansilla, estanciero; Juan Torres, es- 
tanciero; Manuel Gonzales, estanciero; José Santos Benegas, es- 
tanciero, vecinos todos de Malargüe. 

A fojas 28 de los autos, existe la nota del subdelegado de San 
RafiEiel, don Francisco Arana, de fecha 26 de setiembre de 1869 
en que dice: En cumplimiento de la nota de V. S. en la cual 
dispone que se hagan comparecer ante su juzgado nacional a 
varios individuos vecinos de Hio Grande, a fin de tomarles una 
declaración con respecto a la causa que se sigue a don Camilo 
Acuña, marchan de esta villa los siguientes, que han podido ve- 
nir: Bruno Montesino, José Maria Lara, Victorino Parra, Ma- 
nuel Marchan, Mercedes Mansilla, Juan Torres, Maaael Gonza- 
les, José Santos Benegas. Por lo que respecta a los demás, el co- 
misario de aquel lugar ha dado cuenta del modo siguiente: Vi- 
cente Muñoz, no está; José Maria Moreno, se citó; Eustaquio 
Pavez, enfermo; Pilar Castillo en Neuquen; Roberto N". no se 
conoce. 

En la revolución de 9 de noviembre de 1866, se fugó Acuna i 
quedó paralizada la causa. 



B 



El Doctor Don Francisco Sánchez de Barreda i Vera, del 

consejo de Su Majestad, su oidor i alcalde de corte de esta real 

Audiencia, gobernador i capitán jeneral que fué de este reino i 

Presidente de ella i juez privativo de tierras por su Maj®»*^ 

ítc. Por el presente, cualesquiera justicia del partido 'd^ Maule 
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o cualquier persona español que sepa leer i escribir, darán pose- 
sión a don Juan Francisco Jirón, de los potreros que se hallan 
sitos entre los rios Lontúe i Maule, nombrados el primero, donde 
echaba caballos Juan Bamirez, el Montañez; el segundo, donde 
loa echaba Luis Marguyen, i el tercero el Yeso, i el cuarto donde 
los echaba Juan Eamirez, hermano del dicho José Ramírez; i 
dada que sea, le ampararan en ella i defenderán sin permitir sea 
despojado sin primero ser oido i por fuero i derecho vencido, 
lanzando de ellos a todos los que los ocuparen i sus g;anados, por 
cuanto por decreto de mi proveído en la causa que ha seguido 
el dicho don Juan Francisco contra el espresado José Ramírez, 
asi lo tengo mandado; que es fecho en la ciudad de Santiago de 
Chile en 27 de agosto de 1736. Doctor Don Francisco Sánchez 
de Barreda i Vera. Por mandado de Su Senoria, Juan Bau- 
tista de Borda, escribano público. En cuya conformidad, cuales- 
quiera de las justicias del partido del Maule, en su defecto cual- 
quier persona español que supiere leer i escribir, la que fuere 
requerida por parte de don Juan Francisco Jirón con este des- 
pacho, le darán la posesión real, actual, corporal vel cuasi, de los 
cuatro potreros contenidos en el mandamiento aquí inserto i 
dado en ella le ampararan i defenderán sin permitir sea despoja- 
do ni desposeído hasta que otra cosa se mande por mi; lanzando 
de dichos potreros las personas, bestias o ganados que los ocu- 
pan, pena de cien pesos de a ocho reales aplicados en la forma 
ordinaria, que es fecho en la ciudad de Santiago de Chile en 4 
de setiembre de 1786. Doctor don Francisco Sánchez de Barre- 
ra i Vera. Por mandado de Su Ssnoria, Juan Bautista de Borda, 
escribano público. 
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Mendozay diciembre 4 de 1846. 

El Poder Ejecutivo de la Provincia, 

Deseando el gobierno adelantar en lo posible los conocimien- 
tos sobre los terrenos i sus limites, que comprenden los potreros 
del Yesoy los AnjeleSy Montañez i VcdeTizuelay situados al sud de 
la provincia, acuerda i decreta: 1.° Nómbrase una comisión que 
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integrarán los ciudadanos coronel don Carmen José Domin- 
guez i el agrimensor teniente coronel don Nicolás Villanueva, 
para que practiquen un reconocimiento sobre dichos valles, le- 
vanten un plano de su situación topográfica, curso de sus aguas 
i cuanto tenga relación con los objetos que el gobierno se pro- 
pone; 2.° Comuniqúese. — Segura, — Celedonio de la Oue»ta% 



Mendoza^ abril 27 de 1847. 



A Su Señoría el Señor Ministro jeneral interino. 



En cumplimiento del superior decreto de 4 de diciembre del 
ano próximo pasado i disposiciones posteriores del Exmo. Go- 
bierno, la comisión emprendió su espedicion al sur, a practicar 
el reconocimiento de los potreros de cordillera denominados 
Valenzuelay MontañeZy el Yeso i los Anjeles al sudoeste del Rio 
Grande, equivocadamente cuestionados conio pertenecientes al 
territorio chileno en la jurisdicción de Talca, provincia de aque- 
lla República, i por resultado de esta operación, es de nuestra 
deber informar a Su Señoría, para que se sirva elevarlo al supe- 
rior conocifhiento de S. E., lo que a continuación esponemos. 

Las dilatadas montanas de los Andes, con mui pocas escep- 
ciones, forman en toda su estension dos ramos de cordilleras, di- 
vididos el uno del otro por grandes valles de mas o menos pro- 
fundidad, pero presentando todos ellos su principal declive* al 
naciente: en su centro van recibiendo todas las aguas que ma- 
nan de ambas cadenas de montañas, i se forman con ellos los in- 
finitos rios que salen a la superficie del territorio arj entino, 
siendo evidente que j^enetrando por cualesquiera de ellos i si- 
guiendo su curso arriba, no hai qué remontar mas que una sola 
cordillera que es la del oeste, por consiguiente la mas elevada, 
sin ninguna interrupción o cortadura de la que descienden las 
aguas para uno i otro territorio, i considerada por esta natural 
circunstancia como la línea divisoria, tal como sucede en el trán- 
sito por TJgpallata que se hace por la márjen del rio que viene a 
esta capital. Nadie duda que la única cordillera que se encuen- 
tra en esta via, es la misma que 25 leguas mas al sud se llama 
los Piuquenes a cuyo pié confina el valle del Tanuyan com- 
prendido en el intermedio de esta cordillera i la del PoriillOy 
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perteneciente todo él al territorio de esta provincia, sin que ja- 
mas hayan ofrecido ni podido ofrecer la menor cuestión. 

Las cordilleras de las Llaretas i el Planchón que van designa- 
das en el plano adjunto, son una prolongación de las anteriores, 
i los valles de VaUnzmlay Montañez^ el Yeso i los Anjeles que es- 
tá en la misma situación que el d3l Tunuyan, no pueden, por 
manera alguna, considerarse como parte integrante del territo- 
rio chileno. 

Los rios que de ellos salen, como se verá en el plano, son 
afluentes del caudaloso Colorado que desagua en el Atlántico en 
la costa Patagónica, i tanto estos como los anteriores, son tan 
abundantes que solo al frente del Valenzuela puede pasarsjB el 
rio Grande, aunque peligrosamente: de su confluencia para aba- 
jo, es navegable ya, sobre cinco o seis pies de profundidad au- 
mentándose sucesivamente mas al sud. 

Para patentizar mas la infundada pretensión a los valles en 
cuestión, se ha estendido el plano que presentamos hasta los na- 
cimientos del rio Grande, i en su vista debe deducirse que se ha- 
llan en igual caso el Valle Hermoso^ el Gobrey Santa Helena etc. de 
los que nada se reclama a pesar de estar pagando pastajes, 
desde mas de diez años atrás, los hacendados chilenos. 

Este hecho i la confesión franca que hicieron a la comisión 
los varios vecinos de Talca que se hallaban con sus ganados allí, 
de que ellos no podian negar que aquel territorio era efectiva- 
mente arj entino, i por lo tanto pagaban a esta provincia sus 
pastajes, prueba de un modo indudable que el Excmo. Gobier- 
no de Chile ha sido sorprendido por uno o mas individuos, ma- 
liciosamente interesados en la posesión de aquellos fértiles va- 
lles. 

Con lo espuesto, cree la comisión dejar satisfechos los obje- 
tos del superior decreto de 4 de diciembre, i lo trasmite a su 
señoría con el plano de su referencia, para que se digne elevar- 
lo al supremo conocimiento de S. E., reiterándole los sentimien- 
tos de nuestro mas alto i respetuoso aprecio. 

Dios guarde a S. S. muchos años. — Carmen José Domínguez, — 
Nicolás ViUanueva. 



— 112 — 



D 



Hensaje a la vijésima sesta lejislatura. 



Buenos AireSy diciembre 27 de 1848. 



El Gobierno de la República de Chile participo la solicitud 
que ante él hablan elevado nuevamente don Manuel Jirón i 
hermanos, naturales de la provincia de Talca i dueños de los 
potreros de Cordillera, conocidos con el nombre de Yeso, Mon- 
tañez, Valenzuela i los Anjeles, representando la indispensable 
necesidad de que por parte de este gobierno se diesen prontas i 
terminantes órdenes a las autoridades de la provincia de Men- 
doza para que no se repitieran las exacciones injustas i arbitra- 
rias que se hablan hecho, con fuerza armada, en los años ante- 
riores, a virtud de órdenes del comandante del fuerte de San 
Rafael, por talajes de animales de propiedad chilena que pastaban 
en los mencionados potreros. Agregó, creia llegado el caso de 
obtener de la justicia del gobierno arjentino i del justo precio 
que él dá a las fraternales i estrechas relaciones que felizmente 
ligan a las dos repúblicas, la orden espresa i terminante que con 
tanta razón deseaban los interesados chilenos. 

El gobierno contestó al de Chile, recordándole la recomenda- 
ción que en el año anterior con igual motivo habia hecho al de 
Mendoza, a fin de que se esmerara por su parte en evitar cual- 
quier desagradable conflicto entre las autoridades cercanas de 
uno i otro estado, dictando las órdenes eficaces al logro de este 
importante bien; i la respuesta que a esa recomendación habia 
dado el gobierno de Mendoza en completo acuerdo con las órde- 
nes del encargado de las relaciones esteriores. Mas, como el go- 
bierno chileno se referíala hechos posteriores, cuyo conocimien- 
to, solo lo tenia el de esta República por su comunicación, le 
significó pedia al de Mendoza informes ^sobre los particulares a 
que hacia referencia; i que luego de obtenidos le participaría la 
resolución que tuviese a bien adoptar. Sinembargo de que tales 
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61!^ loñ ^eutimiei^tos ^él gobierno arj entino para Qon el dp Cl^i- 
le, nQ pp4i^ í^^initir que los potreros referidos estuvipsen suje- 
tos a ptra jurisdicción que a la arj entina, en cuyo territpí^io 5ÍP| 
hfillftn, .9egun lo deniuestr?.n de un modo evidente los títulos qu^ 
pQ^ee ^ste gobierno.— En virtnd de los derechos de soberanía 
que 3ÍemprQ ha ejercido sobre esos territorios el ^e Mendoza, (Bp 
qu.e lq,a autoridades bajo cuya administración están, ha*bian po- 
dido i pueden imponer derechos sobre el pastoreo de ganado^ 
chilenos, wu cuaudo la propiedad particular de ellos fuese d^ 
ciudadanos de Chile, lo que no estaba comprobado en modo al- 
guuo. I/^ posesiou actual de dichos terrenos, pertenece por otra 
partQ ^ Ip. provincia de Mendoza, siendo en fuerza de los titulo^ 
enunaiados, que tiene la facultad de reglamentar esos talajes. J. 
coucluyó mauifestándole también que el gobierno, con el desep 
de obvip;r diferei^cias entre países amigos i vecinos, se propone 
instruir sobre este asunto al ministro arj entino nombrado cer- 
ca del gobierno de Chile, autorizándolo para t]patarlo; i que se 
vé oblig^o a sostener sus derechos sobre unos terrenos eviden- 
temente Integrantes del territorio de la liepúblic^ i posei dos en 

su virtud por ella sin interrupción alguna ....• 

La discusión quizá traería Isb necesidad de inspeccionar las lo- 
c^^líd^des i aun la de que se constituyese u^a comisión mista a 
ese efecto, especialmente para el examen de los terrenos en que 
se hallan situados los potreros de la cordillera, Montanez, los 
Anjeles, Yeso i Valcnzuela, a fin de que trazase los límites de 
ambas repúblicas. — Mas, que esa operación si hubiese de tener 
lug^, nunqa podría verificarse antes que una discusión razona- 
da hubiera hecho conocer a los interesados su necesidad, i pin 
que previamente se hubiesen examinado los títulos sobre que 
re^posan los respectivos derechos de propiedad que ambos ¿9- 
biepnps sQstipneu ; ,.. , i... 

A la y\jé8ima séptima Lejislatnra. 

Buenos Airea j diciembre 27 de 18ád. 



Aquel gobierno participó posteriormente que el cobro de ta- 
1^15? de,prppie4^d chilena, en Ja cordillera ^[ue separs^ba el terri- 
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torio arj entino de la provincia de Talca, habia continuado ppr 
disposición del gobierno de Mendoza, no obstante qne por la úl- 
tima nota del arj entino sobre esos asuntos, abrigaba el de Chile 
la esperanza de que, hasta discutirse el punto entre el gobierno 
de Chile i el encargado de las relaciones esteriores de la Confe^ 
deracion, por medio del anunciado ministro, se evitaría la re- 
petición de actos que no parecian conciliables ni con los princi- 
pios de justicia ni con la amistad i buena intelijencia que el go- 
bierno de Chile se esmeraba en cultivar con las provincias Uni- 
das del Río de la Plata. 

A principios del mes de marzo, habia entrada en esos potrero» 
una partida de hombres armados que, a nombre del gobierno de 
Mendoza, hablan intimado a los que cuidaban de les ganados, el 
pago del talaje a razón de dos reales por cabeza, so pena de qui- 
tarles el correspondiente número ds animales; i hablan llevado 
a efecto la intimación, según constaba de documentos que obra- 
ban en el respectivo espediente. El gobierno de Buenos Aire» 
era el que mejor podia apreciar, en vista de ese suceso, hasta qué 
punto se habían cumplido sus benévolas intenciones manifes- 
tadas sobre este asunto. 

Un esta cuestión se hablan puesto en contacto dos cosas esen- 
cialmente diversas: el derecho de soberanía de la provincia de 
Mendoza i el de la Conferacion Arjentina; i el de la propiedad 
particular que podia pertenecer a chilenos como a otros estranje- 
ros en territorio arjentino, a la manera que podían gozarlo ciu- 
dadanos arjentínos i de otras naciones en el territorio de Chile. 

El cobro de talajes habia sido, siempre un derecho de propie- 
dad particular que correspondía a los dueños de las fincas en 
que apacentaban ganados ajenos, i por consiguiente, parecía que 
todo lo que en el caso se trataba de saber era, no a qué nación 
o estado, sino a qué individuos correspondía por títulos auténti- 
cos o por lejitima posesión no interrumpida, la propiedad parti- 
cular de los referidos potreros. Si correspondía a chilenos, a 
ellos esclasivamente tocaba el derecho de cobrar lo que hasta 
alli se había llamado talaje, en las provincias arjentínas como en 
Chile. I si se les disputaba la propiedad, parecía dictar la justi- 
cia que se confrontase por una i otra parte las peticiones i títulos. 
Pero el gobierno de Chile estaba entendido que bajo este punto 
de vista era . incuestionable el derecho de los poseedores chi- 
leños. 

Ko negaba que el gobierno de Mendoza en virtud de su sobe- 
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rania, tenia la facultad de reglamentar cualquier cosa sometida 
a su jurisdicción, i esta facultad se estendia a los potreros de que 
se trataba, si en efecto se hallaban situados en territorio mendo- 
zino; pero ademas de que contra esa pretensión de dominio so- 
berano se habia reclamado por parte del gobierno de Chile i de 
que aun no se habia ventilado i decidido el punto entre él i el 
arjentiño, i suponiendo por un momento que los terrenos dis-. 
putados se hallasen dentro de los limites de la Confederación 
Aijentina i de la provincia de Mendoza en particular, esto au- 
torizaría sin duda a Mendoza para reglar la policía en ellos i 
para gravarlos con impuestos fiscales; i siempre que tales im- 
puestos guardasen una completa uniformidad con los que se 
cobraban sobre las otras fincas de la provincia a los dueños par- 
ticulares de ellas, no habría motivo de estranarlo, ni el gobierno 
de Chile hubiese molestado con una sola reclamación al arjen- 
tíno; pero no efa concebible que se pretendiese vejar a los pro- 
pietarios chilenos con una contribución especial que absorvia 
todo el producto de los potreros i que por consiguiente reduela 
a la nada la propiedad de sus dueños. 

En cuanto a la soberanía i dominio de Estado sobre los po- 
treros en cuestión, el gobierno arjentiño se consideraba con tí- 
tulos justos en su favor; cumplía i cumplirá con el deber de sos- 
tenerlos; hallándose siempre dispuesto a demostrarlo por me- 
dios diplomáticos. 

Relativamente al derecho de talajes, justo era reconocer que 
el gobierno de la provincia' de Meadoza habia podido i podia, 
sin ofensa alguna a Chile, sin contradicción con ningún deber 
internacional de obligación perfecta, imponer derechos sobre el 
pastoreo de ganados chilenos, aunque la propiedad particular 
de los potreros o campos fuese de subditos de Chile: circunstan- 
cia que por otra^arte, de ningún modo se habia probado. Tan?^ 
to por ello, como por lo indispensable que era el informe del 
gobierno de Mendoza, que necesitaba tener a la vista el de la 
Confederación sobre los hechos, no se hallaba en posibilidad de 
acceder a la solicitud del gobierno de Chile sobre que se devol- 
viese alos propietarios chilenos el dinero exijido 



Meridozüy 7míeniSr& Í6' de 1847'. 

El Poder Ejecutivo* de la Provincia: 

Considerando qtle éí tráfico comercial, por las Cordilleras, no 
Bé íialla bien reglado por los caminos al Sud de la frontera^ 
í que es necesario facilitar a la fortaleza de San Bafael los me^ 
dios dé espedirse en medidas prontas para el mejor servicio del. 
Estado, eñ circunstancias que puedan en aquella distancia ocur- 
rir, ha acordado i decreta: 

Árt. i.^ Desde está fecha la villa de San Rafael en la coii^ 
prensión de su demarcación por este lado del Diamante i toda> 
la población del otro lado hasta el rio Grande, queda sujeta a la^ 
comandancia de la fortaleza, que tendrá también la miánia ju- 
diccion civil de los subdelegados. 

Art, 2.° Los vecinos de aquel depaítamenta que hubieteai 
dé transitar para la república de ChilCj deberán tomar precisa- 
mente su pasaporte, del subdelegado de San Carlos, a cuya car- 
go queda el celo de todos los caminos de cordillera i las.gaar- 
dias que eñ ellos deben establecerse. 

Art. 3.^ El Comandante dé Suu Éafael se dirijirá directa- 
mente al gobierno para cualquiera ocurrencia estraórdinaria^ 
que necesite consultar; mandará mensualmente el presupuesto 
del sueldo de aquella guarnición con sus correspondientes lís-^ 
tas de revista i el de las reses que se beban eonsomir étí el 
abasto de la fuerza que está a sus órdenes. 

Art. 4.° El comandante dé San Eafael jpropondrá al gobier^ 
ño los vecinos que considere necesario investir con autoridad de 
decuriones i la de un comisario, con arregló a las distancias del 
dqiartamentp i para la mas inmediata administaacion de la jus^ . 
fícia civil, con arreglo al reglamento jeneral vyente en la pro*- 
vincia, i cuidará de que estos nombtamieñtofs fie hagan en suj»* 
tos de probidad, hijos del país, con alguna propiedad de arraigo. 

Siguen otros artículos. — MaUea. — Juan MóyáíAó. 

Mendoza^ noviembre 23 de 1^55. 

El Poder Ejecutivo decreta: 
Art. 1.° Nómbrase juez de primera instancia, con las atribu- 
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iciones de ^ecurioii en el lugar denomia^do y^tU^S^c^mo^^ |il 
gVl^rda.destíu^do a ese lugar dop Andrés LoÍ)os. 

Art. 2.° En apelación ocúrrase al Subdelegado de la Villa ie 
San Rafael. 

Art. .3.° Comuniqúese i publíquese. — Segura. ^^ Lúeas Gm- 
zalezy O. M. 



Barrancas^ julio 8 de 1858. 

Señor «Bübdelegado don S^abian Araya. 

Hi respetado señor: A mi i al cacique Nahuel ííirre se nos ha 
techo preciso molestar la mui respetable i bien empleada aten- 
pión de XJ. en referencia a saber las causas i motivos que hai su- 
ficientes para que José Santos Leiba se encuentre sufriendo pri- 
sioa en esta cárcel, pues habiendo nosotros sido gustosos j^ue 
í9áte administrase el cargo.de justicia en nuestro distrito, según 
la hombría de bien que éste observa, ni tampoco nunca se habi^ 
pido decir de él cosa en perjuicio de tercero, sino es que siempre 
' profesaba de hombre de bien, hemos convenido en suplicar a 
TJ. se digne significarnos sus causas o delitos para disponernos 
a responder por él en lo posible, i asi mismo suplicamos a U. 
tenga la bondad de no remitirlo a otro juzgado hasta mientras 
tanto nosotros no resolvamos por él, i hacer lo posible en cuanto 
a libertarlo de esta prisión, pues la lei nos obliga a realizar esta 
causa, favor que esperamos alcanzar de la mejor justificación 
de U. i con esta ocasión tenemos el honor de firmarnos por sus 
fieles i atentos Q. B. S. M. — Juan Agustín Ferrada. — Manud Na- 
huel Ñirre. 

Distrito de Ailon, octubre 1.^ de 1859. 

Al subdelegado den Fabián Araya. 

'Señor subdelegado: Recibí su orden donde me dice que entre- 
gue las ovejas que cuidaba Zurita i al mismo tiempo los corderos 
de dos meses nacidos, i entregue al portador de don Felipe Bas- 
cuñan ciento cincuenta obejas i los corderos naddos de dos me- 
ses, como asi me lo ordena IJ. en su oficio. Señor subdelegado, 
ahora en la actualidad Zurita se encuentra en el fuerte de -San 
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Kafkel; llegando él le haré saber lo que se me ordena, o si el 
señor Bascuñan lo necesita, puede verse con él. — José María 
LarcL 



Ailonj octubre 19 de 1859. 



Al subdelegado don Fabián Araya. 



En el momento que llegó la presenjte nota de U. a mis manos, 
me dispuse en dilijencia de darle su debido cumplimiento. Tam- 
bién digo alJ. que remito a Ramón Ibarra que es el individua 
que U. me pide. No se lo mando como TJ. me ordena, porque en 
este punto no bai esas superiores seguridades, como IT. dice. 
Si U. duda de mi verdad, infórmese de esas personas que son 
conocedoras de este punto. 

También le bable del poco celo que XJ. me dice que yo tengo; 
no me es posible tenerlo en mayor estension por ser un emplea* 
do de mucbas atenciones, como es constante al público, pero 
también pido i suplico a U. que me baga el favor de poner sus 
miras en otro que me deje descansar por algún tiempo. 

Sobre lo que me ordena con respecto a don Isidro, digo a U. 
que está mui bien. 

I nada otra cosa de este su servidor. — J. María Lara. 



F 



Mendozdy diciembre 15 de 1862. 

Al Exorno, señor Ministro del Interior. 

Tengo la satisfacción de avisar a V. E. recibo de la circular fe- 
cha 22 del pasado, relativa a promover la inmigración en la Re- 
pública, pidiendo al efecto los datos necesarios para que se pueda 
verificar con la certidumbre de las ventajas que pudiera repor- 
tar. Conozco la importancia de la medida que V. E. se propone 
realizar i deseoso de que ella no se retarde por lo que respecta a 
esta provincia, pasaré a dar a V. E. los informes mas precisos, 
reservándome ampliarlos posteriormente si las circunstancias a 
V* E. asi lo exijieren. 
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A la primera proposición de la citada circular, debo responder 
que estando para dotarse del agua correspondiente de irrigación' 
la estension de doce leguas que hai desde la Villa de la Paz, 
distante cuarenta leguas desde la cuidad de Mendoza, hasta el 
rio Desaguadero, límite con la provincia de San Luis, podria 
desde luego ofrecerse todo este terreno a la inmigración estran- 
jera en lotes de veinticinco cuadras, a diez pesos cuadra, paga- 
deros después de<íinco años de la posesión en los diez siguientes, 
por décimas partes. Cada lote tendría tres cuadras de frente al 
camino que conduce al litoral i el fondo correspondiente. Estos 
terrenos son planos i no exijen sino un lijero desmonte para su 
riego i cultivo, siendo su calidad de las mas privilejiadas de la 
provincia, i producen sin esfuerzo alguno, trigo, maiz, cebada, 
porotos, garvanzos, lentejas, papas, camotes, lino, cáñamo, oblon, 
anis, cominos, ají, zapallos, saudíagf, tabaco, melones de esquisi- 
ta calidad, i toda clase de legumbres, no siendo difícil que se 
produzca el algodón de que ningún ensayo se ha hecho. 

La vid crece de una manera asombrosa i produce a los tres 
años, habiendo en la provincia mas de cien variedades de que se 
obtienen esquisitos vinos i licores. 

La morera crece i se produce con gran facilidad; i hai varias 
especies como la multicaulis, la blanca, la negra, la rosa, la Ion i 
otras que se han propagado. La cria del gusano de seda i su cul- 
tivo había tomado un notable incremento poces años atrás; pero 
le faltó a esta preciosa industria el terreno de la paz tan necesa- 
rio para que prosperase, estinguiéndose la última semilla de gu- 
sanos con el fatal terremoto. 

El producto mas inmediato que se obtendría en estos fértiles 
terrenos sería. — 1.° Las sementeras para alimento de los colonos 
i venta que harían a los transeúntes i a la provincia vecina de 
San Luis. — 2.° Al mismo tiempo que se siembra el trigo, maiz i 
cebada, se tira al vuelo la semilla de alfalfa, i al cosechar los 
primeros, ya queda el campo poblado de la segunda, que es vivaz. 
La alfalfa o pasto cultivado constituye un ramo importante de 
riqueza en esta provincia, donde hai mui pocos pastos naturales; 
i Ja circunstancia de estar situados dichos terrenos -sobre un ca- 
mino principal, proporcionaría a los colonos una venta segura 
de este artículo, si no quisiesen destinarlo esclusivamente al con- 
sumo de sus animales propios. — 3.° Los árboles frutales como el 
olivo, el nogal, el castaño, la higuera, el peral, de infinitas varie- 
dades, el manzano, el ciruelo^ el damasco, el granado, el cerezo^ 
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él hátóiíjt), i otras muchos especies, ofrécerian produótos de es- 
portócion eli mas o menos tiempo, pxres todos ellos ctecen con 
vigor i lóizanía. Hai también maderas naturales en cantidad su- 
ficiente para las primeras construcciones, como el algarrobo; pu- 
diendo obtenerse, en tres años, varias especies cultivadas cuyo 
crecimiento es rápido, tales como el álamo blanco, el negro, el 
Carolina, el blanco de Holanda, el sauce, varias especies, acacias 
i otros cuyo crecimiento es mas lento, como el roble, el paraíso, 
el laurel, el castaño, ciprés, pinos, olmos, etc., etc., i otros que 
&eria largo enumerar. 

De una gran parte de los árboles espresados, se podrían pro- 
veer de plantas en la misma Villa de la Paz, así como d-e ,la& 
maderas cultivadas para muebles i casas. 

Bien atendida i cultivada la estension de cada lote, cree el go- 
bierno que daria abundantes productos, no solo para la subsi«- 
'tencia de los colonos i sus familias, sino para dejar anualmente 
en sus manos un fondo acumulativo que podría aumentarse si 
fee añadiese el ejercicio de alguna industria agrícola como la se- 
da, la colmena, de que paso a hablar. 

La colmena es un ramo de industria importado a la provincia 
hace ocho años i jeneralizado de un modo asombroso por la JEL- 
cil multiplicación i el rendimiento estraordinarío de sus produc- 
tos. Una caja de estas, vale hoi de veinticinco a treinta pesos, i 
15U producto anual, aparte de la reproducción de enjambres, es 
de sesenta a ochenta libras de cera i miel en término medio; ha- 
biendo dado algunas hasta 125 libras. 

La fabricación del queso i mantequilla, seria otro ramo dé in- 
dustria para los colonos, que pudieran emprenderlo desde el mo- 
mento que tuviesen pastos, contando con el número de vacas 
que pudieran sostener, pues se las facilitarían gratis los estan- 
cieros de esos lugares por su propia conveniencia. ÍTunca vale 
menos el queso de ocho a diez pesos quintal, i treinta la man- 
teca. 

Cree también el gobierno que tan pronto como esas tierras se 
habiliten de riego, operación que tardará de seis a ocho mese& 
de la fecha, habrán muchos licitadores de lotes, tanto ie aquí 
mismo, como de la provincia vecina de San Luis, cuyos habitan- 
tes se han aficionado mucho a la industria agricola,por el contac- 
que tienen con nuestras posesiones. 

Otro punto de colonización, sería el que presenta el sur de la 
pfovinciá a 70 leguas de esta ciudad, campos feraces i regador» 
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póT los rios Diamante, Atuel> Salado, i otros subalternos, que 
corriendo a la faz de la tierra i paralelos i a cortas distancias 
unos de otros, ofrecen a la industria agrícola territorios inmensos 
^n que se produce todo lo ya enumerado, siendo en la actualidad 
conveniente para la cria de toda especie de ganados, por h 
igue hai crianzas en ellos aun apesar de la inseguridad de la fron- 
tera, 

TJíia Vez seguros estos lugares, i abierto un camino desde San 
Rafael a San Luis, se hallarían a menos dintancia que lo que boi . 
lo está la ciudad de Mendoza. Hai dos circunstancias mas que fa- - 
vorecen mucho esas tierras, i son: la inmediación en que se ba- 
ilan a las provincias del sur de Cbile, (tres a cuatro dias de ca- 
m4nt>) i la distancia de ,60 a 70 leguas a que se encuentra DEL 
RIO GRANDE (Colorado mas abajo) QUE ES EN DONDE . 
LIMITAN LAS PROPIEDADES PARTICULARES I OCU- 
PADAS POR LOS VECINOS DE ESTA PROVINCIA, I 
PORQUE SIENDO ESPLORADO ESTE RIO, PUEDE 
OFRECER UN PUERTO, SEOUN LOS DATOS I NOTt 
CÍAS QUE SE TIENEN ADQUIRIDOS. 

En San Rafael hai dos molinos de trigo; i acumulados algunos 
pobladores en esas localidades, podrían construirse cuantos se 
necesitasen, porque todos los rios ofrecen el desnivel necesario, 
como motor^ para cualquiera industria. 

Las condiciones bajo las que pudieran darse lotes en estos ter- 
renos, no serian de ningún modo un inconveniente para su fácil 
adquisición; pues que el gobierno cree que convendría cederlos 
gratís, escepcionando a los colonos de toda contribución por un 
término dado. Si el erario provincial se bailase en estado de su- 
fragar los gastos necesarios para esplorar debidamente esa r^ 
jion i levantar los planos convenientes, le seria mui fácil atraer 
la población de la república vecina de que bai ya mucbos pobla- 
dores, i constituir de este modo un aumento en la renta pública 
tan deprimida en la actualidad. 

En cuanto a la última proposición que se refiere a determinar 
el costo probable de traslación de los inmigrantes a los puntos 
de colcy^^acion i averiguarlos medios con que podría contribuir 
la provincia o los particulares a pagar los gastos de internacior 
establfeeimiento de Ids colonos, pnedo decir: que el pasaje 
carretas desde Buenos Aires hasta la Villa de la Paz, se regí 
*én 20 pesos bolivianos por cabeza, pudiendo reducirse enmuc 
esta cantidad desdeqtfó seocapase en este tráfico plartículóir, í 

16 



— 122 — 

ganos veliicalos. A los pantos del sar costana lo mismo desde 
qaese abriese el camino recto a San Lais de que ya se ha habla- 
do. En cuanto a los recursos que la provincia o los particulares 
pudieran proporcionar para los gastos de conducción i primera 
residencia de los colonos, V. E. debe tener presente la postra- 
ción completa en que se encuentra esta provincia, lo que consti- 
tuye al gobierno en dificultades, aun para atender a aquellos gas- 
tos i necesidades que pueden considerarse sagrados, como son los 
sueldos de los servidores al estado. Sin embargo cree que este 
«stado diñcil i penoso es transitorio, i que durará mas o menos 
tiempo según el ausilio que se preste a la provincia para salir de 
•él, i según la mayor o menor solicitad con que se atiendan los 
varios proyectos que para organizar la renta i su percepción ha 
presentado a la Cámara lejislativa, los cuales deben servir de 
base para el sistema rentítico que se propone establecer. Mas 
adelante, i cuando se halle establecida la oficina de inmigración 
de que Y. E. habla, podré ampliar estos datos i ofrecer en fomento 
de aquella, lo que le permitan los recursos que se haya creado. 

Para concluir, haré varias observaciones jenerales, respecto de 
algunas industrias que podrían esplotarse i ejercitar con ventaja, 
indicar los medios de facilitarlas i demostrar los obstáculos que 
impiden el desarrollo de la riqueza de esta provincia tan favore- 
cida por la naturaleza en cuanto a su clima i producciones. 

Los vinos i licores finos, podrían fabricarse de primera calidad 
para esportaeion, desde que se pudiese contar con una fabricación 
de botellas i dama-juanas de vidrio, estableciéndola en la menor 
escala que existe en Europa, lo que no demandaría un capital de 
<íonsideracion. Los materiales necesarios para la fabricación de 
estos envaces se encuentran en gran abundancia, tales como la 
potasa i la sosa que cubren machos campos, el cuarzo de todas 
clases, los óxidos de plomo i fierro, la silice, cal, etc. 

En curtiembre se han hecho varios ensayos con buen éxito, 
empleando la corteza de una planta mui abundante, vulgarmente 
conocida con el nombre de retortuuo, pero no existe ninguna fa- 
bricación i por esto mismo seria una industria ventajosa para los 
primeros que la emprendiesen. Siendo el trigo una de las pro- 
ducciones mas valiosas de la provincia, no será de mas indicar 
que hai en ella cuatro molinos en grande escala i mas de 60 su- 
balternos, distribuidos en diferentes departamentos de la provin- 
cia, por cuanto algunos inmigrantes intelij entes en este ramo 

adrián hallar en ellos una ocupación ventajosa 
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En la industria de tejidos de mimbre para el uso doméstico i 
demás utensilios, podrian algunos encontrar desde luego tm me- 
dio de subsistencia, teniendo en mucha abundancia los materia- 
les, cuya elaboración ofrece mucho consumo por la condición 
agrícola del pais. Los petates o tejidos de paja para pisos, se in- 
cluyen en esta industria i son de^un uso mui jeneral en la misma 
provincia. 

La cria de ovejas, puede dársele la estension que se quiera al 
sur de la provincia, . estando aseguradas las fronteras, Al este 
podría emprenderse en menos escala, pero si se dedicasen a crias 
de padres, se haría esto con mas ventaja que en ninguna otra 
parte, pudiendo espender los padres en el sur de la provincia de 
San Luis i Córdoba. 

En San Rafael, 70 leguas al sur de la ciudad, existe una inmen- 
sa cantera de variados mármoles cuya esplotacion se habia em- 
prendido en pequeña escala por los señores Tiscornia, lapidarios 
italianos, habiendo ejecutado varias obras antes de la ruina de 
este pueblo en que sucumbió uno de ellos, ausentándose el otro. 

Las minas de toda clase de metales son abundantes en todas 
las cerranias que limitan la provincia al oeste; pero la falta de 
intelijencia i capital, tienen, en el dia paralizada su esplotacion. 
Por fortuna la provincia hermana de San Juan se propone i 
cuenta ya con los medios de realizar una esplotacion en grande, 
i es creíble que mui en breve se despierte nuestro interés por 
esta industria. 

El primero i principal inconveniente que se opone al desarrollo 
en grande escala de las industrías enumeradas, i demás que pu- 
dieran emprenderse, es el alto flete que absorve una gran parte 
del valor de las especies. 

Este alto flete procede del mal estado de los caminos, de su 
prolongación por las desviaciones que es preciso hacer, buscando 
la seguridad, i de los peligros que apesar de esa precaución cor- 
ren los vehículos, lo cual impide que estos se aumenten en la 
proporción de los productos del pais, i hace que los cargadores 
procuren resarcirse de las pérdidas que pudieran sufrir por esa 
causa. 

Por ahora se ha contraído el que firma, a suministrar aquellos 
datos que ha creido de un resultado mas inmediato, quedando 
pronto a satisfacer los pedidos o exijencias que a este respecto 
se le puedan hacer por la oficina de inmigración a que V. E. se 
refiere. 
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Aunque lag'rentas públicas de la provinda 8Ón inditas i exi- 
guas en la actualidad, no desespera el gobierno en d caso de un» 
inmigración que quisiese trasladarse a esta provinda, con desti- 
no a los puntos indicados, poder suministrarle algunas semillas ^ 
^dantas i lo necesario para su manutendon en el primer liempa, 
eon carero de restitución. 

El gobierno se congratula al haber recibido la nota que con- 
ítesta i otras anteriores del Ministerio del Interior en que se trar 
ta, a juicio del infrascrito, de necesidades i mejoras vitales para 
la República. 

Dios guarde a V. E. — ^Luis Molina. — Eus^io BUmoo. 
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San Bafael^ febrero 15 de 1885. 
Al señor Ministre de gobierno de la provincia. 

Habiéndoseme quejado el cacique Antonio Acallanao de que 
don Enoc Ortiz le priva hacer su pleno uso del campo que tienen 
cedido estos indios por el gobierno de la provincia, según nn 

cumento firmado por S. E. el señor gobemad<»- propietario 
I a la provincia, me dirijo a V. S. a fin de que se sirva ordenwra 
jdicho señor Ortiz no les incomode a los indios con amenazas, co- 
mo lo ha hecho, en lugar de poner sus quejas, si las tenia, a 
quien correspondía, i si el espresado señor Ortiz tiene derecho 
sobre el cobro de los arriendos de los campos a que se refieren 
los indios, es decir, los comprendidos entre Malargüe, Rio-Gran- 
de i Agua Buena, espero que V. S. me impoxiga sobre el parti- 
cular para poder satisfacer a éstos. 

Dios guarde a V. S. — Pablo Irrazahal, 

Mendoza^ febrero 17 de 1865. 

Al 'subdelegado de las villas de San Carlos i San Rafael. 

Be adjunta a TJ. en copia la nota del comandante de la fren- 
ara de San Rafael don Pablo Irrazabal, dirijida a este Ministe- 
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rio, con motivo de la queja que le ha sido interpuesta por el ca- 
cique Antonio Acallanao contra don Enoc Ortiz, para que TJ. en 
vista de ella, haga que sea respetada como sea de justicia, la po- 
sesión que tiene concedida por el gobierno la tribu de indios 
situada en el Malargüe, a fin de que no se les incomode i se les 
dege en quieta posesión de lo que el gobierno les ha con<}edido. 
Dios guarde a ü. — Ignacio S. Rodríguez. — O. M. 

H 

Mendoza^ novierr\¡bre 17 de 1870 

Al Excmo. señor Ministro de Guerra i Marina. 

El gobierno ha tenido conocimiento de que el señor coronel 
don Ignacio M. Segovia ha celebrado un tratado con los indios, 
que contiene estipulaciones respecto de cierta porción de terre- 
nos que el gobierno de la provincia, en cumplimiento de las le- 
yes de octubre 16 de 1860 i 22 de agosto del presente año, ha 
vendido a particulares. 

En el interés de evitar reclamaciones posteriores acerca del 
gobierno de la nación o de la provincia, se ha creido del caso 
solicitar de V. E. se digne aplazar la resolución a este respecto, 
hasta tanto este gobierno espida el informe que crea del caso. 

A este objeto este gobierno espera que V. E. quiera dignar^fs 
ordenar se remita copia autorizada del proyecto de tratado ánt(í ) 
mencionado. ' 

Bios guarde a V. E. — Adriano Gómez.— Dame? F. Barreda. 

Buenos AireSj diciembre 7 de 1870. 

Al Excmo. señor Gobernador de la provincia de Mendoza. 

Tengo el honor de acusar recibo de la nota de V. E» de 17 del 
mes pasado, en la cual avisa tener conocimiento de un tratado 
celebrado por el coronel don Ignacio Segovia con los indios, i 
pide se aplace su aprobación en virtud de razones que manifes- 
tará oportunamente. 

En consecuencia, el gobierno, de conformidad a lo pedido por 
V. E. ha resuelto no aprobar ese contrato hasta tanto V. E. envié 
el mencionado informe. 

Dios guarde a V. E. — M. de Gainza. 
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